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Tercera Sesión Ordinaria 

H. LXX Legislatura del Estado 

Tercer Año de Ejercicio Constitucional 

Primer Periodo Ordinario de Sesiones 

28 de octubre de 2026 

 

Orden del día 

 

1o.- Registro de Asistencia de las y los señores Diputados que integran la 

LXX Legislatura Local. 

 

Determinación del Quórum. 

 

2o.- Lectura, Discusión y Votación de las actas de las Sesiones anteriores celebradas el día 

28 de octubre de 2026. 

 

3o.- Lectura a la lista de la correspondencia oficial recibida para su trámite. 

 

4o.-  Iniciativa presentada por las y los Diputados Alejandro Mojica Narvaez, Sandra Lilia Amaya 

Rosales, Ernesto Abel Alanís Herrera, Otniel García Navarro, Gabriela Vázquez Chacón, 

María del Rocío Rebollo Mendoza, Héctor Herrera Núñez, y Martin Vivanco Lira, integrantes 

de la Junta de Gobierno y Coordinación Política, por la que se reforman, adicionan y 

derogan, diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Durango. 

(Trámite) 

 

5o.- Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de 

Seguridad Publica, que contiene adiciones a diversas disposiciones a la Ley del 

Sistema Estatal de Seguridad Publica, en materia de Protección a servidores públicos. 

 

6o.- Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, por el que se expide la Ley para la Prevención, Atención y Posvención de la 

Conducta Suicida para el Estado de Durango. 

 

 

7o.- Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, que contiene reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de Salud 

del Estado de Durango, en materia de Acciones preventivas y tratamiento contra el 

cáncer. 

 

8o.- Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, que contiene reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de Salud 

del Estado de Durango, en materia de Donación de órganos. tejidos y células. 

 



  
   
 

  

 
 

 5  

 

C. 

9o.- Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, que contiene reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de 

Protección a los No Fumadores para el Estado de Durango. 

 

10o.-   Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Puntos 

Constitucionales, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, en materia de Reforma 

del Poder Judicial del Estado. 

 

11o.-  Asuntos Generales. 

 

 

12o.-  Clausura de la Sesión. 
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Lectura a la lista de la correspondencia oficial recibida para su trámite. 

 NO SE ENLISTO ASUNTO ALGUNO. 
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Iniciativa presentada por las y los Diputados Alejandro Mojica Narvaez, Sandra Lilia 

Amaya Rosales, Ernesto Abel Alanís Herrera, Otniel García Navarro, Gabriela 

Vázquez Chacón, María del Rocío Rebollo Mendoza, Héctor Herrera Núñez, y Martin 

Vivanco Lira, integrantes de la Junta de Gobierno y Coordinación Política, por la que 

se reforman, adicionan y derogan, diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado de Durango. 

 

CC. DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA  

LXX LEGISLATURA DEL H. CONGRESO  

DEL ESTADO DE DURANGO  

P R E S E N T E S. 

 

Las y los suscritos Diputados y Diputadas Alejandro Mojica Narvaez, Sandra Lilia Amaya Rosales, 

Ernesto Abel Alanís Herrera, Otniel García Navarro, Gabriela Vázquez Chacón, María del Rocío 

Rebollo Mendoza, Héctor Herrera Núñez y Martín Vivanco Lira, integrantes de la Junta de Gobierno 

y Coordinación Política, en ejercicio de las facultades que nos confieren los artículos 78, fracción I, 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango y 178, fracción I, de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado de Durango, sometemos a consideración de este Honorable 

Congreso del Estado, la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO MEDIANTE EL 

CUAL SE REFORMAN, ADICIONAN y DEROGAN, DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY 

ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE DURANGO, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

PRIMERO. Que la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, faculta a las 

diputadas y diputados del Congreso del Estado, para que tengan el derecho de iniciar leyes y 

decretos, las que, en su momento, deben seguir el trámite legislativo correspondiente. 

 

SEGUNDO. Que en ejercicio del derecho que confiere la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Durango, para iniciar leyes y decreto, así como con el objetivo de fortalecer a las 

instituciones públicas y a los Poderes del Estado, se considera necesario, actualizar el marco 

normativo que regula el quehacer diario del Poder Judicial del Estado de Durango. 

 

TERCERO. Que el Poder Judicial del Estado de Durango, se encuentra en una transición derivada 

del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial y de su posterior 

entrada en vigor, publicada en el Diario Oficial de la Federación, de fecha    15 de  septiembre  de  
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2024. En ese sentido como consecuencia la reforma señalada en el numeral que antecede, las 

legislaturas de los Estados, tiene la obligación de realizar la armonización de las normas locales para 

están en concordancia con lo señalada en la Carta Magna. 

 

CUARTO. Que en cumplimiento a lo anterior, el Congreso del Estado de Durango, emitió el Decreto 

número 071, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango, número 93 BIS, 

de fecha 21 de noviembre de 2024 y las subsecuentes Fe de Erratas al citado Decreto, publicadas 

en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango, número 12 EXT., de fecha 3 de diciembre 

de 2024 y Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango, número 97 BIS, de fecha 5 de 

diciembre de 2024, materializando así, la reforma a la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Durango, relativa al Poder Judicial local, adecuándola a la reforma de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma al Poder Judicial 

 

QUINTO. Que de manera posterior, mediante Decreto número 186, de la Septuagésima Legislatura 

del Congreso del Estado de Durango, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno de Estado de 

Durango, número 65 BIS, de fecha 14 de agosto de 2025 y la subsecuente Fe de Erratas al citado 

decreto, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno de Estado de Durango, número 67 BIS, de 

fecha 21 de agosto de 2025, se expidió la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Durango.  

 

SEXTO. Que, para continuar con la actualización normativa del Poder Judicial en el Estado de 

Durango, se debe atender lo establecido por la Constitución Federal, es por ello que, esta iniciativa 

busca fortalecerlo definiendo de manera acorde la función jurisdiccional que realiza, buscando el 

debido acceso a la autoridad jurisdiccional para los justiciables. 

 

SÉPTIMO. Que derivado de la reforma constitucional del Poder Judicial, actualmente, el artículo 116, 

fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla la creación de 

un Tribunal de Disciplina Judicial y de un órgano de administración judicial con independencia 

técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, conforme a las bases establecidas en ella, como 

una obligación para las entidades federativas, así como replicar ese modelo en sus constituciones 

locales y leyes orgánicas. 

 

OCTAVO. Que en seguimiento a lo precisado en el párrafo que antecede, el artículo 100 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé que el Pleno del Tribunal de Disciplina 

Judicial, será la autoridad substanciadora en los términos que establezca la ley y resolverá en 

segunda instancia los asuntos de su competencia, podrá ordenar oficiosamente o por denuncia el 
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inicio de investigaciones, atraer procedimientos relacionados con faltas graves o hechos que las 

leyes señalen como delitos, ordenar medidas cautelares y de apremio y sancionar a las personas 

servidoras públicas que incurran en actos u omisiones contrarias a la ley, a la administración de 

justicia o a los principios de objetividad, imparcialidad, independencia, profesionalismo o excelencia, 

además de los asuntos que la ley determine. 

 

NOVENO. Que en cumplimiento al mandato Constitucional, la reforma en la materia en el Estado de 

Durango, previó la creación del Tribunal de Disciplina Judicial, así como el Órgano de Administración 

del Poder Judicial del Estado de Durango, dotándolos de sus respectivas facultades, desarrollando 

las atribuciones que la Constitución Federal de manera directa mandató, al órgano disciplinario, por 

lo que es importante que el régimen de disciplina, proteja de la mejor manera posible, la función de 

la impartición de justicia. 

 

DÉCIMO.  Que actualmente, los artículos 144, 147 y 159, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado de Durango,  presentan cuatro deficiencias: once de las veintiséis causas del artículo 144 

,carecen de clasificación expresa; el artículo 159 califica como graves, por número de fracción, 

conductas que la Ley General de Responsabilidades Administrativas trata como no graves; diversas 

conductas se superponen con faltas de la Ley General sin regla de especialidad; y no se tipifica la 

obstaculización de la investigación disciplinaria, que el artículo 111, fracción XX, prevé como causa 

de procedimiento. 

 

DÉCIMO PRIMERO. Que derivado de lo establecido en el numeral que antecede, contempla tres 

ideas principales. Primera, remisión: las faltas graves y no graves de la Ley General, se aplican 

directamente, mediante cláusulas de remisión, sin reproducirlas, lo que evita invadir la competencia 

del Congreso de la Unión. Segunda, catálogo mínimo: la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado, conserva únicamente las conductas propias de la función jurisdiccional, que desarrollan los 

principios del artículo 100 Constitucional y que carecen de equivalente en la Ley General. Tercera, 

clasificación expresa y especialidad: cada conducta se clasifica como grave o no grave, y se prevé 

que no se aplicará cuando constituya una falta de la Ley General, en cuyo caso se estará a ésta, de 

conformidad con el artículo 14 de dicha Ley, que prohíbe imponer dos veces por una sola conducta 

sanciones de la misma naturaleza. 

DÉCIMO SEGUNDO. Que esta iniciativa prevé en el artículo 144, las faltas graves, entre ellas la 

obstaculización deliberada de la investigación disciplinaria. El artículo 147, contiene las faltas no 
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graves específicas, con la modalidad simple de las conductas que en su forma reiterada o dolosa 

son graves. El artículo 159, conserva la remisión a los artículos 75 a 80, de la Ley General para la 

valoración y sanción de las faltas, y a su artículo 74, para la prescripción, de modo que la ley orgánica 

no crea sanciones propias. Asimismo, remite el hostigamiento y el acoso sexual al régimen de la Ley 

General y a un protocolo del Pleno del Tribunal de Disciplina Judicial. 

DÉCIMO TERCERO. Que esta iniciativa, aporta en el tema disciplinario materia del Tribunal de 

Disciplina Judicial, una distinción clara de las faltas consideradas como graves y las no graves, 

enfocadas exclusivamente en las conductas propias de la función jurisdiccional y la vigilancia 

disciplinaria, delimitando de manera clara y precisa cada una de ella, tipificando las conductas que 

afectan la impartición de justicia, en estricto apego a las facultades que la propia Constitución Política 

Federal, concede al legislador local, como a los tribunales disciplinarios de las entidades federativas, 

en sus artículos 17 y 116, fracción III y, observando en todo momento lo previsto por la Ley General 

de Responsabilidades Administrativas.   

DÉCIMO CUARTO. Que la Ley General de Responsabilidades Administrativas tiene su fundamento 

en el Título Cuarto, artículos 108 y 109, fracción III, segundo párrafo, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y en el diverso 73, fracción XXIX-V, del mismo ordenamiento, en la 

que se establecen ciertos lineamientos generales aplicables a las leyes locales que regulen 

responsabilidades administrativas de los servidores públicos, entre los cuales destaca que deben 

prever las faltas que son consideradas graves, así como las demás faltas (no graves) y disponer de 

un tratamiento diferenciado para cada una de éstas, de conformidad con los artículos 10 y 11 de la 

citada Ley General.  

 

DÉCIMO QUINTO. Que al establecerse en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Durango, la regulación de las responsabilidades administrativas, señalando cuales se consideran 

graves y las no graves, se da cumplimiento a la obligación en materia general de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos, aunado a que esta clasificación es importante ya que 

porque opera como garantía para las personas servidoras públicas involucradas en los 

procedimientos administrativos de conocer las consecuencias jurídicas que pueden afrontar respecto 

del tipo de infracción que les es atribuida. 

 

DÉCIMO SEXTO. Que la omisión de definir las conductas de los servidores públicos que constituyen 

faltas graves de las que no lo son, vulnera los principios de legalidad y seguridad jurídica que derivan 

de los artículos 10 y 11 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 73, fracción XXIX-

V, 108 y 109, fracción III, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, tal como ha quedado de manifiesto en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nació, de manera particular en la Tesis: P./J. 30/2026 (12a.).  

 

DÉCIMO SÉPTIMO. Que aunado a lo anterior, al resolver las acciones de inconstitucionalidad 

115/2017(8) y 69/2019, (9) el Alto Tribunal, reconoció la facultad de las Legislaturas Estatales para 

emitir legislación en materia de responsabilidades administrativas, en tanto se sujeten al régimen 

competencial previsto en la Ley General que sobre la materia ha expedido el Congreso de la Unión 

de conformidad con el artículo 73, fracción XXIX-V, de la Constitución Federal. 

 

DÉCIMO OCTAVO. Que con las aportaciones que se presentan en esta iniciativa, se coadyuva a 

contar con un marco normativo, acorde a los parámetros de constitucionalidad señalados por la 

propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el derecho disciplinario, en este caso, propio del 

Tribunal de Disciplina Judicial, de ahí la trascendencia de que se apruebe en los términos 

presentados por este Grupo Parlamentario.  

 

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la consideración de esta H. Soberanía, para 

su análisis, discusión y, en su caso, aprobación la siguiente: 

 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

 

LA HONORABLE SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

DURANGO, CON LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO DECRETA: 

 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se reforma la fracción XX del artículo 16, la fracción XXV del artículo 111, 

144, 147, el inciso a) de la fracción III del artículo 150, la fracción II, del segundo párrafo del artículo 

155, 159, el segundo párrafo del artículo 175, 182, el segundo párrafo del artículo 189 y el primer 

párrafo del artículo 232; se adiciona las fracciones XXVI y XXVII del artículo 111, el párrafo cuarto 

del artículo 139, segundo párrafo recorriéndose el subcuente, del artículo 142, la SECCIÓN DÉCIMA 

TERCERA, denominada DE LA COORDINACIÓN GENERAL JURÍDICA DEL PODER JUDICIAL 

DEL ESTADO” al CAPÍTULO II del TÍTULO QUINTO, y los artículos 224 BIS y 224 BIS 1; y se 

deroga el artículo 21 y las fracciones I, II, III, IV, V y VI del artículo 232, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Estado de Durango, para quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 16. …  

 

I a XIX. … 
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XX. Hacer del conocimiento a la autoridad competente, los hechos que puedan ser constitutivos de 

delitos o faltas administrativas y que sean atribuidos a servidores públicos del Poder Judicial del 

Estado;  

 

XXI a XXX. … 

 

ARTÍCULO 21. Se deroga. 

 

ARTÍCULO 111. … 

 

I a XXIII. … 

 

XXIV. Nombrar a propuesta de la presidencia a las personas titulares de la Unidad de Evaluación y 

Seguimiento, así como de la Unidad de Investigación de Responsabilidades;  

 

XXV. Determinará en su reglamento interior el número y los periodos de sesiones tanto del 

propio Pleno, como de sus Comisiones, así como la periodicidad con la que se celebrarán y 

las condiciones en las que se desarrollarán;  

 

XXVI. Resolver las contradicciones que se susciten entre los criterios que sustenten las 

comisiones al resolver los asuntos de su competencia: y las razones que justifiquen la 

resolución del Pleno constituirán precedente vinculante; y  

 

XXVII. Las demás que determinen las disposiciones jurídicas aplicables.  

 

ARTÍCULO 139. … 

 

I a XI … 

 

…. 

 

…. 

 

Con independencia de si el motivo de la queja o solicitud oficiosa da o no lugar a 

responsabilidad, la Unidad de Investigación de Responsabilidades Administrativas deberá 

proceder conforme a la normatividad aplicable y si de la propia queja o denuncia, se advierte 

la realización de una conducta que pudiera dar lugar a responsabilidad, esta autoridad dará 

cuenta al Pleno del Tribunal de Disciplina Judicial, para que proceda en los términos previstos 

en la normatividad correspondiente. 

 

ARTÍCULO 142. … 
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Para efectos de lo anterior, en el ejercicio de la función jurisdiccional  por parte de las 

personas juzgadoras, prevalecerá el principio de independencia judicial, para garantizar a las 

personas juzgadoras la posibilidad de ejercer sin interferencias de ningún tipo su criterio 

jurisdiccional, incluida la valoración de las pruebas conforme a las reglas aplicables, para 

resolver las controversias de las que conozcan con respeto al marco normativo aplicable y, 

en su caso, valorando racionalmente las pruebas que obren en la causa. 

 

Por su parte, el Órgano de Administración tendrá a su cargo la investigación, substanciación 

y resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa del personal 

administrativo del Poder Judicial, así como la resolución del recurso de revisión en los casos 

que involucren presuntas faltas no graves, de conformidad con lo previsto en la Constitución 

Política del Estado, en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en esta ley y en 

las demás disposiciones que resulten aplicables. 

 

ARTÍCULO 144. Incurrirá en falta administrativa grave la persona servidora pública del Poder 

Judicial del Estado de Durango, cuando realice u omita, según corresponda, alguna de las 

conductas siguientes: 

 

I. Realizar conductas que atenten en contra de la independencia de la función judicial, 

tales como aceptar o ejercer consignas, presiones, encargos o comisiones, o 

cualquier acción que genere o implique subordinación respecto de alguna persona, 

del mismo u otro Poder; 

 

II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que competan a 

otros órganos del Poder Judicial del Estado; 

 

III. Actuar con notoria ineptitud técnica o jurídica, o descuido en el desempeño de las 

funciones labores que deban realizar;  

 

IV. Impedir en los procedimientos judiciales, que las partes ejerzan los derechos que 

legalmente les correspondan; 

 

V. No hacer del conocimiento del Tribunal de Disciplina Judicial cualquier acto tendiente 

a vulnerar la independencia de la función judicial;  

 

VI. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento;  

 

VII. Dictar dolosamente resolución contra el texto expreso de la ley o contra la existencia 

de constancias procesales que hagan prueba plena en el negocio de que se trate; 

  

VIII. Ejercer cualquiera de las actividades incompatibles con el cargo de Magistrado, Juez, 

Secretario, Actuario u Oficial Judicial o incumplir las prohibiciones e impedimentos 

que para el ejercicio de esos cargos establece el artículo 7, de esta Ley;  
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IX. Desatender o retrasar injustificadamente la iniciación, tramitación o resolución de los 

asuntos a su cargo; 

 

X. Faltar a la verdad en los informes que rindan o en los datos que proporcionen o 

asienten en constancias, certificaciones y diligencias;  

 

XI. Obstaculizar la práctica de auditorías;   

 

XII. Incumplir con lo ordenado en el artículo 7, de esta ley;  

 

XIII. Obstaculizar deliberadamente la investigación o la substanciación de los 

procedimientos de responsabilidad administrativa o de evaluación del desempeño a 

cargo del Tribunal de Disciplina Judicial, en particular negándose, sin causa 

justificada, a acatar las medidas de suspensión o de readscripción temporal que éste 

dicte; 

 

XIV. Ausentarse de sus labores injustificadamente, afectando la prestación del servicio de 

impartición de justicia; 

XV. Omitir el aviso de demora en materia penal., y  

 

XVI. Las demás que establezca con ese carácter la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. 

 

Las conductas previstas en las fracciones IX, X y XI, se aplicarán siempre que no actualicen 

el desacato a que se refiere el artículo 63, de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. 

 

ARTÍCULO 147. Incurrirá en falta administrativa no grave, la persona servidora pública del 

Poder Judicial del Estado de Durango, que realicen u omitan, según corresponda, alguna de 

las conductas siguientes: 

  

I. Faltar intencionalmente a la verdad, en las solicitudes que presenten para la obtención 

de permisos o autorizaciones; 

II. Faltar al respeto a los integrantes del Poder Judicial en su presencia, por escrito o por 

medio de publicidad o por cualquier medio electrónico; 

III. Incumplir o desatender reiteradamente los requerimientos que, en el ejercicio de sus 

respectivas competencias, les formulen el Órgano de Administración, la presidencia 
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del Tribunal Superior de Justicia, el Pleno, las Comisiones, la presidencia y la Unidad 

de Investigación de Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Disciplina 

Judicial, así como las Magistradas y los Magistrados; y 

IV. Las demás que establezca con ese carácter la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. 

La conducta prevista en la fracción IV, de este artículo, se aplicará siempre que no actualice 

el desacato a que se refiere el artículo 63 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. 

 

ARTÍCULO 150. … 

 

I a II… 

 

III. …  

 

a) Quejas o denuncias presentadas, ya sea por particulares o por autoridades, pertenecientes o no 

al Poder Judicial, por hechos que pudieran ser objeto de responsabilidad administrativa, cometidos 

por cualquier persona servidora pública del Poder Judicial, incluyendo Magistradas, Magistrados, 

Juezas y Jueces. La admisión de quejas o denuncias se determinará por el Tribunal de 

Disciplina o del Órgano de Administración, de conformidad con lo dispuesto en sus 

respectivas normativas. 

 

b) a d) … 

 

IV a V… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

ARTÍCULO 155. … 

 

… 

 

I. … 

 

II. La admisión y el desechamiento de quejas, así como los dictámenes conclusivos y la inactividad 

procesal superior a seis meses por parte de la Unidad de Investigación de Responsabilidades 

Administrativas, serán impugnables mediante recurso de inconformidad. Su resolución 

corresponderá a una Comisión del Tribunal de Disciplina. 
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ARTÍCULO 159. Las faltas administrativas serán valoradas y, en su caso, sancionadas de 

conformidad con los criterios y sanciones establecidos en los artículos 75 al 80, de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas y del artículo 156, de esta Ley. 

 

Las conductas previstas en los artículos 144 y 147, de esta Ley se aplicarán únicamente 

cuando no constituyan alguna de las faltas administrativas previstas en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. Cuando una misma conducta encuadre en ambos 

ordenamientos, se estará a lo dispuesto en la Ley General, sin que puedan imponerse dos 

veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza. 

 

La prescripción de faltas administrativas se regirá por lo dispuesto en el artículo 74, de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas y por los artículos 157 y 158, de esta Ley. 

 

El hostigamiento y el acoso sexual, así como las demás formas de violencia de género 

cometidas por personas servidoras públicas del Poder Judicial, serán investigados y 

sancionados conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, a la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y al protocolo que al respecto 

emita el Pleno del Tribunal de Disciplina Judicial. 

 

ARTÍCULO 175. … 

 

La Junta de Coordinación estará encabezada por la persona titular de la Presidencia del Órgano de 

Administración del Poder Judicial, y se integrará además por las personas titulares de las 

presidencias del Tribunal Superior Justicia, del Tribunal de Disciplina Judicial y del Tribunal de 

Justicia Penal para Adolescentes; además contará con una Secretaría Técnica, cuya persona titular 

será designada conforme al procedimiento establecido en el artículo 224 BIS, de esta Ley. 

 

ARTÍCULO 182. El Secretariado Ejecutivo del Pleno, a través de la Junta de Coordinación, auxiliará 

al Tribunal de Disciplina Judicial en la sustanciación de procedimientos disciplinarios y de 

responsabilidad que se lleven a cabo contra personas servidoras públicas adscritas a las áreas a 

cargo del Órgano de Administración, conforme a lo que dispongan la ley y los acuerdos generales 

respecto de las atribuciones de la Junta de Coordinación. De igual manera coadyuvará con el 

Tribunal Superior de Justicia en todo aquello relacionado a la mejora de la impartición de justicia. 

 

ARTÍCULO 189. … 

 

I a XI. … 

 

Cada uno de estos órganos contará con un Director, quien deberá tener título profesional afín a las 

funciones que deba desempeñar, de reconocida probidad y experiencia mínima profesional de cinco 

años, gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito intencional con sanción 

privativa de libertad mayor de un año. 

 

… 
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… 

 

SECCIÓN DÉCIMA TERCERA 

DE LA COORDINACIÓN GENERAL JURÍDICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 

 

ARTÍCULO 224 BIS. El Órgano de Administración del Poder Judicial del Estado, contará con 

una Coordinación General Jurídica del Poder Judicial del Estado, que tendrá por objeto 

asesorar jurídicamente y desahogar las consultas de las Presidencias de los Tribunales que 

integran el Poder Judicial del Estado, así como al Órgano de Administración del Poder 

Judicial, excluyendo las jurisdiccionales. 

 

La persona titular de la Coordinación General Jurídica del Poder Judicial del Estado y el 

personal a su cargo, serán designados por el Pleno del Órgano de Administración del Poder 

Judicial del Estado, a propuesta de Junta la de Coordinación del Poder Judicial; para ser 

adscrito a la Coordinación, su titular y el resto del personal a su cargo, deberán contar con 

título profesional en derecho y cedula profesional debidamente expedida por la autoridad 

competente, experiencia en el ámbito Jurídico, y reconocida probidad.    

 

Quien ocupe la titularidad de la Coordinación General Jurídica del Poder Judicial del Estado 

asumirá la Secretaría Técnica de la Junta de Coordinación del Poder Judicial del Estado de 

Durango.  

 

ARTÍCULO 224 BIS 1. La Coordinación General Jurídica del Poder Judicial del Estado, tendrá 

las siguientes facultades: 

 

I. Prestar asesoría y asistencia jurídica en el conocimiento, revisión y opinión de los 

temas de carácter legal que sean sometidos a su consideración.,  

 

II. Tramitar y dar seguimiento a los juicios o procedimientos en los que intervenga o por 

razón de su encargo sea parte los titulares de los Tribunales que conforman el Poder 

Judicial del Estado o alguno de los órganos que lo constituyen, así como 

representarlos legalmente, teniendo la persona titular de la Coordinación General 

Jurídica, las facultades de apoderada general del Poder Judicial del Estado para 

pleitos y cobranzas, con todas las facultades generales y especiales que requieran 

cláusula especial conforme a la ley, pudiendo delegar está en terceros o subalternos; 

 

III. Elaborar los proyectos o documentos de trabajo y, en todo caso, dictaminar acerca 

del sustento o procedencia jurídica respecto de los acuerdos, convenios, contratos y 

demás actos jurídicos en que intervenga y signe cualquiera de los órganos del Poder 

Judicial en ejercicio de sus atribuciones;  

 

IV. Conocerá los asuntos contenciosos laborales en los que el Tribunal Superior de 

Justicia, el Tribunal de Disciplina Judicial, el Tribunal de Justicia Penal para 
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Adolescentes o el Órgano de Administración del Poder Judicial, sean parte o alguno 

de sus integrantes, que por razón de su encargo se presenten., 

 

V. Realizar con los órganos competentes del Poder Judicial, la revisión y elaboración de 

las propuestas o proyectos de iniciativas de leyes, reglamentos, acuerdos y demás 

ordenamientos necesarios para el debido funcionamiento del Poder Judicial; 

 

VI. Proporcionar asesoría a los diversos órganos, dependencias y unidades 

administrativas del Poder Judicial del Estado, desahogando las consultas que los 

mismos le formulen y, en su caso, emitir los dictámenes, recomendaciones u 

opiniones jurídicas que resulten pertinentes; 

 

VII. Coadyuvar en el cumplimiento de los requerimientos y recomendaciones que en 

relación al Poder Judicial emitan la Comisiones Nacional de Derechos Humanos y la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos;  

 

VIII. Intervenir en los Juicios de Amparo, cuando las personas titulares del Tribunal 

Superior de Justicia, el Tribunal de Disciplina Judicial, el Tribunal de Justicia Penal 

para Adolescentes o el Órgano de Administración del Poder Judicial o los miembros 

de los respectivos Plenos, tengan el carácter de autoridad responsable, así como dar 

seguimiento a todas las etapas del referido juicio; 

 

IX. Requerir a las diversas áreas del Poder Judicial, cualquier información y cualquier 

apoyo que deberán proporcionarle, cuando lo estime necesario o conveniente para el 

cumplimiento de sus funciones; 

 

X. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus atribuciones, así como aquellos 

que le sean señalados por delegación o le correspondan por suplencia; y 

 

XI. Las demás que establezca la presente Ley, y demás normatividad aplicable. 

 

ARTÍCULO 232. Para el cambio de adscripción de las personas juzgadoras que realice el Pleno del 

Órgano de Administración, se privilegiara las necesidades de prestación del servicio de 

impartición de justicia por parte del Poder Judicial y el acceso a justicia.  

 

I. Se deroga. 

 

II. Se deroga.  

 

III. Se deroga.  

 

IV. Se deroga.  

 

V. Se deroga.  
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VI. Se deroga.  

 

T R A N S I T O R I O S 

 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

 

A T E N T A M E N T E 

VICTORIA DE DURANGO, DGO., A 28 DE OCTUBRE DE 2026 

 

 

 

 

DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ    

 

 

DIP. SANDRA LILIA AMAYA ROSALES   

 

 

DIP. ERNESTO ABEL ALANÍS HERRERA  

 

 

DIP. OTNIEL GARCÍA NAVARRO  

 

 

DIP. GABRIELA VÁZQUEZ CHACÓN  

 

 

                                                                DIP. MARTÍN VIVANCO LIRA   

 

 

DIP. MARÍA DEL ROCÍO REBOLLO MENDOZA  

 

                                                                 

                                                                              DIP. HÉCTOR HERRERA NÚÑEZ 
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C. 

Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de 

Seguridad Publica, que contiene adiciones a diversas disposiciones a la Ley del Sistema 

Estatal de Seguridad Publica, en materia de Protección a servidores públicos. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

 

A la Comisión de Seguridad Pública, le fue turnada para su estudio y dictamen correspondiente, la 

Iniciativa con Proyecto de Decreto, enviada por las y los CC. Diputadas y Diputados Alejandro Mojica 

Narvaez, Sandra Lilia Amaya Rosales, Ernesto Abel Alanís Herrera, Otniel García Navarro, Gabriela 

Vázquez Chacón, Martin Vivanco Lira, Héctor Herrera Núñez y María del Rocío Rebollo Mendoza, 

integrantes de la Junta de Gobierno y Coordinación Política de la LXX Legislatura del Congreso de 

Durango, por el que se adicionan diversas disposiciones a Ley del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública, en materia de protección a servidores públicos; por lo que en cumplimiento 

a la responsabilidad encomendada y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 93 fracción I, 

124, 183, 184, 186, 187, 188 y 189 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, nos permitimos 

someter a la determinación de esta Honorable Asamblea, el presente dictamen al tenor de los 

siguientes: 

A N T E C E D E N T E S 

Con fecha 27 de octubre de 2026, a esta Comisión Dictaminadora le fue turnada para su estudio y 

análisis correspondiente la iniciativa presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados integrantes 

de la Junta de Gobierno y Coordinación Política de la LXX Legislatura a que se alude en el proemio 

del presente dictamen, la cual tiene como objetivo diversas adiciones a Ley del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública, en materia de protección a servidores públicos. 

 

CONSIDERANDOS 

 

PRIMERO. Que con fecha 7 de junio de 2026, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del 

Estado de Durango, número 46 BIS, el Decreto 398, expedido por la LXX Legislatura del Congreso 

del Estado, mediante el cual se creó la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública de Durango, 

con el propósito de fortalecer el marco normativo que regula la organización, funcionamiento y 

coordinación de las instituciones encargadas de garantizar la seguridad pública en la entidad, en 

concordancia con las disposiciones constitucionales y la legislación general en la materia. 
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SEGUNDO. Que la seguridad pública constituye una función esencial del Estado, orientada a 

salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como a 

contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social. En ese contexto, 

corresponde a las autoridades competentes establecer las medidas necesarias para garantizar el 

adecuado desempeño de las funciones públicas, particularmente cuando, por su naturaleza, implican 

una mayor exposición a situaciones de riesgo. 

TERCERO. Que esta Comisión dictaminadora considera pertinente fortalecer el marco normativo 

mediante el establecimiento de mecanismos de protección institucional para determinadas personas 

servidoras públicas que, por la naturaleza de sus funciones y responsabilidades, especialmente 

aquellas relacionadas con la seguridad pública, procuración de justicia y toma de decisiones 

estratégicas, puedan encontrarse en condiciones particulares de riesgo o vulnerabilidad, con la 

finalidad de salvaguardar su integridad y favorecer el adecuado desempeño de sus atribuciones, sin 

que dichas medidas constituyan privilegios personales. 

CUARTO. Que del análisis de la iniciativa, esta Comisión considera pertinente distinguir entre las 

medidas de protección otorgadas durante el ejercicio del cargo y aquellas que, de manera 

excepcional, puedan resultar necesarias después de su conclusión. En este último supuesto, su 

procedencia deberá atender a las circunstancias particulares y a las condiciones de riesgo que 

subsistan con motivo de las funciones desempeñadas, conforme a las disposiciones legales 

aplicables. 

QUINTO. Que esta Comisión dictaminadora reconoce que la implementación de medidas de 

protección a personas servidoras públicas constituye una responsabilidad institucional que requiere 

de la coordinación de las autoridades competentes, así como de los recursos humanos, materiales 

y operativos necesarios para su cumplimiento. 

Con base a lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión Dictaminadora estima que la 

iniciativa cuyo estudio nos ocupa, es procedente, por lo cual nos permitimos someter a la 

consideración de esta Honorable Representación Popular, para su discusión y aprobación 

correspondiente en su caso, el siguiente:  

PROYECTO DE DECRETO 

LA SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO, D E C R E T A: 
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ARTÍCULO ÚNICO: Se adicionan el TÍTULO DÉCIMO PRIMERO, denominado “DE LA 

PROTECCIÓN A SERVIDORES PÚBLICOS”, mismo que contiene el “CAPÍTULO ÚNICO” 

denominado “DISPOSICIONES GENERALES”, así como los artículos 183 y 184 a la Ley del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

DE LA PROTECCIÓN A SERVIDORES PÚBLICOS 

CAPÍTULO ÚNICO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 183. La Secretaría brindará protección a personas servidoras públicas en situación 

de riesgo y a quienes determine la autoridad electoral. Durante el encargo será considerada 

una función ordinaria; después del encargo será considerada una función excepcional, con 

evaluación de riesgo. 

Artículo 184. La Secretaría dictará las medidas conducentes para brindar protección 

necesaria a los servidores públicos estatales siguientes: la persona Titular del Ejecutivo; la 

persona Titular de la Secretaría General; la persona Titular de la Fiscalía; la persona Titular 

de la Vicefiscalía General; la persona Titular de la Vicefiscalía de Procedimientos Penales; la 

persona Titular de la Vicefiscalía de Control Interno, Análisis y Evaluación; la persona Titular 

de la Vicefiscalía de Protección a los Derechos Humanos y Atención a las Víctimas del Delito, 

Protección a Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos; la persona Titular de 

la Vicefiscalía de la Zona I; la persona Titular de la Vicefiscalía de la Zona II; la persona Titular 

de la Vicefiscalía de Investigación y Litigación; la persona Titular de la Secretaría; la persona 

Titular de la Subsecretaría Operativa de la Secretaría; la persona Titular del Sistema 

Penitenciario Estatal; la persona Titular de la Subsecretaría de Prevención Social y 

Participación Ciudadana; la persona Titular de la Subsecretaría de Tecnologías de la 

Información; la persona Titular de la Comisaría General de la Policía Estatal; la persona Titular 

de la Comisaría Jefe de la Policía Estatal; la persona Titular de la Dirección Estatal de 

Investigación de la Fiscalía; asimismo, brindarán servicio de protección a aquellas personas 

que la autoridad electoral determine conforme a la Ley.  

Respecto de los servidores públicos enunciados, la protección se brindará durante el tiempo 

que dure el encargo y después de concluido, en la forma siguiente:  
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I. A la persona Titular del Ejecutivo, por 6 (seis) años;  

II. A la persona Titular de la Secretaría General, a la persona Titular de la Fiscalía 

General y a la persona Titular de la Secretaría, cuando duren en funciones más de 

3 (tres) años les corresponderá hasta 3 (tres) años; cuando el término sea menor 

a 3 (tres) años, les corresponderá hasta 2 (dos) años; 

III. A las personas Titulares de las Vicefiscales y Subsecretarías referidas, cuando 

duren en funciones más de 3 (tres) años les corresponderá hasta 2 (dos) años, 

cuando el término sea menor a tres años, les corresponderá hasta 1 (un) año; 

IV. A los demás enumerados en el primer párrafo del presente artículo, les 

corresponderá hasta 1 (un) año.  

La cantidad de elementos designados originalmente para dicho encargo, seguirán mientras 

dure dicho periodo mencionado en las fracciones anteriormente descritas; el término y 

cantidad de los elementos podrá ser prorrogable o modificado a juicio de la persona Titular 

del Poder Ejecutivo previa opinión por escrito de la persona Titular de la Secretaría y del 

servidor público interesado. La Policía dispondrá de los recursos humanos, materiales y 

financieros necesarios para garantizar la protección de los servidores públicos enunciados y 

de los integrantes de su familia directa.  

T R A N S I T O R I O S 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 28 (veintiocho) 

días del mes de octubre del año 2026 (dos mil veintiséis). 

 

LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA  
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DIP. SANDRA LILIA AMAYA ROSALES 

PRESIDENTA 

 

 

DIP. FERNANDO ROCHA AMARO 

 SECRETARIO 

DIP. NADIA MONSERRAT MILÁN RAMÍREZ 

VOCAL 

 

DIP. NOEL FERNÁNDEZ MATURINO 

       VOCAL 

 

DIP. BERNABÉ AGUILAR CARRILLO 

VOCAL 

 

 

 

DIP. CELIA DANIELA SOTO HERNÁNDEZ 

       VOCAL 
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C. 

Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, por el que se expide la Ley para la Prevención, Atención y Posvención de la 

Conducta Suicida para el Estado de Durango. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Salud Pública le fueron turnadas para su estudio y dictamen correspondiente, las 

siguientes iniciativas con Proyecto de Decreto: la primera, presentada por las y los CC. Diputadas 

y Diputados Alejandro Mojica Narvaez, Joel Corral Alcantar, Gerardo Galaviz Martínez, Silvia Patricia 

Jiménez Delgado, Verónica Pérez Herrera y Fernando Rocha Amaro, integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXIX Legislatura, por la que se expide la Ley para 

la Prevención, Asistencia y Posvención del Suicidio para el Estado de Durango; la segunda, 

presentada por las y los CC. Diputados Ernesto Abel Alanís Herrera, Sughey Adriana Torres 

Rodríguez, Noel Fernández Maturino, Celia Daniela Soto Hernández, Iván Soto Mendía, María del 

Rocío Rebollo Mendoza y Ana María Durón Pérez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional de la LXX Legislatura, por la que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley de Salud Mental para el Estado de Durango, en materia de periodismo 

responsable sobre conducta suicida, protocolos de actuación para medios de comunicación y 

posvención para familiares sobrevivientes; y, la tercera presentada por las y los CC. Diputados y 

Diputadas Sandra Lilia Amaya Rosales, Héctor Herrera Núñez, Georgina Solorio García, Octavio 

Ulises Adame de la Fuente, Nadia Monserrat Milán Ramírez, Flora Isela Leal Méndez, Otniel García 

Navarro, Bernabé Aguilar Carrillo, Delia Leticia Enriquez Arriaga, Cynthia Montserrat Hernández 

Quiñones y José Osbaldo Santillán Gómez, integrantes de la Coalición Parlamentaria “Cuarta 

Transformación” de la LXX Legislatura, por la que se reforma y adiciona la Ley de Salud Mental y 

Prevención de Adicciones del Estado de Durango, en materia de prevención del suicidio. 

Por lo que, en cumplimiento con la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo dispuesto 

por los artículos 93 fracción I, 118 fracción XV, 134, 183, 184, 186, 187, 188 y 189 de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos someter a la consideración de esta Honorable 

Asamblea el presente dictamen, con base en los siguientes: 

A N T E C E D E N T E S 

A la Comisión de Salud Pública, le fueron turnadas para su estudio y dictamen correspondiente, las 

siguientes iniciativas con Proyecto de Decreto: 

PRIMERO. Con fecha 05 de marzo de 2024, la presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXIX Legislatura, por la que 

se expide la Ley para la Prevención, Asistencia y Posvención del Suicidio para el Estado de Durango. 

SEGUNDO. Con fecha 26 de mayo de 2026, la presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de la LXX Legislatura, 

por la que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Salud Mental para el Estado 
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C. 

de Durango, en materia de periodismo responsable sobre conducta suicida, protocolos de 

actualización para medios de comunicación y posvención para familiares sobrevivientes. 

TERCERO. Con fecha 15 de septiembre de 2026, la presentada por las y los CC. Diputadas y 

Diputados integrantes de la Coalición Parlamentaria “Cuarta Transformación” de la LXX Legislatura, 

que contiene reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de Salud Mental y Prevención 

de Adicciones del Estado de Durango. 

C O N S I D E R A N D O S 

PRIMERO. Esta Comisión de Salud Pública es competente para conocer, estudiar y dictaminar las 

iniciativas de mérito, de conformidad con el artículo 134 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado 

de Durango. Su objeto se relaciona con la protección de la salud, la prevención de riesgos, la 

atención de la salud mental y la coordinación de acciones y servicios sanitarios en el Estado. 

SEGUNDO. Las tres iniciativas comparten el propósito de fortalecer la respuesta del Estado frente a 

la conducta suicida, aunque con alcances distintos. La presentada el 5 de marzo de 2024 propone 

expedir una ley especializada que articule la prevención, la asistencia y la posvención, con la 

participación de las autoridades estatales y municipales; la presentada el 26 de mayo de 2026 se 

centra en la comunicación responsable sobre el suicidio y en los derechos y servicios de posvención 

para familiares sobrevivientes; y, la presentada el 15 de septiembre de 2026 atiende el seguimiento 

posterior a la atención de emergencia, a fin de evitar que la persona quede sin acompañamiento 

institucional una vez superada la crisis. 

Dada su conexidad temática y la complementariedad de sus propuestas, esta Comisión estima 

procedente estudiarlas y resolverlas de manera conjunta mediante un solo ordenamiento que integre 

sus aportaciones. Las modificaciones que ello implica se motivan en los considerandos siguientes, 

en términos de los artículos 184 y 189 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango. 

TERCERO. El artículo 4o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce el 

derecho de toda persona a la protección de la salud. La salubridad general es materia concurrente 

conforme al artículo 73 fracción XVI del mismo ordenamiento, y la Ley General de Salud reconoce 

la salud mental como parte de ella, con la participación de las entidades federativas en el ámbito de 

sus competencias. Por su parte, el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, reconoce el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 

salud física y mental. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. LVIII/2019 

(10a.), de rubro “DERECHO A LA SALUD MENTAL. DEBE PROTEGERSE DE MANERA 

INTEGRAL”, sostuvo que el Estado está obligado a prestar los servicios de salud mental de manera 

integral, lo que implica un tratamiento adecuado y completo. Esta Comisión considera que dicha 

integralidad comprende la detección oportuna, la atención en crisis, el seguimiento posterior y el 

acompañamiento a quienes resultan afectados por una muerte por suicidio, aspectos que el presente 

dictamen desarrolla. 
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C. 

CUARTO. En el ámbito local, la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones del Estado de 

Durango regula el Sistema Estatal de Salud Mental y Adicciones, la Comisión Estatal de Salud Mental 

y Adicciones, el Consejo Estatal de Salud Mental y Adicciones y los instrumentos de planeación en 

materia de conducta suicida y posvención, particularmente en sus artículos 102 al 104. 

Por ello, la expedición de una ley especializada no se justifica por la inexistencia de regulación, sino 

por la necesidad de desarrollar y precisar lo que la ley vigente prevé en términos generales; la 

distribución de responsabilidades entre las autoridades, la continuidad del cuidado, la capacitación 

diferenciada, la comunicación responsable y los mecanismos de evaluación. 

En la reunión de trabajo celebrada entre este Congreso, la Consejería General de Asuntos Jurídicos 

del Poder Ejecutivo y la Secretaría de Salud, se señaló que la salud mental constituye un campo 

amplio, que ya es abordado en la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones. En consecuencia, 

se planteó que su regulación debe preservar la integralidad del marco jurídico vigente y evitar su 

fragmentación. 

Esta Comisión comparte dicha finalidad, por lo que el ordenamiento que se propone no constituye 

un régimen separado, sino un desarrollo especializado dentro del mismo sistema. Para ello: 

I. Se inscribe expresamente en el Sistema Estatal de Salud Mental y Adicciones; 

II. Remite de manera supletoria a la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones; 

III. Se apoya en las autoridades, el Programa y los mecanismos ya existentes, y 

IV. Se acompaña de las reformas necesarias para armonizar ambos ordenamientos. 

En ningún caso se crean autoridades, órganos ni programas paralelos. 

QUINTO. La conducta suicida constituye un problema de salud pública cuyas consecuencias 

trascienden a la persona y afectan a las familias, las redes de apoyo y las comunidades. Sus costos 

comprenden el sufrimiento emocional, la pérdida de vidas, la interrupción de trayectorias educativas 

y laborales, las necesidades de cuidado y acompañamiento, las repercusiones económicas para los 

hogares y la demanda de servicios de salud y asistencia social. 

La Organización Mundial de la Salud estima que cada año más de 700 mil personas mueren por 

suicidio en el mundo y que, por cada una de ellas, se producen numerosos intentos1. Asimismo, la 

reducción de la tasa de mortalidad por suicidio es uno de los indicadores de la meta 3.4 de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible2 y una de las metas del Plan de Acción Integral sobre Salud 

Mental 2013-20303. 

 
1 Organización Mundial de la Salud, Suicidio. Datos y cifras, nota descriptiva. Disponible en: 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/suicide 
2 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, Objetivo 3, meta 3.4, indicador 

3.4.2 “Tasa de mortalidad por suicidio”. 

Organización Mundial de la Salud, Plan de acción integral sobre salud mental 2013-2030, Ginebra, OMS, 2022. 

 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/suicide
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En Durango, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía reportó, con base en cifras preliminares 

de 2025, una tasa estandarizada de suicidios de 9.1 por cada cien mil habitantes, según la entidad 

de residencia habitual de las personas fallecidas, lo que ubica al Estado en el quinto lugar nacional 

por dicho indicador4. Las iniciativas en estudio coinciden en que la incidencia en la entidad ha sido 

persistentemente elevada. 

Esta Comisión considera que la situación descrita justifica una respuesta estatal sostenida, 

sustentada en información que permita identificar diferencias territoriales y poblacionales y focalizar 

las intervenciones. 

SEXTO. El presente proyecto de Dictamen que contiene la Ley para la Prevención, Atención y 

Posvención de la Conducta Suicida para el Estado de Durango, se integra por treinta y seis artículos 

distribuidos en ocho capítulos: 

El Capítulo I, “Disposiciones Generales” (artículos 1 al 5), establece el objeto, los objetivos, las 

definiciones, los principios y los enfoques de la Ley, así como su vinculación con el Sistema Estatal 

de Salud Mental y Adicciones y la supletoriedad de los ordenamientos aplicables. 

El Capítulo II, “De las Autoridades Competentes y la Coordinación” (artículos 6 al 13), distribuye las 

atribuciones entre la Secretaría de Salud, Servicios de Salud de Durango, la Comisión Estatal de 

Salud Mental y Adicciones, la Secretaría de Seguridad Pública y los ayuntamientos; define la 

intervención consultiva del Consejo y delimita la actuación del personal de primer contacto. 

El Capítulo III, “Del Programa Estatal” (artículos 14 al 16), regula la elaboración, revisión, autorización 

y contenidos mínimos del Programa Estatal, así como el diagnóstico estatal anual. 

El Capítulo IV, “De la Prevención y Detección Oportuna” (artículos 17 al 25), desarrolla las medidas 

universales, selectivas e indicadas; las campañas de información; el Mes Estatal para la Prevención 

del Suicidio; los servicios telefónicos y digitales de atención en crisis; las intervenciones comunitarias, 

educativas y laborales; la capacitación del personal de salud y la reducción del acceso a medios 

potencialmente letales. 

El Capítulo V, “De la Atención, el Seguimiento y la Posvención” (artículos 26 al 31), reconoce los 

derechos de las personas y regula la atención bajo el principio de cero rechazo, los protocolos 

clínicos, la protección de niñas, niños y adolescentes, el seguimiento individualizado y la posvención. 

El Capítulo VI, “De la Capacitación del Personal de Primer Contacto” (artículo 32), prevé programas 

permanentes de capacitación adecuados a las funciones del personal destinatario. 

 
4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Estadísticas a propósito del Día Mundial para la Prevención del 

Suicidio (10 de septiembre), Comunicado de prensa 49/26, 8 de septiembre de 2026, Mapa 1 “Tasa estandarizada de 

suicidios por cada 100 mil habitantes, según entidad federativa de residencia habitual, 2025”, con base en las Estadísticas 

de Defunciones Registradas 2025, cifras preliminares. Disponible en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2026/EAP_Suicidio_26.pdf 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2026/EAP_Suicidio_26.pdf
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El Capítulo VII, “De la Comunicación Responsable” (artículos 33 y 34), establece la guía técnica para 

la comunicación sobre el suicidio y los mecanismos de adhesión voluntaria de los medios de 

comunicación. 

El Capítulo VIII, “De la Evaluación y el Seguimiento” (artículos 35 y 36), establece los indicadores, la 

integración anual de resultados y su difusión pública con protección de datos personales. 

SÉPTIMO. Una de las principales adecuaciones consiste en vincular el ordenamiento con el marco 

institucional vigente y distinguir con precisión las funciones de cada autoridad. En la reunión de 

trabajo con la Consejería General de Asuntos Jurídicos y la Secretaría de Salud, se observó que la 

versión preliminar del proyecto asignaba de manera conjunta a la Secretaría de Salud y a Servicios 

de Salud de Durango, la conducción de la política estatal y la aprobación del Programa Estatal, como 

si se tratara de una misma autoridad. 

Esta Comisión atiende dicha observación, conforme a los artículos 7, 9 y 10 del presente proyecto; 

las funciones quedan distribuidas de la siguiente manera: 

I. La Secretaría de Salud conserva la rectoría, la conducción de la política estatal, la 

emisión de los instrumentos de su competencia, la coordinación sectorial y la 

supervisión; 

II. El Organismo Público Descentralizado Servicios de Salud de Durango organiza y presta 

los servicios a su cargo, implementa los protocolos en sus establecimientos, articula la 

referencia y contrarreferencia y administra sus recursos humanos y materiales; 

III. La Comisión Estatal de Salud Mental y Adicciones, realiza la coordinación especializada 

y ejecuta las acciones de su competencia, y 

IV. El Consejo Estatal de Salud Mental y Adicciones, mantiene su carácter consultivo y 

participativo. 

La Comisión elaborará el Programa Estatal, el Organismo revisará las acciones y servicios de su 

competencia y la Secretaría lo autorizará y emitirá. Dicho Programa corresponde al instrumento 

previsto en el artículo 103, fracción I, de la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones, y se 

conserva el programa anual de trabajo previsto en su artículo 104, de modo que no se genera un 

instrumento de planeación adicional. 

Por las mismas razones, esta Comisión no retoma la creación de un Consejo Estatal para la 

Prevención del Suicidio, planteada en la iniciativa de 5 de marzo de 2024. Las funciones de consulta, 

análisis, vinculación intersectorial y seguimiento que se proponían para dicho órgano, corresponden 

al Consejo Estatal de Salud Mental y Adicciones por lo que su duplicación implicaría estructuras 

paralelas, cargas administrativas y costos sin beneficio adicional. El propósito de la propuesta se 

atiende al asignar al Consejo existente, la emisión de opiniones y recomendaciones sobre el 

Programa Estatal y el seguimiento de sus resultados. 
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Esta articulación permite aprovechar la infraestructura, los establecimientos, los programas y los 

sistemas de información disponibles, delimitar responsabilidades, evitar duplicidades y facilitar la 

continuidad entre las acciones especializadas y los servicios de salud mental, urgencias, atención 

prehospitalaria y apoyo comunitario. 

OCTAVO. En materia de prevención, este proyecto atiende las cuatro intervenciones clave, basadas 

en evidencia, que la Organización Mundial de la Salud recomienda en su iniciativa LIVE LIFE, a 

saber: 

I. Limitar el acceso a los medios de suicidio, que se recoge en el artículo 25; 

II. Interactuar con los medios de comunicación para una información responsable, que se 

recoge en los artículos 33 y 34; 

III. Fomentar las habilidades socioemocionales de las y los adolescentes, que se recoge en 

el artículo 21; e 

IV. Identificar, evaluar, atender y dar seguimiento oportuno a las personas afectadas por 

conductas suicidas, que se recoge en los artículos 26 a 30. 

Asimismo, se retoman las propuestas de la iniciativa del 5 de marzo de 2024 relativas a las campañas 

de concientización, la línea telefónica de atención en crisis, la capacitación en los sectores educativo 

y de seguridad, la participación de los ayuntamientos y los grupos de ayuda mutua. 

Respecto de la línea de atención, en la reunión de trabajo con la Consejería General de Asuntos 

Jurídicos y la Secretaría de Salud, se observó que la versión preliminar del proyecto imponía a la 

Secretaría, la obligación de garantizar de manera permanente estos servicios. Esa fórmula constituye 

una obligación de resultado que puede implicar infraestructura tecnológica, líneas telefónicas y 

personal especializado durante las veinticuatro horas, sin el análisis presupuestario correspondiente. 

En atención a ello, el artículo 19 dispone que estos servicios se presten a través del Centro de 

Coordinación, Control, Comando, Comunicaciones y Cómputo del Estado, por conducto de la 

Secretaría de Seguridad Pública, en los términos de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública 

de Durango y de las disposiciones administrativas, sanitarias y técnicas aplicables. Con ello, se 

aprovecha la infraestructura de atención telefónica de emergencias ya existente. 

Para garantizar la calidad de estos servicios, se prevé la intervención técnica de la Comisión en los 

protocolos, perfiles y capacitación del personal, así como la posibilidad de comisionar personal de 

salud mental habilitado. Las previsiones operativas y presupuestarias se integrarán al Programa 

Estatal. 

Por otra parte, las medidas relativas a medios potencialmente letales se sujetan a las atribuciones 

de cada autoridad. Tratándose de disposiciones de observancia obligatoria, éstas sólo podrán 

emitirse por las autoridades expresamente facultadas para ello. 
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Finalmente, la participación comunitaria se concibe como complementaria de la atención profesional. 

Los grupos de ayuda mutua y las redes de apoyo recibirán capacitación básica y contarán con rutas 

de canalización, sin suplir las atribuciones del Estado ni la intervención del personal de salud. 

NOVENO. La iniciativa de 15 de septiembre de 2026, identifica con acierto un vacío en la continuidad 

de la atención. Al egresar de la atención de urgencia, la persona generalmente cuenta sólo con una 

prescripción y una cita subsecuente; si no acude, el sistema puede perder contacto con ella hasta 

que se presente una nueva crisis. Esta Comisión comparte el diagnóstico y considera que el periodo 

posterior a un intento de suicidio, constituye una etapa de especial vulnerabilidad. 

En consecuencia, el proyecto recoge la propuesta en los artículos 28 al 30. El Plan Individual de 

Seguimiento Integral propuesto se incorpora como Plan de Seguridad Individualizado, definido en el 

artículo 3 fracción XVI. Además, se establecen la referencia y contrarreferencia, el contacto 

proactivo, el seguimiento posterior al egreso y la participación consentida de las redes de apoyo. 

Cuando la atención requerida exceda la capacidad resolutiva del establecimiento, éste deberá 

brindar la atención inicial y gestionar la referencia que corresponda, de modo que dicha limitación no 

interrumpa la continuidad del cuidado. 

En la reunión de trabajo entre este Órgano Legislativo con la Consejería General de Asuntos 

Jurídicos y la Secretaría de Salud, se observó que la versión preliminar del proyecto establecía un 

seguimiento uniforme durante los primeros noventa días, mediante contacto activo, visitas 

domiciliarias, llamadas y plataformas digitales. Se señaló que no todos los casos requieren el mismo 

nivel de seguimiento, por lo que la obligación debía modularse. 

Esta Comisión coincide con dicha observación, por ello, el artículo 30 dispone que la modalidad, 

frecuencia y duración del seguimiento, se determinen conforme a la valoración individual del riesgo, 

el criterio clínico, las necesidades de la persona y los protocolos aplicables. Las instituciones 

organizarán estas acciones conforme a sus capacidades y recursos y, gestionarán la referencia 

cuando la atención exceda su capacidad resolutiva. 

Asimismo, se observó que la versión preliminar establecía un régimen propio de notificación en la 

atención a niñas, niños y adolescentes, que podía contradecir las disposiciones vigentes en materia 

de aviso, denuncia y medidas de protección. En atención a ello, el artículo 29 se armoniza con: 

I. La legislación general y estatal en materia de derechos de la niñez; 

II. Las obligaciones de notificación previstas en el artículo 42 de la Ley de Salud Mental y 

Prevención de Adicciones; y 

III. Las obligaciones de denuncia establecidas en el Código Nacional de Procedimientos 

Penales. 

Con ello, se garantiza que la atención de urgencia no se suspenda ni se retrase por la ausencia de 

quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia. Asimismo, se asegura que el aviso a 

la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, propuesto en la iniciativa de 5 de 

marzo de 2024, no sustituya las obligaciones ante el Ministerio Público. 
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Por último, se retoma de dicha iniciativa la obligación de brindar atención de emergencia en los 

establecimientos de salud públicos y privados, a través del principio de cero rechazo, previsto en el 

artículo 27. 

DÉCIMO. La iniciativa de 15 de septiembre de 2026, propone también un Sistema de Seguimiento 

de Conducta Suicida que registre los casos atendidos en instituciones públicas y privadas. Esta 

Comisión comparte su finalidad de coordinar la continuidad del tratamiento, sin embargo, considera 

que un registro nominal de personas implicaría el tratamiento de datos personales sensibles relativos 

a la salud, cuyo uso debe sujetarse estrictamente a los principios de finalidad, proporcionalidad y 

confidencialidad previstos en la legislación de protección de datos personales. 

Por ello, el proyecto atiende la finalidad de la propuesta por dos vías: 

I. La continuidad del cuidado de cada persona se garantiza mediante el seguimiento 

clínico, a cargo de los establecimientos que la atienden y los mecanismos de referencia 

y contrarreferencia; y 

II. La información agregada necesaria para la planeación, se integra a través del 

diagnóstico estatal anual previsto en los artículos 15 y 16, a partir de los registros 

institucionales y de las fuentes oficiales disponibles, incluida la información de la 

Secretaría de Seguridad Pública y de la Fiscalía General del Estado. 

El diagnóstico no supone por sí mismo la creación de una nueva encuesta o plataforma tecnológica. 

La Comisión podrá emitir criterios técnicos y variables estandarizadas para la integración de la 

información y, su tratamiento se sujetará a la normativa aplicable en materia de protección de datos 

personales. 

DÉCIMO PRIMERO. La iniciativa del 26 de mayo de 2026 pone de relieve la situación de las 

personas sobrevivientes de una pérdida por suicidio, quienes enfrentan un duelo complejo, marcado 

por el trauma, la culpa y el estigma y presentan a su vez, un riesgo elevado de conducta suicida. 

Esta Comisión coincide en que la posvención es parte integral de la prevención y, en que debe 

garantizarse un trato libre de revictimización. 

En consecuencia, el artículo 31 del proyecto establece acciones de contención emocional, 

acompañamiento psicosocial, evaluación del riesgo y canalización terapéutica, dirigidas a familiares, 

personas allegadas, centros de trabajo, planteles escolares y comunidades afectadas. Dichas 

acciones abarcan también al personal de salud, de seguridad pública, protección civil y atención 

prehospitalaria que haya intervenido en el suceso. 

Asimismo, se prevén protocolos de posvención con estrategias diferenciadas según el entorno, la 

vinculación con grupos de apoyo mutuo y medidas para prevenir el contagio o la imitación. Para el 

entorno escolar, el artículo 21 dispone la activación inmediata de dichos protocolos. 
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DÉCIMO SEGUNDO. La capacitación constituye una condición necesaria para que las disposiciones 

de la Ley, se traduzcan en actuaciones oportunas. Por ello, el proyecto distingue dos niveles: 

I. El personal de los establecimientos de salud recibirá formación obligatoria en valoración 

del riesgo, atención en crisis y continuidad del cuidado, conforme al artículo 24; y 

II. El personal de primer contacto, esto es, el de seguridad pública, protección civil, 

asistencia social, procuración de justicia y centros penitenciarios y de internamiento, 

recibirá herramientas para identificar señales de alerta, brindar contención inicial y 

activar las rutas de atención, conforme al artículo 32. 

Esta diferenciación, que retoma la propuesta de capacitación sistemática y permanente de la 

iniciativa del 5 de marzo de 2024, adecua la formación a las responsabilidades de cada sector. 

Asimismo, evita atribuir funciones clínicas a personas que no cuentan con la competencia profesional 

correspondiente, conforme al artículo 13. 

DÉCIMO TERCERO. Las iniciativas del 5 de marzo de 2024 y del 26 de mayo de 2026, coinciden 

en la importancia de la comunicación responsable. La evidencia científica ha documentado que la 

cobertura sensacionalista, detallada o romantizada de un suicidio, puede incrementar las conductas 

de imitación en personas vulnerables, fenómeno conocido como “efecto Werther”. Por el contrario, 

la información que muestra la superación de crisis y la búsqueda de ayuda, tiene un efecto protector 

conocido como “efecto Papageno”. Como señala la iniciativa del 26 de mayo de 2026, comunicar 

responsablemente no significa silenciar el tema, sino abordarlo de forma informada y orientada a la 

prevención. 

El proyecto incorpora estos contenidos en los artículos 33 y 34, que comprenden: 

I. El respeto a la dignidad y privacidad de las personas; 

II. La prevención del sensacionalismo; 

III. La omisión de detalles sobre el método y el lugar; 

IV. La difusión de factores protectores y servicios de ayuda; y 

V. El respeto a las familias. 

La guía técnica será de aplicación obligatoria para las áreas de comunicación social de la 

Administración Pública Estatal y podrá ser adoptada por los demás poderes, órganos autónomos y 

ayuntamientos. 

Respecto de los medios de comunicación, esta Comisión distingue la comunicación institucional de 

las recomendaciones dirigidas al periodismo. Los artículos 6o y 7o de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, protegen la libertad de expresión y de imprenta y prohíben la censura 

previa. Además, el artículo 73 fracción XVII, reserva a la Federación la regulación de la radiodifusión 

y las telecomunicaciones. 
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Por ello, no se retoman las obligaciones vinculantes ni las consecuencias por incumplimiento 

previstas para los medios en la iniciativa del 26 de mayo de 2026, en su lugar, se prevén la adhesión 

voluntaria a la guía técnica, la capacitación, el intercambio de buenas prácticas y el reconocimiento 

público de la participación de los medios, sin que ello implique autorización previa, certificación o 

control de contenidos. 

Cabe señalar, además, que dicha iniciativa proponía reformar la Ley de Salud Mental para el Estado 

de Durango, ordenamiento que fue abrogado. Esta Comisión atiende el contenido material de la 

propuesta en el ordenamiento especializado, sin reproducir las modificaciones planteadas a una ley 

que ya no se encuentra vigente. 

DÉCIMO CUARTO. Para evitar que coexistan definiciones distintas entre el ordenamiento 

especializado y la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones del Estado de Durango, esta 

Comisión estima necesario reformar las fracciones X, XXIX y XLII del artículo 4 de dicha Ley, relativas 

a conducta suicida, posvención y suicidio, a fin de armonizarlas con las del presente ordenamiento. 

Asimismo, la Comisión considera que es importante adicionar en su artículo 103, una remisión 

expresa a la ley especializada, para articular el programa y las acciones en la materia. 

DÉCIMO QUINTO. Por lo que hace al impacto presupuestal, el artículo 21, párrafo segundo de la 

Ley de Disciplina Financiera y de Responsabilidad Hacendaria del Estado de Durango y sus 

Municipios, dispone que todo proyecto de ley o decreto que se someta a votación, deberá incluir una 

estimación de impacto presupuestario. En el mismo sentido, los artículos 8 y 16 de la Ley de 

Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, exigen que toda propuesta de 

aumento o creación de gasto, se acompañe de la correspondiente fuente de ingresos y de la 

estimación de su impacto. 

En la reunión de trabajo con la Consejería General de Asuntos Jurídicos y la Secretaría de Salud, se 

señaló la necesidad de valorar la viabilidad presupuestaria de las obligaciones relativas a los 

servicios de atención en crisis y a la capacitación permanente de diversas autoridades. 

Para la iniciativa del 5 de marzo de 2024, se solicitó la estimación correspondiente mediante oficio 

HCE/CIEL/UEEFP/147/2025. La Secretaría de Finanzas y de Administración remitió su respuesta 

mediante oficio SFA/PF/SPF/9410/2025, recibido el 2 de septiembre de 2025 y comunicado 

mediante oficio HCE/CIEL/UEEFP/207/2025, en el que la iniciativa se clasifica como de contenido 

con impacto presupuestal, sin precisar su monto ni su suficiencia. No obstante, cabe señalar que el 

actual proyecto difiere sustancialmente de la iniciativa analizada en dicha respuesta, toda vez que 

sus disposiciones se implementarán a través del Sistema Estatal de Salud Mental y Adicciones 

previsto en la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones del Estado de Durango, mediante las 

autoridades, la infraestructura, los programas, los establecimientos y los recursos humanos y 

materiales con que actualmente cuenta, sin que se prevea la creación de órganos, unidades 

administrativas, estructuras ni plazas nuevas. En particular, el Consejo Estatal para la Prevención 

del Suicidio que proponía dicha iniciativa, se sustituye por el Consejo Estatal de Salud Mental y 

Adicciones; los servicios de atención en crisis se prestarán a través de la infraestructura del Centro 

de Coordinación, Control, Comando, Comunicaciones y Cómputo del Estado y, el diagnóstico estatal 
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se integrará a partir de los registros institucionales existentes, sin requerir nuevas plataformas 

tecnológicas. 

Aunado a lo anterior, esta Comisión advierte que buena parte de las obligaciones que el proyecto 

desarrolla, se encuentran ya previstas en la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones del 

Estado de Durango. Entre ellas se encuentran: la elaboración del programa estatal de prevención, 

detección y atención de la conducta suicida y posvención, el diseño de protocolos de posvención y 

de intervención en emergencias y la implementación de un sistema de información estadística 

(artículo 103); la promoción de medios telefónicos y electrónicos de orientación y canalización y la 

difusión de campañas (artículo 9, fracciones X y XV); la capacitación del personal de salud (artículo 

30, fracción VI) y del personal docente (artículos 17 y 43); la obligación de admitir, estabilizar y 

canalizar a las personas en crisis (artículo 88), y el seguimiento posterior a la atención (artículos 79 

y 98). En consecuencia, el proyecto no crea nuevas obligaciones de gasto de manera sustantiva, 

sino que precisa responsables, contenidos y mecanismos de coordinación para cumplir con las ya 

existentes. Asimismo, su financiamiento se sujeta a lo dispuesto en el Título Quinto de dicha Ley, 

que reconoce como prioritarios los recursos destinados a la salud mental, prevé que no podrán ser 

inferiores a los del ejercicio fiscal anterior y ordena su previsión en una partida especial dentro del 

presupuesto asignado a la Secretaría de Salud (artículos 105 a 107). 

Asimismo, la capacitación obligatoria prevista en el proyecto, se circunscribe al personal de los 

establecimientos de salud de la Secretaría y del Organismo y, en el ámbito educativo, se 

implementará de manera progresiva por la Secretaría de Educación del Estado en el marco de sus 

programas; respecto de las demás autoridades y de los sectores social y privado, el proyecto prevé 

su promoción y coordinación. En consecuencia, la opinión sobre su impacto presupuestal se integra 

conforme al artículo 184 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, incluido el 

supuesto de opinión de la Unidad de Estudios y de Finanzas Públicas cuando la Secretaría no remita 

el análisis dentro del plazo legal. 

Finalmente, el Transitorio Cuarto dispone que las acciones se implementarán de manera progresiva, 

con cargo a los presupuestos aprobados de las dependencias y entidades competentes y con 

sujeción al balance presupuestario sostenible, privilegiando el aprovechamiento de las estructuras, 

capacidades y recursos disponibles. Esta progresividad, no podrá interpretarse en perjuicio de las 

obligaciones de atención inmediata previstas en la legislación sanitaria. 

DÉCIMO SEXTO. En la reunión de trabajo con la Consejería General de Asuntos Jurídicos y la 

Secretaría de Salud, se formularon, además, dos observaciones de técnica normativa que esta 

Comisión atiende. 

La primera, se refiere a la conveniencia de distinguir los principios de los enfoques, para no restar 

claridad normativa ni diluir el alcance de cada categoría. En atención a ello, el artículo 4 se estructura 

en tres párrafos: 

I. El primero, enuncia los principios que rigen la aplicación de la Ley: dignidad humana, 

igualdad y no discriminación, interés superior de la niñez, autonomía progresiva, 
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atención integral, continuidad de la atención, participación y coordinación 

interinstitucional; 

II. El segundo, establece las garantías de consentimiento informado, confidencialidad, 

privacidad y accesibilidad; y 

III. El tercero, de manera separada, establece los enfoques de derechos humanos, 

perspectiva de género, pertinencia intercultural y sustento en la evidencia. 

La segunda se refiere a que los protocolos clínicos no deben sustituir ni contradecir las normas 

oficiales mexicanas, las guías de práctica clínica, las disposiciones federales ni las competencias 

profesionales. Asimismo, se señaló que la atribución para emitirlos, debe armonizarse con la que la 

Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones ya confiere a la Comisión en materia de protocolos 

y estrategias sobre conducta suicida. 

En consecuencia, el artículo 28 dispone que la Comisión elabore las propuestas técnicas de los 

protocolos, en ejercicio de las atribuciones que le confiere dicha Ley con la participación del 

Organismo y, que la Secretaría los emita en su carácter de autoridad rectora. Asimismo, establece 

que los protocolos: 

I. Deberán guardar congruencia con la Ley General de Salud, la legislación estatal, las 

normas oficiales mexicanas y las demás disposiciones sanitarias; 

II. Tomarán como referencia las guías de práctica clínica y la evidencia disponible; y 

III. En ningún caso, podrán contravenir dichas disposiciones ni atribuir al personal funciones 

ajenas a su competencia o habilitación profesional. 

DÉCIMO SÉPTIMO. La efectividad del ordenamiento dependerá de su implementación sostenida, 

de la disponibilidad de personal capacitado y de la coordinación efectiva entre las instituciones, por 

ello, el proyecto vincula las atribuciones con instrumentos de planeación, protocolos, rutas de 

atención, capacitación e indicadores. Estos indicadores permitirán valorar la cobertura, la 

oportunidad de la atención, la continuidad del cuidado, la posvención y el acceso de las poblaciones 

prioritarias, así como corregir las brechas que persistan. 

En consecuencia, esta Comisión Dictaminadora estima procedente la resolución conjunta de las 

iniciativas analizadas y la expedición del ordenamiento con las modificaciones expuestas en los 

considerandos precedentes, por lo que en cumplimiento al artículo 189, último párrafo, de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado de Durango; por lo anteriormente expuesto, se somete a la 

determinación de esta Honorable Asamblea, para su discusión y, en su caso, aprobación, el 

siguiente: 
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PROYECTO DE DECRETO 

LA SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA: 

ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley para la Prevención, Atención y Posvención de la Conducta 

Suicida para el Estado de Durango, para quedar como sigue: 

Ley para la Prevención, Atención y Posvención de la Conducta Suicida para el Estado de 

Durango 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en el Estado 

de Durango y tiene por objeto establecer las bases para la prevención, detección oportuna, atención 

integral, seguimiento y posvención de la conducta suicida, mediante acciones coordinadas, 

interdisciplinarias, interinstitucionales, multisectoriales y basadas en evidencia, con respeto irrestricto 

a los derechos humanos. 

Las acciones previstas en esta Ley se desarrollarán en el marco del Sistema Estatal de Salud Mental 

y Adicciones y, en congruencia, con la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones del Estado 

de Durango. 

Artículo 2. Son objetivos de la presente Ley: 

I. Contribuir a disminuir la incidencia de la conducta suicida y las muertes por suicidio en 

el Estado; 

II. Fortalecer la coordinación interinstitucional e intersectorial entre las autoridades 

estatales y municipales competentes para la implementación de las acciones previstas 

en la presente Ley; 

III. Fortalecer la generación, sistematización, análisis y utilización de información 

estadística, epidemiológica y administrativa para la planeación, focalización territorial, 

seguimiento y evaluación de las políticas públicas, con respeto a la protección de datos 

personales y la confidencialidad; 

IV. Fortalecer las acciones de prevención de la conducta suicida basadas en evidencia, 

mediante la promoción de factores protectores, la disminución de factores de riesgo y la 

detección oportuna de señales de alerta; 

V. Promover el acceso a una atención oportuna, integral, digna, confidencial y libre de 

discriminación y revictimización, que comprenda la atención en crisis, la canalización, la 
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referencia y contrarreferencia, la continuidad de la atención y el seguimiento clínico y 

psicosocial; 

VI. Establecer acciones de posvención dirigidas a las personas sobrevivientes de un intento 

de suicidio, las personas sobrevivientes de una pérdida por suicidio, familiares, personas 

allegadas, instituciones y comunidades afectadas por un intento de suicidio o una muerte 

por suicidio; 

VII. Promover la capacitación y actualización permanente del personal de salud y de 

quienes, por sus funciones, puedan intervenir como primer contacto ante personas con 

conducta suicida; 

VIII. Impulsar la participación social y comunitaria, así como la creación y el fortalecimiento 

de redes de apoyo, con la participación de los sectores público, social y privado; 

IX. Promover la comunicación responsable sobre el suicidio y la conducta suicida, con 

respeto a la dignidad, la privacidad, la libertad de expresión y el derecho a la información; 

X. Establecer mecanismos de seguimiento, evaluación y rendición de cuentas que permitan 

conocer los resultados de las acciones implementadas e identificar brechas territoriales 

o poblacionales; y 

XI. Favorecer el acceso efectivo de las poblaciones, comunidades y regiones prioritarias a 

los servicios y mecanismos previstos en esta Ley. 

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Atención: conjunto de acciones y servicios de valoración, intervención, estabilización, 

canalización y apoyo clínico y psicosocial, brindados de manera oportuna, integral, 

digna, confidencial y adecuada a las necesidades de la persona que presente conducta 

suicida; 

II. Centro de Comando: el Centro de Coordinación, Control, Comando, Comunicaciones y 

Cómputo del Estado de Durango, previsto en la Ley del Sistema Estatal de Seguridad 

Pública de Durango; 

III. Comisión: la Comisión Estatal de Salud Mental y Adicciones de Durango; 

IV. COMSA: Consejo Municipal de Salud Mental y Adicciones; 

V. Conducta suicida: conjunto de pensamientos, planes y comportamientos relacionados 

con terminar con la propia vida; que comprende la ideación suicida, la planeación, el 

intento de suicidio y el suicidio; 

VI. Consejo: el Consejo Estatal de Salud Mental y Adicciones; 

VII. Contención inicial: conjunto de acciones inmediatas de escucha, acompañamiento y 

protección, así como de activación, cuando corresponda, de los mecanismos 
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institucionales de emergencia y canalización, sin sustituir la valoración, el diagnóstico, 

el tratamiento o las intervenciones del personal profesional competente; 

VIII. Detección oportuna: proceso de identificación de señales de alerta y factores de riesgo 

relacionados con la conducta suicida, que permita brindar una intervención inicial y, en 

su caso, canalizar a la persona hacia los servicios competentes; 

IX. Factores de Riesgo: circunstancias, condiciones o características individuales, 

familiares, sociales, económicas, laborales, comunitarias, ambientales o de salud, que 

incrementan la probabilidad de que una persona presente conducta suicida; 

X. Factores Protectores: circunstancias, condiciones o características individuales, 

familiares, sociales, comunitarias o institucionales que disminuyen la probabilidad de que 

una persona presente conducta suicida o fortalecen su capacidad de afrontamiento; 

XI. Intento de suicidio: conducta autoinfligida, no fatal y potencialmente lesiva, respecto de 

la cual exista evidencia explícita o implícita de alguna intención de morir, aun cuando no 

produzca una lesión; 

XII. Ley: la Ley para la Prevención, Atención y Posvención de la Conducta Suicida para el 

Estado de Durango; 

XIII. Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones: la Ley de Salud Mental y Prevención 

de Adicciones del Estado de Durango; 

XIV. Organismo: el Organismo Público Descentralizado Servicios de Salud de Durango; 

XV. Personal de primer contacto: las personas servidoras públicas o integrantes de 

instituciones que, por la naturaleza de sus funciones, puedan tener contacto inicial con 

una persona que presente señales de alerta o conducta suicida, sin que ello implique el 

ejercicio de funciones clínicas o profesionales que no les correspondan; 

XVI. Plan de Seguridad Individualizado: instrumento elaborado de manera colaborativa entre 

la persona usuaria y el personal de salud, que identifica sus detonantes y señales de 

alerta personales, estrategias de afrontamiento, personas y espacios de apoyo, 

contactos de atención en crisis y medidas para limitar el acceso a medios potencialmente 

letales; 

XVII. Posvención: conjunto de acciones de apoyo, atención y acompañamiento posteriores a 

un intento de suicidio o a una muerte por suicidio, dirigidas, según corresponda, a la 

persona sobreviviente del intento y a las personas, instituciones y comunidades 

afectadas, para favorecer su recuperación y prevenir consecuencias adversas; 

XVIII. Prevención: conjunto de políticas, estrategias y acciones basadas en evidencia, 

orientadas a fortalecer los factores protectores, disminuir los factores de riesgo y reducir 

la ocurrencia de la conducta suicida; 
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XIX. Programa Estatal: el Programa Estatal para la Prevención, Detección y Atención de la 

Conducta Suicida y Posvención; 

XX. Secretaría: la Secretaría de Salud del Estado de Durango; 

XXI. Seguimiento: conjunto coordinado de acciones clínicas, psicosociales y de vinculación 

institucional posteriores a la atención inicial, destinadas a favorecer la continuidad de la 

atención y disminuir riesgos subsecuentes; 

XXII. Sistema: el Sistema Estatal de Salud Mental y Adicciones; y 

XXIII. Suicidio: muerte causada por una conducta autoinfligida respecto de la cual exista 

evidencia de la intención de morir. 

Artículo 4. La aplicación de esta Ley observará los principios de dignidad humana, igualdad y no 

discriminación, interés superior de la niñez, autonomía progresiva de niñas, niños y adolescentes, 

atención integral, continuidad de la atención, participación y coordinación interinstitucional. 

Asimismo, garantizará el respeto a los derechos humanos, el consentimiento informado, la 

confidencialidad, la privacidad y la accesibilidad, mediante ajustes razonables y formas de 

comunicación accesibles. 

Las acciones previstas en esta Ley se desarrollarán con enfoque de derechos humanos, 

perspectiva de género, pertinencia intercultural y sustento en la evidencia, e incorporarán la 

participación voluntaria e informada de personas con experiencia vivida relacionada con la 

conducta suicida. 

Artículo 5. La interpretación y aplicación de esta Ley se realizará de conformidad con la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango y los 

principios previstos en esta Ley. 

En lo no previsto por este ordenamiento, serán aplicables de manera supletoria, en lo conducente, 

la Ley General de Salud, la Ley de Salud del Estado de Durango, la Ley de Salud Mental y 

Prevención de Adicciones y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Capítulo II 

De las Autoridades Competentes y la Coordinación 

Artículo 6. Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, en el ámbito de sus 

respectivas competencias: 

I. La persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado; 

II. La Secretaría; 

III. El Organismo; 

IV. La Comisión; 
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V. La Secretaría de Seguridad Pública, en lo relativo a la operación de las líneas de 

atención en crisis a través del Centro de Comando y a la capacitación y actuación de su 

personal de primer contacto; 

VI. Los ayuntamientos del Estado; y 

VII. Las demás dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal a las que esta 

Ley y la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones, confieran atribuciones en la 

materia. 

Artículo 7. La Secretaría conducirá la política estatal y ejercerá la coordinación general de las 

acciones en materia de prevención, detección oportuna, atención, seguimiento y posvención de la 

conducta suicida, en el ámbito de sus atribuciones y conforme a la Ley de Salud Mental y Prevención 

de Adicciones. 

El Organismo organizará y prestará los servicios de salud a su cargo e implementará las acciones 

que le correspondan. La Comisión coordinará las acciones especializadas y ejecutará las de su 

competencia, conforme a las políticas establecidas por la Secretaría. 

Estas acciones se desarrollarán en el marco del Sistema, mediante el aprovechamiento de las 

estructuras, programas, recursos y mecanismos institucionales existentes, conforme a las 

disposiciones aplicables. 

Artículo 8. La Secretaría, en el ámbito de sus atribuciones, promoverá la participación de las 

dependencias y entidades federales, estatales y municipales con competencia en las materias de 

educación, trabajo, bienestar social, seguridad pública, asistencia social, protección civil, protección 

de niñas, niños y adolescentes, procuración de justicia, sistema penitenciario, reinserción social, 

justicia para adolescentes, deporte y cultura, así como en otras relacionadas con el objeto de esta 

Ley. 

De común acuerdo con las instituciones participantes y, a propuesta de la Comisión, la Secretaría 

establecerá los mecanismos de coordinación y los acuerdos de colaboración necesarios para 

implementar la política estatal y el Programa Estatal, con la participación del Organismo en el ámbito 

de sus atribuciones. 

La Comisión se coordinará con el Organismo y las demás instituciones participantes para la 

implementación de las acciones especializadas, los protocolos y las rutas de intervención previstos 

en el Programa Estatal; dará seguimiento al cumplimiento de los compromisos establecidos en 

dichos acuerdos y realizará el seguimiento y la evaluación del Programa. 

El Consejo contribuirá, mediante opiniones y recomendaciones, a la coordinación interinstitucional y 

a la participación de los sectores público, social y privado, en su carácter de órgano consultivo y 

participativo y conforme a las atribuciones previstas en la Ley de Salud Mental y Prevención de 

Adicciones. 

Artículo 9. Corresponde a la Secretaría, en el ámbito de sus atribuciones y para efectos de esta Ley: 
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I. Conducir y coordinar la política estatal en materia de prevención, detección oportuna, 

atención, seguimiento y posvención de la conducta suicida; 

II. Autorizar y emitir el Programa Estatal y sus modificaciones, a propuesta de la Comisión, 

previa revisión del Organismo respecto de las acciones y servicios de su competencia; 

III. Emitir, a propuesta técnica de la Comisión y con la participación del Organismo, los 

protocolos clínicos, lineamientos y demás instrumentos de su competencia necesarios 

para la aplicación de esta Ley y, promover la elaboración y adopción coordinada de los 

instrumentos de actuación que correspondan a otras autoridades participantes del 

Sistema; 

IV. Promover la participación de las dependencias, entidades e instituciones competentes y 

establecer, de común acuerdo con las mismas, los mecanismos de coordinación y los 

acuerdos de colaboración necesarios para implementar la política estatal y el Programa 

Estatal; 

V. Supervisar, en el ámbito de sus atribuciones, la implementación de la política estatal y 

del Programa Estatal, así como el cumplimiento de los instrumentos que emita, con 

apoyo del seguimiento y la evaluación que realice la Comisión; 

VI. Adoptar, en coordinación con el Organismo y las demás autoridades competentes, las 

medidas que le correspondan para garantizar la disponibilidad, accesibilidad y 

continuidad de los servicios previstos en esta Ley; 

VII. Formular y gestionar las previsiones operativas y presupuestarias correspondientes a 

las acciones de su competencia, de conformidad con las disposiciones aplicables y la 

disponibilidad presupuestaria; 

VIII. Proporcionar a la Comisión la información institucional de su competencia necesaria 

para el seguimiento y la evaluación del Programa Estatal, con observancia de las 

disposiciones aplicables en materia de protección de datos personales y 

confidencialidad; 

IX. Celebrar convenios y demás instrumentos de coordinación y colaboración con 

autoridades federales, estatales y municipales, así como con instituciones de los 

sectores social y privado, para el cumplimiento de esta Ley; y 

X. Las demás que establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 

Artículo 10. Corresponde al Organismo, en el ámbito de sus atribuciones y para efectos de esta Ley: 

I. Revisar el Programa Estatal y sus modificaciones respecto de las acciones y servicios 

de su competencia y, formular las observaciones técnicas, operativas y presupuestarias 

correspondientes, previo a su autorización por la Secretaría; 
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II. Organizar y prestar, mediante los establecimientos y servicios de salud a su cargo, los 

servicios de prevención, detección oportuna, atención, tratamiento, seguimiento y 

posvención de la conducta suicida, incluidos la valoración integral, la atención en crisis, 

la estabilización y el seguimiento clínico y psicosocial; 

III. Implementar, en los establecimientos y servicios a su cargo, los protocolos, lineamientos 

y rutas de intervención aplicables, y supervisar su cumplimiento; 

IV. Adoptar las medidas necesarias para garantizar la disponibilidad, accesibilidad y 

continuidad de los servicios a su cargo previstos en esta Ley; 

V. Articular los establecimientos, servicios y niveles de atención a su cargo y, coordinarse 

con las demás instituciones competentes para asegurar la canalización, referencia, 

contrarreferencia, traslado oportuno y continuidad de la atención, conforme a las 

necesidades de cada persona y a la capacidad resolutiva de las unidades, sin que las 

limitaciones de esta última impidan brindar la atención inicial y gestionar la referencia y 

el traslado que correspondan; 

VI. Coordinarse con la Comisión para la implementación de las acciones especializadas 

previstas en el Programa Estatal y ejecutar las que le correspondan; 

VII. Adoptar las medidas necesarias para que la atención sea brindada por personal 

capacitado, con respeto a la dignidad, los derechos humanos, la confidencialidad y la 

protección de datos personales, y libre de discriminación, estigmatización y 

revictimización; 

VIII. Garantizar la participación del personal a su cargo en los programas de formación, 

capacitación y actualización coordinados por la Comisión, de acuerdo con sus funciones 

y sin afectar la continuidad de los servicios; 

IX. Formular y gestionar las previsiones operativas y presupuestarias necesarias para las 

acciones y servicios a su cargo, de conformidad con las disposiciones aplicables y la 

disponibilidad presupuestaria; 

X. Generar, integrar y proporcionar a la Comisión, a partir de los sistemas y mecanismos 

institucionales existentes, la información estadística, epidemiológica y administrativa 

correspondiente a los servicios a su cargo, necesaria para el seguimiento y la evaluación 

del Programa Estatal, con observancia de las disposiciones aplicables en materia de 

información sanitaria, protección de datos personales, confidencialidad y secreto 

profesional; y 

XI. Las demás que establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
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Artículo 11. Sin perjuicio de las atribuciones previstas en la Ley de Salud Mental y Prevención de 

Adicciones y demás disposiciones aplicables, corresponde a la Comisión, en el ámbito de sus 

atribuciones y para efectos de esta Ley: 

I. Coordinar las acciones especializadas de prevención, detección oportuna, atención, 

seguimiento y posvención previstas en el Programa Estatal, en colaboración con el 

Organismo y las demás instituciones participantes, conforme a sus respectivas 

atribuciones y a las políticas establecidas por la Secretaría; 

II. Elaborar el Programa Estatal y sus modificaciones, con la participación de las 

autoridades competentes, recabar la revisión del Organismo respecto de las acciones y 

servicios de su competencia y someterlos a la autorización de la Secretaría, así como 

elaborar el programa anual de trabajo de la Comisión en la materia; 

III. Realizar el seguimiento y la evaluación del Programa Estatal, dar seguimiento al 

cumplimiento de los compromisos establecidos en los acuerdos de colaboración y 

ejecutar las acciones de prevención, capacitación, intervención comunitaria, posvención 

y demás que le corresponda conforme a sus atribuciones; 

IV. Elaborar y proponer a la Secretaría los protocolos clínicos, lineamientos y rutas de 

intervención de su competencia, con la participación del Organismo; colaborar con las 

demás autoridades competentes en la elaboración de los instrumentos de actuación que 

les correspondan, y coordinar su aplicación en las acciones especializadas previstas en 

el Programa Estatal; 

V. Elaborar y proponer, en coordinación con las instituciones competentes, los protocolos 

de posvención para su emisión o adopción por las autoridades que correspondan, 

coordinar las acciones de acompañamiento a las personas, familias y comunidades 

afectadas por una muerte por suicidio y ejecutar las de su competencia; 

VI. Coordinar y realizar acciones de formación, capacitación, actualización, información, 

sensibilización y apoyo técnico dirigidas al personal de salud, a las personas servidoras 

públicas y a los sectores sociales relacionados con la materia; 

VII. Promover la implementación y difusión de mecanismos de orientación, atención en crisis 

y canalización oportuna, incluidos los medios telefónicos y digitales disponibles; 

VIII. Elaborar y proponer a las autoridades competentes, los protocolos de atención 

aplicables a las líneas de atención en crisis, así como los perfiles y contenidos de 

capacitación del personal que las opere; brindar asesoría y supervisión técnica en 

materia de salud mental y promover su difusión, en coordinación con la Secretaría de 

Seguridad Pública y los ayuntamientos, conforme al artículo 19 de esta Ley; 
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C. 

IX. Integrar y analizar la información estadística, epidemiológica y administrativa 

relacionada con la conducta suicida; establecer los indicadores correspondientes e 

integrar los resultados del seguimiento y la evaluación del Programa Estatal y de las 

acciones implementadas, con observancia de las disposiciones aplicables en materia de 

información sanitaria, protección de datos personales, confidencialidad y secreto 

profesional; 

X. Diseñar e implementar, en coordinación con las autoridades competentes y con 

participación comunitaria, estrategias de prevención y detección oportuna de la conducta 

suicida orientadas al fortalecimiento de factores protectores, la identificación de señales 

de alerta y la canalización oportuna, con especial atención a los grupos, comunidades y 

regiones prioritarios identificados en el Programa Estatal; 

XI. Promover la creación y el fortalecimiento de redes de apoyo comunitario, brigadas 

ciudadanas y grupos de ayuda mutua para el desarrollo de las estrategias previstas en 

la fracción anterior, en coordinación con los ayuntamientos y los COMSA, y con la 

participación de colegios de profesionistas, organizaciones de la sociedad civil y demás 

sectores sociales; 

XII. Brindar apoyo y asesoría técnica a las instituciones, organizaciones y profesionales de 

los sectores público, social y privado que participen en las acciones previstas en esta 

Ley y, ejercer las atribuciones de registro y supervisión que le correspondan conforme a 

la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones y demás disposiciones aplicables; 

XIII. Promover la identificación, intercambio y difusión de buenas prácticas, conocimientos e 

intervenciones basadas en evidencia en materia de prevención, detección oportuna, 

atención, seguimiento y posvención de la conducta suicida; 

XIV. Participar en los mecanismos de coordinación y colaboración con las autoridades 

federales, estatales y municipales competentes, promovidos por la Secretaría, para el 

cumplimiento de las acciones a su cargo; 

XV. Promover, en coordinación con las autoridades competentes, mecanismos de 

colaboración con instituciones de educación superior para desarrollar acciones de 

prevención y orientación en sus comunidades, así como actividades de investigación y 

generación de conocimiento en materia de conducta suicida, con respeto a la autonomía 

universitaria, cuando corresponda; 

XVI. Fungir como enlace técnico con la Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones y 

con otras instancias federales competentes en la materia; y 

XVII. Las demás que establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
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C. 

Artículo 12. Los ayuntamientos, en el ámbito de sus atribuciones y de conformidad con las 

disposiciones aplicables, participarán en la implementación de esta Ley mediante las acciones 

siguientes: 

I. Coadyuvar en la implementación territorial del Programa Estatal y de las acciones de 

prevención, detección oportuna y canalización de personas con conducta suicida; 

II. Promover acciones de información y sensibilización dirigidas a la población, orientadas 

al fortalecimiento de factores protectores, la disminución de factores de riesgo, la 

identificación de señales de alerta y la búsqueda oportuna de ayuda; 

III. Difundir los servicios disponibles y los mecanismos de orientación, atención en crisis y 

canalización oportuna, incluidos los medios telefónicos y digitales; 

IV. Facilitar, por conducto de su personal de primer contacto y conforme a los protocolos 

aplicables, la detección inicial y canalización de personas que requieran atención; 

V. Promover la capacitación del personal municipal que, por sus funciones, pueda tener 

contacto con personas en situación de riesgo; 

VI. Proporcionar a la Comisión, la información disponible sobre las acciones municipales 

implementadas y sus resultados, con observancia de las disposiciones aplicables en 

materia de protección de datos personales; 

VII. Participar, a través de los COMSA constituidos conforme a la Ley de Salud Mental y 

Prevención de Adicciones, en la creación y fortalecimiento de redes comunitarias de 

prevención, orientación y apoyo; 

VIII. Celebrar convenios y demás instrumentos de coordinación con las autoridades estatales 

competentes para el cumplimiento de esta Ley; y 

IX. Las demás que establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 

Artículo 13. El personal de primer contacto realizará acciones de identificación de señales de alerta, 

contención inicial, activación de servicios de emergencia y canalización oportuna, conforme a su 

formación, competencia profesional y funciones, así como a los protocolos y a la legislación 

aplicables. 

La actuación del personal de primer contacto que no cuente con formación clínica en salud mental, 

se limitará a la identificación de señales de alerta, la contención inicial y la canalización oportuna 

hacia los servicios competentes, conforme a los protocolos y a la legislación aplicables. 

En ningún caso dichas actuaciones sustituirán la valoración, el diagnóstico, el tratamiento ni las 

intervenciones que correspondan al personal profesional competente. 
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C. 

Capítulo III 

Del Programa Estatal 

Artículo 14. El Programa Estatal será el instrumento especializado previsto en el artículo 103 

fracción I de la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones, para la planeación, coordinación, 

implementación y evaluación de las acciones en materia de prevención, detección oportuna, 

atención, seguimiento y posvención de la conducta suicida. El programa anual de trabajo previsto en 

el artículo 104 de dicha Ley, instrumentará sus acciones, metas y responsables para cada ejercicio, 

sin constituir un programa paralelo. 

La Comisión elaborará el Programa Estatal y sus modificaciones, con la participación de las 

autoridades competentes. El Organismo revisará las acciones y servicios de su competencia y 

formulará las observaciones técnicas, operativas y presupuestarias correspondientes. La Comisión 

someterá el proyecto a la autorización de la Secretaría, a quien corresponderá emitirlo. 

La Secretaría establecerá, de común acuerdo con las instituciones participantes, los mecanismos de 

coordinación y los acuerdos de colaboración necesarios para su implementación. El Organismo 

participará en los mecanismos correspondientes a los servicios y acciones de su competencia. La 

Comisión coordinará la aplicación de las acciones especializadas, los protocolos y las rutas de 

intervención, y realizará el seguimiento y la evaluación del Programa. 

El Programa identificará a las instancias responsables de ejecutar y, en su caso, coordinar cada línea 

de acción, sin ampliar sus atribuciones legales. El Organismo organizará y prestará los servicios de 

salud a su cargo; la Comisión ejecutará las acciones de prevención, capacitación, intervención 

comunitaria y posvención de su competencia; y, las demás autoridades e instituciones, las 

correspondientes a su sector. 

En su elaboración, seguimiento, evaluación y actualización podrán considerarse las opiniones y 

recomendaciones que emita el Consejo en el ámbito de sus atribuciones, así como las opiniones y 

propuestas que la Comisión recabe de personas con experiencia vivida relacionada con la conducta 

suicida, familiares, personas en duelo y organizaciones especializadas. 

La participación de las personas con experiencia vivida, familiares y personas en duelo, será 

voluntaria e informada y se desarrollará mediante mecanismos seguros que protejan su privacidad 

y confidencialidad y eviten su estigmatización o revictimización. 

El Programa Estatal se articulará y guardará congruencia con el Programa Estatal de Salud Mental 

y Adicciones, la política estatal de salud y las políticas y estrategias nacionales aplicables. 

Artículo 15. El Programa Estatal deberá contener, cuando menos: 

I. El diagnóstico de la situación estatal, sustentado en la información estadística y 

epidemiológica disponible y en el análisis de los factores personales, familiares, sociales, 

económicos, laborales, comunitarios y de salud relacionados con la conducta suicida; 

II. Los objetivos, estrategias, metas, líneas de acción e indicadores de resultado; 
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III. La identificación de poblaciones, comunidades y regiones prioritarias, atendiendo, entre 

otros elementos, a la edad, sexo, género, discapacidad, pertenencia cultural, 

condiciones socioeconómicas y características territoriales, con la finalidad de orientar 

el diseño y la implementación de acciones diferenciadas acordes a sus necesidades y 

contextos específicos; 

IV. Las acciones de prevención dirigidas al fortalecimiento de los factores protectores, la 

disminución de los factores de riesgo, el desarrollo de habilidades socioemocionales y 

la promoción de la búsqueda oportuna de ayuda; 

V. Las medidas para promover la reducción del acceso a medios potencialmente letales, 

dentro del ámbito de las competencias estatales; 

VI. Las acciones intersectoriales orientadas a atender los factores sociales, económicos, 

laborales, comunitarios y ambientales relacionados con la conducta suicida que sean 

identificados en el diagnóstico estatal, dentro del ámbito de competencia de las 

autoridades participantes; 

VII. Los mecanismos de detección oportuna, intervención inicial, canalización, referencia y 

contrarreferencia; 

VIII. Las estrategias de atención en crisis, continuidad de la atención y seguimiento; 

IX. Las acciones de posvención dirigidas a las personas sobrevivientes de un intento de 

suicidio, las personas sobrevivientes de una pérdida por suicidio, familiares, personas 

allegadas, instituciones y comunidades afectadas; 

X. Las estrategias de capacitación del personal de salud y de quienes puedan intervenir 

como primer contacto; 

XI. Las acciones de información, sensibilización y comunicación responsable; 

XII. Los mecanismos de coordinación interinstitucional y de participación social y 

comunitaria; 

XIII. Las fuentes de información y los mecanismos de vigilancia epidemiológica que se 

utilizarán; 

XIV. Las metas e indicadores para su seguimiento y evaluación; 

XV. Los mecanismos y la periodicidad para su revisión y actualización; 

XVI. La identificación de las autoridades responsables de cada línea de acción, así como las 

etapas y plazos para su implementación; y 

XVII. Las previsiones operativas y presupuestarias necesarias para su ejecución, con sujeción 

a la disponibilidad de recursos y a las disposiciones aplicables. 

La información utilizada para la elaboración, seguimiento y evaluación del Programa Estatal deberá 

presentarse desagregada, cuando resulte posible, por edad, sexo, municipio, región y demás 
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variables relevantes, con observancia de las disposiciones aplicables en materia de protección de 

datos personales y confidencialidad. 

La Secretaría de Seguridad Pública y la Fiscalía General del Estado proporcionarán a la Comisión, 

la información a que se refiere la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones, para la integración 

del diagnóstico estatal, con observancia de la legislación en materia de protección de datos 

personales, transparencia y acceso a la información pública. 

Artículo 16. La Comisión, en coordinación con la Secretaría, el Organismo y demás autoridades 

competentes, elaborará y actualizará anualmente un diagnóstico estatal sobre la conducta suicida, 

el cual servirá de base para el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación del Programa Estatal. 

Dicho diagnóstico se sustentará en información estadística, epidemiológica y administrativa 

proveniente de fuentes oficiales, con el propósito de identificar variaciones significativas, 

concentraciones territoriales o temporales y patrones emergentes que permitan focalizar las 

acciones preventivas y la intervención interinstitucional. 

La Comisión remitirá oportunamente, los hallazgos relevantes a las instancias competentes para la 

adopción de medidas coordinadas, con observancia de las disposiciones aplicables en materia de 

protección de datos personales. 

El diagnóstico se integrará a partir de los registros institucionales disponibles. Su actualización anual 

no implicará, por sí misma, crear encuestas, plataformas o registros paralelos. Para la integración y 

transferencia de la información, la Comisión podrá emitir criterios técnicos y variables estandarizadas 

dentro de sus atribuciones, sin imponer obligaciones de suministro de datos distintas de las previstas 

en la legislación aplicable. El tratamiento de los datos se sujetará a la normativa aplicable en materia 

de protección de datos personales. 

Capítulo IV 

De la Prevención y Detección Oportuna 

Artículo 17. Las acciones de prevención se fundamentarán en el reconocimiento de la conducta 

suicida como un fenómeno complejo y multifactorial, condicionado por determinantes personales, 

familiares, sociales, económicos, laborales, comunitarios, ambientales y de salud. 

Dichas acciones se basarán en la mejor evidencia científica disponible y estarán dirigidas de manera 

enunciativa más no limitativa a: 

I. Fortalecer los factores protectores; 

II. Mitigar los factores de riesgo; 

III. Fomentar la detección temprana de señales de alerta; 

IV. Contribuir a la eliminación del estigma asociado a los problemas de salud mental y a la 

conducta suicida; y 

V. Promover la búsqueda oportuna de ayuda profesional. 
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Las estrategias preventivas articularán de forma gradual y coordinada: 

a) Medidas universales: dirigidas a la población en general; 

b) Medidas selectivas: destinadas a grupos en situación de vulnerabilidad o con mayor 

exposición a factores de riesgo; y 

c) Medidas indicadas: orientadas a personas que manifiestan señales de alerta o riesgo 

inminente. 

La identificación de señales de alerta o de una situación de riesgo, dará lugar a la canalización 

oportuna hacia los servicios competentes, conforme a los protocolos aplicables. Cuando exista 

riesgo inminente para la vida o integridad de la persona, se activarán de inmediato los servicios de 

emergencia y las rutas de atención correspondientes. 

Artículo 18. La Secretaría, por conducto de la Comisión, impulsará campañas y estrategias 

permanentes de información y sensibilización dirigidas a la población, orientadas a difundir factores 

protectores, señales de alerta, servicios disponibles, mecanismos de atención en crisis y rutas de 

canalización. 

Se establece septiembre como el "Mes Estatal para la Prevención del Suicidio", periodo en el cual 

las autoridades competentes coordinarán e intensificarán jornadas informativas, académicas, 

culturales y de participación comunitaria en la materia. 

Los contenidos y materiales que se difundan, deberán emplear un lenguaje accesible, incluyente, 

libre de estigmas y con estricto apego a la dignidad humana, observando la guía técnica para la 

comunicación responsable sobre la conducta suicida, prevista en el artículo 34 de la presente Ley. 

Artículo 19. Los servicios gratuitos y confidenciales de escucha, orientación, contención emocional, 

intervención en crisis y canalización inmediata, por vía telefónica y medios digitales, se prestarán a 

través del Centro de Comando, por conducto de la Secretaría de Seguridad Pública, en los términos 

de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública de Durango y de las disposiciones 

administrativas, sanitarias y técnicas aplicables, sin perjuicio de los servicios que presten los 

ayuntamientos y la Federación en el ámbito de sus competencias. 

La Secretaría de Seguridad Pública, el Organismo y la Comisión establecerán, mediante los 

instrumentos de coordinación correspondientes, las responsabilidades operativas y técnicas, los 

mecanismos de capacitación y supervisión, así como las rutas de canalización y vinculación con los 

servicios de salud y de emergencia. 

El Organismo y la Comisión podrán comisionar personal de salud mental que cuente con la 

habilitación profesional correspondiente, conforme a sus atribuciones, las disposiciones aplicables y 

los instrumentos de coordinación que se celebren. 

Las previsiones operativas y presupuestarias para estos servicios se integrarán al Programa 

Estatal, privilegiando el aprovechamiento de la infraestructura y los mecanismos institucionales 

existentes. 
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Artículo 20. La Secretaría, por conducto de la Comisión y en coordinación con los ayuntamientos y 

los sectores social y privado, promoverá intervenciones comunitarias orientadas a reconstruir el tejido 

social, fortalecer los vínculos familiares, consolidar redes de apoyo y fomentar el sentido de 

pertenencia. 

Estas intervenciones podrán articularse con actividades deportivas, formativas, recreativas, artísticas 

y culturales, con la colaboración del Instituto Estatal del Deporte, el Instituto de Cultura del Estado 

de Durango, de instituciones educativas, colegios de profesionistas, organizaciones de la sociedad 

civil y comités vecinales. 

Los grupos de ayuda mutua y las redes comunitarias tendrán un papel coadyuvante y 

complementario. La Comisión promoverá que reciban capacitación básica y cuenten con 

mecanismos expeditos de canalización hacia las instancias de salud. Su labor en ningún caso suplirá 

las atribuciones del Estado ni la intervención del personal de salud. 

Artículo 21. La Secretaría de Educación del Estado, sin perjuicio de lo previsto en la Ley de Salud 

Mental y Prevención de Adicciones y en el ámbito de sus atribuciones y, en coordinación con la 

Secretaría, con la participación técnica de la Comisión, implementará de manera progresiva acciones 

de prevención y detección oportuna de señales de alerta en los centros educativos, las cuales 

comprenderán: 

I. La capacitación continua del personal docente, directivo, de orientación educativa y 

trabajo social; así como del personal de psicología y demás personal de salud mental 

que brinde servicios en los planteles educativos; 

II. La emisión y aplicación, en el ámbito educativo, de protocolos de actuación ante 

situaciones de riesgo, con la participación técnica de la Comisión y en congruencia con 

los protocolos sanitarios y las rutas de canalización aplicables; 

III. El fortalecimiento de habilidades socioemocionales y de resiliencia en la comunidad 

estudiantil; 

IV. La orientación y sensibilización a madres, padres de familia, tutores o quienes ejerzan 

la patria potestad de niñas, niños y adolescentes de las comunidades escolares; y 

V. El establecimiento de rutas directas de canalización y vinculación con los servicios de 

salud mental. 

La intervención del personal escolar se circunscribirá a labores de prevención, identificación primaria, 

contención inicial y canalización oportuna, sin que constituya en ningún supuesto una práctica de 

diagnóstico o tratamiento clínico. 

Todas las acciones en el ámbito escolar, observarán prioritariamente el interés superior de la niñez, 

la autonomía progresiva, el derecho a la intimidad y la confidencialidad de niñas, niños y 

adolescentes. 



  
   
 

  

 
 

 52  

 

C. 

Cuando ocurra un intento de suicidio o una muerte por suicidio que impacte a una comunidad 

educativa, la dirección del plantel activará inmediatamente los protocolos de posvención aplicables 

y dará aviso a la Secretaría de Educación del Estado y a la Comisión. 

Ambas instancias coordinarán, en sus respectivos ámbitos de competencia y en coordinación con el 

Organismo y las demás instituciones de salud competentes, las acciones de acompañamiento 

psicosocial y vinculación con los servicios de salud, para prevenir conductas de imitación y evitar la 

estigmatización o revictimización de las personas involucradas. 

Artículo 22. La Secretaría y la Comisión, promoverán la suscripción de convenios de colaboración 

con las instituciones de educación superior, con pleno respeto a su autonomía, para implementar 

programas de prevención, detección oportuna, contención inicial y posvención de la conducta 

suicida. 

Dichos programas impulsarán el fortalecimiento de las tutorías y áreas de apoyo psicopedagógico, 

la capacitación a la comunidad universitaria, el fomento de redes de apoyo entre pares y la 

vinculación efectiva con los servicios especializados de salud mental. 

Las instituciones podrán involucrar a sus áreas de salud y ciencias de la conducta, así como al 

personal de psicología que brinde servicios en sus planteles para coadyuvar en estas acciones. 

Asimismo, podrán promover la participación de prestadores de servicio social en psicología y trabajo 

social, mediante los convenios previstos en la Ley de Educación del Estado de Durango y bajo 

supervisión profesional. 

Artículo 23. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social del Estado, sin perjuicio de lo establecido 

en la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones, en el ámbito de sus atribuciones y conforme 

a la normatividad aplicable, en coordinación con la Secretaría y por conducto de la Comisión, 

promoverá en los centros de trabajo la consolidación de entornos organizacionales favorables y la 

prevención de la conducta suicida, a través de: 

I. La difusión y sensibilización sobre señales de alerta y factores protectores; 

II. El abordaje y mitigación de factores de riesgo psicosocial en el trabajo; 

III. La prevención y erradicación del acoso laboral, el hostigamiento y la discriminación; 

IV. La canalización oportuna y difusión continua de los servicios de apoyo en crisis y salud 

mental; y 

V. Las demás acciones que contribuyan al cumplimiento de los objetivos de la presente Ley 

y demás disposiciones aplicables. 

Para el cumplimiento de este precepto, se podrán celebrar convenios de colaboración con los 

sectores productivo, sindical, académico y colegiado. 

Artículo 24. La Comisión, en coordinación con la Secretaría y el Organismo, diseñará e 

implementará programas sistemáticos y permanentes de capacitación y actualización sobre la 

prevención, detección y abordaje de la conducta suicida, dirigidos al personal de los establecimientos 

de salud del Sistema. 
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Estos programas serán obligatorios para el personal de los establecimientos a cargo de la Secretaría 

y del Organismo. Se promoverá la participación del personal de los demás establecimientos públicos, 

sociales y privados mediante mecanismos de coordinación y colaboración. 

Dicha capacitación comprenderá, como mínimo: 

I. La identificación de señales de alerta y valoración integral del riesgo suicida; 

II. El manejo inicial de la crisis y las intervenciones breves basadas en evidencia; 

III. La aplicación de las guías clínicas y rutas de referencia y contrarreferencia; 

IV. El seguimiento y la continuidad de cuidados posteriores a una crisis o intento de suicidio; 

V. El trato digno, ético, confidencial, con perspectiva de derechos humanos y libre de 

estigmatización o revictimización; y 

VI. Las pautas de orientación, psicoeducación y contención para familiares y redes de 

apoyo. 

Los programas formativos se dirigirán prioritariamente al personal de los primeros niveles de 

atención, áreas de urgencias, servicios ambulatorios y de atención prehospitalaria. 

Tratándose de los establecimientos de salud de los sectores social y privado, la Comisión promoverá, 

mediante convenios de colaboración, que su personal participe en los programas de capacitación y 

actualización previstos en este artículo, en los términos de la Ley de Salud Mental y Prevención de 

Adicciones. 

Artículo 25. Las dependencias y entidades de la administración pública estatal competentes en 

materia de salud, infraestructura y obra pública, seguridad pública, protección civil y desarrollo rural, 

en coordinación con los ayuntamientos y las instancias federales correspondientes, en el ámbito de 

sus respectivas atribuciones, implementarán medidas orientadas a reducir el acceso a medios 

potencialmente letales, mediante: 

I. La elaboración y difusión de recomendaciones preventivas para el almacenamiento 

seguro, resguardo y desecho adecuado de medicamentos, plaguicidas, agroquímicos y 

sustancias tóxicas de uso doméstico, industrial o agrícola, así como, cuando proceda, la 

emisión de disposiciones de observancia obligatoria por las autoridades expresamente 

facultadas para ello, conforme a la legislación aplicable;  

II. La identificación y el monitoreo de puntos críticos o de alta recurrencia de conductas 

suicidas en espacios públicos e infraestructura urbana, así como la adopción de medidas 

de protección determinadas mediante evaluación técnica y en coordinación con las 

autoridades o personas responsables de su administración. 

Estas medidas podrán comprender la instalación o adecuación de barreras físicas, la 

colocación visible de señalización con las líneas de auxilio y atención en crisis y, cuando 

resulte procedente, sistemas de videovigilancia, conforme a la normativa aplicable y con 

observancia de las disposiciones en materia de protección de datos personales; y 
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III. Las demás acciones que resulten procedentes conforme a los fines de esta Ley y la 

normativa aplicable en la materia. 

Capítulo V 

De la Atención, el Seguimiento y la Posvención 

Artículo 26. Toda persona en situación de riesgo o con conducta suicida tiene derecho a recibir 

atención médica y psicológica integral, oportuna, continua, confidencial y libre de discriminación o 

revictimización, en estricto apego a los derechos humanos, su dignidad, autonomía, voluntad y 

preferencias. 

El consentimiento informado regirá en todo momento la atención en salud mental, conforme a las 

disposiciones aplicables. 

Los familiares y las personas que conformen la red de apoyo tendrán derecho a recibir orientación, 

psicoeducación y acompañamiento profesional durante el proceso de atención. 

Artículo 27. La atención a personas en situación de crisis o emergencia por conducta suicida, se 

brindará bajo el principio de cero rechazo, de conformidad con la Ley General de Salud, las normas 

oficiales mexicanas y la legislación estatal en la materia. 

Los establecimientos de salud brindarán la atención inicial de urgencia, la estabilización y, cuando 

corresponda, la referencia a los servicios especializados, de acuerdo con la Ley General de Salud, 

las disposiciones sanitarias aplicables y su capacidad resolutiva. Las limitaciones de esta última no 

justificarán negar la atención inicial ni omitir la gestión de la referencia y el traslado. La coordinación 

con las instituciones federales, se sujetará a su régimen jurídico y a los instrumentos aplicables. 

La Secretaría, por conducto de la Comisión y en coordinación con el Organismo, articulará los 

mecanismos de referencia y contrarreferencia para favorecer la continuidad de la atención. Los 

establecimientos y servicios que atiendan a la persona, gestionarán cuando corresponda, su 

canalización y traslado seguro en coordinación con las instituciones receptoras y los servicios de 

atención prehospitalaria, conforme a los protocolos aplicables. 

En ningún caso se condicionará ni negará la atención de urgencia por motivos socioeconómicos de 

la persona que requiere atención, por la condición de salud mental o por cualquier otro criterio 

discriminatorio. 

Artículo 28. La Secretaría, a propuesta técnica de la Comisión, emitirá los protocolos clínicos y de 

actuación para la atención integral de la conducta suicida, los cuales serán de observancia obligatoria 

para los establecimientos de salud públicos, sociales y privados del Sistema Estatal que presten 

servicios de atención a la conducta suicida en el Estado, en los términos de la legislación aplicable 

y conforme al ámbito de aplicación definido en cada protocolo. 

Los protocolos no sustituirán las normas oficiales mexicanas ni establecerán requisitos sanitarios 

reservados a la Federación. Deberán guardar congruencia con la Ley General de Salud, la Ley de 

Salud del Estado de Durango, la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones, las normas 
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oficiales mexicanas y las demás disposiciones sanitarias aplicables; tomarán como referencia las 

guías de práctica clínica pertinentes y la evidencia científica disponible. En ningún caso podrán 

contravenir dichas disposiciones ni atribuir al personal funciones ajenas a su competencia o 

habilitación profesional. 

La Comisión elaborará las propuestas técnicas con la participación del Organismo y de las 

instituciones competentes, en ejercicio de las atribuciones previstas en la Ley de Salud Mental y 

Prevención de Adicciones. Los instrumentos de actuación que correspondan a otras autoridades, 

serán emitidos o adoptados por éstas, conforme a sus respectivas atribuciones. 

Los protocolos deberán cubrir, en su conjunto, los siguientes componentes mínimos. Para cada 

componente se identificarán los establecimientos y servicios responsables, las acciones que deberán 

realizar y los mecanismos de coordinación y referencia necesarios para asegurar su cumplimiento: 

I. Criterios clínicos y de tamizaje para la identificación de señales de alerta y estratificación 

del nivel de riesgo; 

II. Lineamientos para la evaluación inicial, integral e interdisciplinaria; 

III. Pautas de intervención breve, contención emocional y estabilización médica y 

psiquiátrica en crisis; 

IV. Criterios de ingreso hospitalario como medida de último recurso y por el menor tiempo 

posible, con consentimiento informado y conforme a la Ley de Salud Mental y Prevención 

de Adicciones, incluidos los supuestos de urgencia y los aplicables a niñas, niños y 

adolescentes; 

V. Las rutas expeditas de referencia, contrarreferencia y derivación; 

VI. El diseño e instrumentación colaborativa de un Plan de Seguridad Individualizado; 

VII. El seguimiento clínico, ambulatorio y psicosocial posterior al egreso hospitalario o del 

área de urgencias; 

VIII. Los mecanismos y periodicidad de contacto proactivo para la continuidad del cuidado; 

IX. Esquemas de orientación y soporte a la red de apoyo; y 

X. Mecanismos que garanticen la participación activa de la persona usuaria y el pleno 

respeto a su autonomía. 

Cada protocolo precisará su objeto, los establecimientos y servicios a los que resulte aplicable y las 

responsabilidades de cada uno, conforme a su nivel de atención y capacidad resolutiva. Cuando una 

intervención exceda dicha capacidad, establecerá las acciones de atención inicial y el procedimiento 

de referencia que deberán realizarse, así como los mecanismos para asegurar la continuidad de la 

atención. 

En todos los protocolos se observarán el respeto a los derechos humanos, la confidencialidad, la 

protección de datos personales y la atención libre de discriminación, estigmatización y 

revictimización. 
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Lo anterior, sin perjuicio de las atribuciones de las instituciones federales de salud, con las que se 

promoverá la coordinación necesaria para la articulación de los protocolos mediante los convenios 

que al efecto se celebren. 

Artículo 29. En la atención a niñas, niños y adolescentes con conducta suicida, se observarán el 

interés superior de la niñez, su autonomía progresiva, su desarrollo evolutivo y sus derechos a la 

intimidad y confidencialidad. La atención médica y psicológica será inmediata y prioritaria. 

La atención de urgencia y estabilización no podrá suspenderse ni retrasarse por la ausencia o falta 

de localización de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia y, se realizará 

conforme a los procedimientos de autorización y documentación previstos en las disposiciones 

sanitarias aplicables. Ante la negativa de dichas personas, se procederá conforme al artículo 40 de 

la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones. 

Se garantizará su derecho a expresar su opinión y a que ésta sea considerada conforme a su edad 

y madurez. En situaciones de urgencia, su participación se facilitará según sus condiciones clínicas, 

sin retrasar la atención. El consentimiento informado, el acompañamiento y la representación se 

sujetarán a la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones y demás disposiciones aplicables. 

El personal de salud comunicará de inmediato las vulneraciones de derechos de las que tenga 

conocimiento a las autoridades competentes, conforme a la legislación general y estatal en materia 

de derechos de niñas, niños y adolescentes. Se cumplirán, además, las obligaciones de notificación 

previstas en el artículo 42 de la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones y de denuncia 

establecidas en el Código Nacional de Procedimientos Penales. El aviso a la Procuraduría de 

Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Durango, no sustituirá ni condicionará las 

obligaciones ante el Ministerio Público. 

Cuando la comunicación de información o la intervención de quienes ejerzan la patria potestad, tutela 

o guarda y custodia pueda incrementar el riesgo para la integridad de la niña, niño o adolescente, el 

personal de salud solicitará de inmediato la intervención de las autoridades competentes, sin 

interrumpir la atención. Las medidas de protección, las decisiones sobre representación y las 

restricciones de información o intervención familiar se sujetarán a los supuestos, procedimientos y 

competencias previstos en la legislación aplicable. El personal de salud colaborará en su 

cumplimiento dentro del ámbito de sus funciones. 

Artículo 30. Las instituciones del sector salud, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

garantizarán la continuidad de la atención de las personas atendidas por crisis o intento de suicidio, 

mediante el seguimiento que corresponda a sus necesidades. 

La modalidad, frecuencia y duración del seguimiento se determinarán conforme a la valoración 

individual del riesgo, el criterio clínico, las necesidades clínicas y psicosociales, la evolución de la 

persona y los protocolos aplicables. 

El seguimiento podrá realizarse mediante consultas programadas, contacto telefónico o digital, 

visitas domiciliarias u otras intervenciones pertinentes. Las instituciones organizarán estas acciones 

conforme a sus capacidades y recursos disponibles y, cuando la atención requerida exceda su 
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capacidad resolutiva, gestionarán la referencia y coordinación necesarias para asegurar su 

continuidad. 

La red de apoyo podrá participar con la conformidad de la persona y cuando resulte benéfico para 

su atención, con observancia de las disposiciones aplicables en materia de confidencialidad, 

protección de datos personales y derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 31. Las acciones de posvención estarán orientadas a brindar contención emocional, 

acompañamiento psicosocial, evaluación de riesgo y, en su caso, canalización terapéutica a 

familiares, personas allegadas, centros de trabajo, planteles escolares y comunidades impactadas 

por una muerte por suicidio o un intento de suicidio. 

Dichas acciones incluirán al personal de salud, de los cuerpos de seguridad pública, protección civil 

y servicios de emergencia prehospitalaria que hayan intervenido en la atención del suceso. 

La Secretaría, por conducto de la Comisión y en coordinación con el Organismo y las demás 

instituciones competentes, coordinará la implementación de las acciones de posvención. La 

Comisión y las demás instituciones participantes, ejecutarán las intervenciones que les correspondan 

conforme a sus respectivas atribuciones y a los protocolos aplicables. 

La Secretaría, a propuesta de la Comisión, expedirá los protocolos de posvención, los cuales 

contemplarán: 

I. Estrategias diferenciadas de intervención comunitaria e institucional según el entorno 

del suceso; 

II. El fomento y vinculación con grupos de apoyo mutuo de personas sobrevivientes de 

pérdida por suicidio; y 

III. Medidas específicas para prevenir conductas de contagio o imitación, garantizando un 

tratamiento digno y no revictimizante. 

Capítulo VI 

De la Capacitación del Personal de Primer Contacto 

Artículo 32. La Comisión, en coordinación con la Secretaría y las autoridades competentes, 

promoverá y coordinará programas permanentes de capacitación y actualización dirigidos al 

personal de seguridad pública, protección civil, asistencia social, procuración de justicia, de los 

centros penitenciarios y de los centros especializados de internamiento para adolescentes, así como 

a las demás personas servidoras públicas que, por sus funciones, puedan intervenir como primer 

contacto ante una persona con conducta suicida. 

La capacitación deberá adecuarse a las atribuciones del personal destinatario y a las características 

del contexto en el que desempeñe sus funciones y, proporcionar herramientas para identificar 

señales de alerta, brindar contención inicial, activar los servicios de emergencia, realizar la 

canalización oportuna, conocer las rutas institucionales y evitar prácticas de discriminación, 

estigmatización o revictimización. 
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Las actuaciones del personal no especializado, se sujetarán a lo establecido en el artículo 13 de la 

presente Ley. 

Capítulo VII 

De la Comunicación Responsable 

Artículo 33. La Comisión promoverá recomendaciones y coordinará acciones de capacitación y 

sensibilización para la comunicación responsable sobre el suicidio y la conducta suicida, tomando 

como referencia las recomendaciones nacionales e internacionales basadas en evidencia y 

respetando en todo momento la libertad de expresión y el derecho a la información. 

Artículo 34. Las acciones previstas en el artículo anterior se orientarán a: 

I. El respeto a la dignidad y privacidad de las personas; 

II. La prevención de contenidos sensacionalistas, estigmatizantes o revictimizantes; 

III. La omisión de detalles sobre el método y lugar, así como de otros que puedan 

incrementar riesgos de imitación; 

IV. La difusión de factores protectores y alternativas de atención; 

V. La incorporación de información sobre servicios y mecanismos de ayuda; 

VI. El respeto a familiares y personas afectadas; y 

VII. La difusión de mensajes que favorezcan la búsqueda de ayuda y la prevención. 

La Comisión elaborará y propondrá a la Secretaría, la guía técnica para la comunicación responsable 

sobre el suicidio y la conducta suicida, así como sus actualizaciones. La Secretaría emitirá dicha 

guía para su aplicación por las áreas de comunicación social de las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Estatal, conforme a las disposiciones aplicables. Los demás poderes, los 

órganos constitucionales autónomos y los ayuntamientos, podrán adoptarla en el ámbito de sus 

respectivas competencias. 

Para la elaboración y actualización de la guía, la Comisión podrá promover la participación de 

organizaciones de periodistas, medios de comunicación, instituciones académicas y especialistas en 

la materia, con respeto a la libertad de expresión y al derecho a la información. 

La Comisión promoverá la adhesión voluntaria de los medios de comunicación a las 

recomendaciones de la guía técnica, mediante cartas de adhesión u otros instrumentos de 

colaboración, sin que ello implique mecanismos de autorización previa, censura o control de 

contenidos por parte de las autoridades. 

Durante el mes de septiembre, la Comisión podrá reconocer públicamente la participación voluntaria 

de los medios de comunicación en acciones de prevención de la conducta suicida basadas en 

evidencia, así como en la capacitación y el intercambio de buenas prácticas de comunicación 

responsable entre medios y profesionales del periodismo. 
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El reconocimiento se otorgará conforme a criterios públicos y objetivos, tomando como referencia 

las recomendaciones de la guía prevista en este artículo, con respeto a la independencia editorial y 

sin que implique la certificación o aprobación de contenidos. 

Capítulo VIII 

De la Evaluación y el Seguimiento 

Artículo 35. El Programa Estatal contará con indicadores que permitan evaluar, cuando menos: 

I. La cobertura de las acciones preventivas; 

II. La oportunidad de la atención; 

III. La capacitación del personal; 

IV. El seguimiento posterior a las crisis; 

V. Las acciones de posvención; 

VI. La evolución de los principales indicadores epidemiológicos relacionados con la 

conducta suicida; y 

VII. El acceso efectivo de las poblaciones, comunidades y regiones prioritarias a las acciones 

y servicios previstos en esta Ley, así como la identificación de brechas territoriales o 

poblacionales. 

Artículo 36. La Secretaría y el Organismo incorporarán a sus mecanismos ordinarios de evaluación 

y rendición de cuentas, información sobre los avances en la implementación del Programa Estatal, 

dentro de sus respectivos ámbitos de competencia. 

La Comisión integrará anualmente los resultados del seguimiento y evaluación del Programa Estatal 

y los presentará a la Secretaría y al Consejo. 

El Consejo, en el ámbito de sus atribuciones, dará seguimiento y evaluará dichos resultados y podrá 

formular las opiniones y recomendaciones que estime pertinentes. 

La información de carácter público sobre los principales avances, indicadores y resultados del 

Programa Estatal, deberá difundirse por medios oficiales, de manera agregada o disociada y con 

observancia de las disposiciones aplicables en materia de protección de datos personales y 

confidencialidad. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

SEGUNDO. Dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor, la 

Secretaría de Salud emitirá, a propuesta técnica de la Comisión Estatal de Salud Mental y Adicciones 

y con la participación de Servicios de Salud de Durango, los protocolos y lineamientos de su 

competencia necesarios para la implementación de la ley especializada. Las demás autoridades 



  
   
 

  

 
 

 60  

 

C. 

adecuarán los instrumentos de su competencia en el mismo plazo. Los instrumentos vigentes 

continuarán aplicándose en cuanto sean compatibles con este Decreto, sin interrupción de los 

servicios. 

TERCERO. Dentro del mismo plazo, la Comisión elaborará o actualizará el Programa Estatal previsto 

en el artículo 103, fracción I, de la Ley de Salud Mental y Prevención de Adicciones y lo someterá a 

la autorización y emisión de la Secretaría, previa revisión de Servicios de Salud de Durango respecto 

de las acciones de su competencia. Su implementación se articulará con el programa anual de 

trabajo previsto en el artículo 104 de dicha Ley. 

CUARTO. Las autoridades competentes implementarán las acciones mediante los programas, 

mecanismos y recursos existentes y preverán las necesidades adicionales acreditadas en sus 

instrumentos de planeación y presupuestación, con cargo a los presupuestos aprobados y conforme 

a las disposiciones aplicables. La implementación progresiva no podrá interpretarse en perjuicio de 

las obligaciones de atención inmediata ni de la continuidad del cuidado reconocidas por la legislación 

sanitaria. 

QUINTO. El Congreso del Estado realizará las acciones conducentes, dentro de un plazo de ciento 

ochenta días naturales a partir de la expedición del presente Decreto, a efecto de armonizar las 

definiciones previstas en el artículo 3 del presente Decreto y, en la Ley de Salud Mental y Prevención 

de Adicciones en su artículo 4 fracciones X, XXIX y XLII. 

El Ciudadano Gobernador del Estado sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 28 (veintiocho) 

días del mes de octubre de 2026. 
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Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, que contiene reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de Salud 

del Estado de Durango, en materia de Acciones preventivas y tratamiento contra el 

cáncer. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Salud Pública le fueron turnadas para su estudio y dictamen correspondiente las 

siguientes iniciativas con Proyecto de Decreto: la primera, presentada por las y los CC. Diputadas y 

Diputados ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ, VERÓNICA GONZÁLEZ OLGUIN, GABRIELA 

VÁZQUEZ CHACÓN, MAYRA RODRÍGUEZ RAMÍREZ y FERNANDO ROCHA AMARO, integrantes 

del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXX Legislatura, que contiene reformas 

a los artículos 18, 96 BIS 1 y 96 BIS 2 de la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia de 

prevención del cáncer y atención a grupos etarios de riesgo; la segunda, presentada por las y los 

CC. Diputadas y Diputados HÉCTOR HERRERA NÚÑEZ, SANDRA LILIA AMAYA ROSALES, 

GEORGINA SOLORIO GARCÍA, ALBERTO ALEJANDRO MATA VALADEZ, OCTAVIO ULISES 

ADAME DE LA FUENTE, NADIA MONSERRAT MILÁN RAMÍREZ, FLORA ISELA LEAL MÉNDEZ, 

OTNIEL GARCÍA NAVARRO, BERNABÉ AGUILAR CARRILLO, DELIA LETICIA ENRIQUEZ 

ARRIAGA, CYNTHIA MONTSERRAT HERNÁNDEZ QUIÑONES y JOSÉ OSBALDO SANTILLÁN 

GÓMEZ, integrantes de la Coalición Parlamentaria “Cuarta Transformación” de la LXX Legislatura, 

que contiene reformas y adiciones a la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia de cáncer 

de mama y rehabilitación integral; y, la tercera, presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

ALEJANDRO MOJICA NARVÁEZ, VERÓNICA GONZÁLEZ OLGUIN, GABRIELA VÁZQUEZ 

CHACÓN, JULIÁN CÉSAR RIVAS B. NEVÁREZ y FERNANDO ROCHA AMARO, integrantes del 

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXX Legislatura, que contiene reformas y 

adiciones a la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia de prevención y tratamiento del 

cáncer de mama y cervicouterino. 

Por lo que, en cumplimiento con la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo dispuesto 

por los artículos 93, fracción I; 118, fracción XV; 134; 183; 184; 186; 187; 188 y 189 de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos someter a la consideración de esta 

Honorable Asamblea el presente dictamen, con base en los siguientes: 

A N T E C E D E N T E S 

A la Comisión de Salud Pública le fueron turnadas para su estudio y dictaminación correspondiente, 

las siguientes iniciativas con Proyecto de Decreto: 

PRIMERO. Con fecha 29 de octubre de 2024, la presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXX Legislatura, que contiene 

reformas a los artículos 18, 96 BIS 1 y 96 BIS 2 de la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia 

de acciones preventivas de cáncer. 
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SEGUNDO. Con fecha 14 de octubre de 2025, la presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

integrantes de la Coalición Parlamentaria “Cuarta Transformación” de la LXX Legislatura, que 

propone reformar el artículo 96 BIS 7 y la fracción VI, así como adicionar la fracción VII al artículo 96 

BIS 1 de la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia de cáncer de mama. 

TERCERO. Con fecha 13 de octubre de 2026, la presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXX Legislatura, por la que 

se reforman diversas disposiciones de la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia de 

prevención y tratamiento de cáncer. 

C O N S I D E R A N D O S 

PRIMERO. Competencia de la Comisión. La Comisión de Salud Pública es competente para 

conocer, estudiar y dictaminar las iniciativas referidas en los Antecedentes, con fundamento en el 

artículo 134 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, que le atribuye el conocimiento 

de lo relativo a salud pública, sus programas y su legislación. Lo anterior, toda vez que las propuestas 

plantean modificaciones a la legislación sanitaria estatal en materia de prevención, detección 

oportuna y atención del cáncer. 

SEGUNDO. Del estudio conjunto de las iniciativas. Las iniciativas referidas en los antecedentes 

guardan conexidad temática, al proponer reformas a la Ley de Salud del Estado de Durango 

relacionadas con la prevención, detección oportuna y atención del cáncer, particularmente de mama 

y cervicouterino. Esta vinculación permite examinar sus coincidencias, diferencias y alcances 

mediante un estudio conjunto, orientado a integrar una respuesta legislativa congruente con sus 

objetivos y con el marco jurídico aplicable. 

La dictaminación conjunta atiende a un criterio de economía procesal parlamentaria, al concentrar 

en un mismo instrumento el análisis de propuestas relacionadas, evitar duplicidades en su estudio y 

favorecer la coherencia de las modificaciones al ordenamiento. Se preservan la valoración de cada 

iniciativa y la identificación de las aportaciones de sus promoventes. 

El estudio conjunto no implica la aprobación íntegra de las propuestas. En los considerandos 

subsecuentes se exponen las razones que sustentan la incorporación, modificación o no inclusión 

de sus contenidos, atendiendo a su pertinencia, viabilidad jurídica y presupuestaria y congruencia 

con las disposiciones vigentes. 

TERCERO. Objeto y contenido de las iniciativas.  

I. Iniciativa de fecha 29 de octubre de 2024. Propone orientar prioritariamente los programas de 

prevención y detección, así como las acciones de diagnóstico, tratamiento y rehabilitación del cáncer 

de mama y cervicouterino, hacia los grupos de edad con mayor riesgo. 

II. Iniciativa de fecha 14 de octubre de 2025. Plantea ampliar el acceso a tratamientos del cáncer 

de mama y cervicouterino, incluidos medicamentos innovadores y terapias especializadas; reconocer 

expresamente la reconstrucción mamaria después de la mastectomía; fortalecer el apoyo y la 

colaboración institucional; incorporar la enseñanza de la autoexploración; y prever un fondo 

específico y capacidad reconstructiva en un plazo determinado. 
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III. Iniciativa de fecha 13 de octubre de 2026. Busca fortalecer la prevención y atención del cáncer 

de mama y cervicouterino mediante acceso oportuno y gratuito a los servicios, estudios de 

colposcopía, información sobre la atención disponible, mecanismos de traslado y cuidados paliativos. 

Esta descripción identifica el objeto de las propuestas. Su valoración y las razones que sustentan su 

incorporación, modificación o no inclusión, se desarrollan a continuación. 

CUARTO. Marco jurídico vigente y preservación de derechos. Los artículos 96 BIS a 96 BIS 6 

de la Ley de Salud del Estado de Durango, ya contemplan disposiciones sobre atención integral, 

gratuidad, prevención, seguimiento de resultados sospechosos, apoyo psicológico, cuidados 

paliativos y evaluación para la rehabilitación. El proyecto conserva estas garantías y concentra las 

modificaciones en aspectos que permitan fortalecer su aplicación, sin sustituirlas por una formulación 

limitada a mujeres que pudiera excluir a otras personas que requieran atención. 

La organización de los servicios y la gratuidad deberán observar el marco sanitario aplicable y la 

distribución de competencias, sin imponer obligaciones a instituciones federales fuera de su régimen 

jurídico. 

QUINTO. Valoración de la iniciativa de fecha 29 de octubre de 2024.La Comisión considera 

procedente retomar, con modificaciones, la propuesta de orientar las acciones de prevención y 

detección oportuna hacia los grupos de mayor riesgo. Esta aportación se incorpora mediante la 

adición de un párrafo final al artículo 96 BIS 1, que establece criterios para su planeación, 

considerando los factores de riesgo, incluida la edad, la evidencia epidemiológica y las barreras 

territoriales y sociales de acceso. 

La disposición contribuye a orientar las acciones hacia las necesidades de la población, sin fijar 

edades rígidas ni establecer grupos exclusivos de atención. Su aplicación se circunscribe al ámbito 

de competencia de las autoridades sanitarias estatales y deberá observar la Ley General de Salud 

y las normas oficiales mexicanas NOM-041-SSA2-2011 y NOM-014-SSA2-1994 y sus 

modificaciones, o aquellas que las sustituyan. 

La focalización preventiva no podrá utilizarse para negar o retrasar la valoración diagnóstica o la 

atención por razón de edad o por no pertenecer a un grupo prioritario. No se incorpora una 

preferencia etaria al diagnóstico, tratamiento y rehabilitación, cuya prioridad deberá responder a la 

necesidad clínica de cada persona. 

Se conserva el artículo 18, apartado B, fracción IV de la iniciativa que ya contempla la atribución de 

desarrollar programas y acciones de prevención y detección oportuna de estos padecimientos, al 

atenderse la finalidad de la propuesta en el capítulo especializado. 

SEXTO. Valoración de la iniciativa de fecha 14 de octubre de 2025.Se retoma, con 

modificaciones, la propuesta relativa a la reconstrucción mamaria mediante información sobre las 

opciones de rehabilitación posteriores a la mastectomía, orientación sobre los servicios disponibles 

y mecanismos de referencia. Estas acciones se integran a la atención habitual y observan la 
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valoración clínica y las disposiciones sanitarias aplicables, en congruencia con la NOM-041-SSA2-

2011. 

La aportación consiste en facilitar que las personas conozcan sus opciones y los mecanismos para 

acceder a ellas. Se conserva la evaluación de rehabilitación ya prevista en la Ley, sin establecer en 

esta reforma una cobertura adicional autónoma de cirugías, prótesis o tratamientos del linfedema. 

Tampoco se ordena crear unidades reconstructivas en cada establecimiento. 

Las disposiciones se ubican en el artículo 96 BIS 6, adecuando la referencia al artículo 96 BIS 7 

propuesta en la iniciativa. Se amplían los convenios a instituciones públicas y a los sectores social 

y privado, incluidas las organizaciones de la sociedad civil, para aprovechar capacidades 

existentes. Las aportaciones se precisarán en cada convenio y cualquier compromiso de recursos 

públicos deberá contar con suficiencia presupuestaria. La colaboración no sustituye las 

obligaciones de atención vigentes ni condiciona su cumplimiento a donaciones. 

También se incorpora la enseñanza de la autoexploración mamaria en la nueva fracción VII del 

artículo 96 BIS 1, integrada a las actividades existentes de orientación y promoción, como 

complemento del examen clínico y la mastografía. Se conserva el apoyo psicológico individual ya 

reconocido y se complementa con orientación sobre grupos de apoyo existentes. 

No se incorpora la obligación general de suministrar medicamentos innovadores y de última 

generación, al constituir una categoría indeterminada cuyo alcance debe sujetarse al régimen federal 

de autorización sanitaria, al Compendio Nacional de Insumos para la Salud y a los procedimientos 

aplicables a cada institución, conforme a los artículos 28, 29 y 222 de la Ley General de Salud. La 

legislación estatal no sustituye las atribuciones federales ni establece una vía autónoma para 

incorporar insumos. Esta determinación no excluye los tratamientos innovadores ni los supuestos 

excepcionales que resulten procedentes conforme al marco jurídico aplicable y a la valoración clínica 

individual. 

No se retoman la creación de un fondo específico ni el mandato de generar infraestructura, equipo y 

capacidad quirúrgica adicional en un plazo fijo. Se privilegia la información, la referencia y la 

colaboración institucional. 

SÉPTIMO. Valoración de la iniciativa de fecha 13 de octubre de 2026. De la iniciativa de fecha 

13 de octubre de 2026 se retoman, con modificaciones, la información sobre los servicios disponibles 

y la orientación para acceder a ellos. Estas aportaciones se incorporan en el artículo 96 BIS 1 fracción 

III, en el segundo párrafo del artículo 96 BIS 3 y mediante un segundo párrafo del artículo 96 BIS 2, 

integrado a la atención habitual con el personal y los medios existentes. 

La orientación comprenderá los servicios y apoyos de traslado que ofrezcan las autoridades estatales 

directamente o mediante convenios y los mecanismos de referencia aplicables. Su utilidad consiste 

en facilitar que las personas identifiquen dónde atenderse y cómo continuar sus estudios o 

tratamiento. No se establece un derecho nuevo de transporte universal ni se ordena crear rutas, 

adquirir vehículos o ampliar la capacidad de los servicios. 

Se conservan las disposiciones vigentes sobre pruebas de detección y la remisión a las normas 

sanitarias para los procedimientos diagnósticos, incluida la colposcopía cuando corresponda; por 



  
   
 

  

 
 

 66  

 

C. 

ello, no se reforman las fracciones I y IV del artículo 96 BIS 1 ni el artículo 96 BIS 4. Tampoco se 

reiteran los derechos de gratuidad, calidad y cuidados paliativos ya reconocidos, ni se incorpora una 

obligación adicional de acceso regional mediante telesalud. 

Los antecedentes oficiales sobre traslados interhospitalarios y apoyos de transporte permiten 

orientar la propuesta hacia mecanismos existentes, sin acreditar por sí mismos su cobertura o 

capacidad suficiente. Los convenios se sujetarán al ámbito de competencia de las partes, sus 

condiciones y los recursos autorizados; no se imponen obligaciones unilaterales a otras instituciones. 

OCTAVO. Aprovechamiento de capacidades institucionales existentes. El proyecto integra la 

información y la orientación a las consultas y campañas existentes, focaliza la prevención por 

factores de riesgo y facilita el conocimiento de los mecanismos de referencia y apoyos de traslado 

disponibles. La enseñanza de la autoexploración y la orientación sobre grupos de apoyo se 

incorporan a actividades y grupos existentes. 

En rehabilitación, se conserva la evaluación vigente y se facilita información sobre sus opciones y 

mecanismos de acceso, sin establecer una cobertura adicional autónoma de procedimientos 

reconstructivos. Los convenios permiten aprovechar capacidades públicas, sociales y privadas para 

los servicios del Capítulo, pero su celebración no obliga a crear infraestructura, plazas o programas 

nuevos. Se preservan los derechos de atención y gratuidad vigentes. 

NOVENO. Antecedentes y alcance presupuestario del proyecto. Conforme al registro 

proporcionado por la Unidad de Estudios Económicos y de Finanzas Públicas, se identificó el oficio 

HCE/CIEL/UEEFP/148/2025, mediante el cual se solicitó a la Secretaría de Finanzas y de 

Administración el análisis de impacto presupuestario de la iniciativa presentada el 29 de octubre de 

2024, sin que en la documentación disponible para la elaboración del presente dictamen obre 

respuesta. Dicho antecedente corresponde a esa iniciativa y no acredita, por sí mismo, la valoración 

de las demás propuestas integradas. 

Durante el estudio conjunto, esta Comisión ajustó el proyecto para privilegiar la información, la 

orientación, la referencia y la colaboración institucional, mediante el aprovechamiento de los recursos 

y capacidades existentes y, en su caso, los convenios que resulten procedentes. En consecuencia, 

no se incorporan la creación de un fondo específico ni el mandato de generar infraestructura, 

equipamiento y capacidad quirúrgica adicional en un plazo fijo. Estos ajustes están orientados a 

limitar las cargas presupuestarias adicionales.  

La integración del análisis correspondiente, deberá observar lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado de Durango y en los artículos 8 y 16 de la Ley de Disciplina 

Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, según resulte aplicable. La presente 

consideración deja constancia de los antecedentes y del alcance de los ajustes, sin sustituir la 

estimación presupuestaria ni la opinión que legalmente corresponda. 

DÉCIMO. Sentido del dictamen. Por las razones expuestas, esta Comisión considera procedente 

proponer la aprobación parcial, con modificaciones, de las tres iniciativas, mediante un Proyecto de 

Decreto conjunto que articule los contenidos estimados viables. Las propuestas que no se incorporan 
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se identifican y valoran en los considerandos precedentes. Su no inclusión deriva del estudio de esta 

Comisión y no constituye un retiro por parte de sus promoventes. 

Por lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión Dictaminadora estima procedente 

someter a consideración de esta Honorable Asamblea, la resolución conjunta de las iniciativas 

analizadas con las modificaciones y determinaciones expresamente motivadas en los considerandos 

precedentes. En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 189, último párrafo, de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado de Durango, se exponen las razones que sustentan dichas adecuaciones 

y se somete a la determinación de esta Representación Popular, para su discusión y, en su caso, 

aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO 

LA SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA: 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman las fracciones III y VI del artículo 96 BIS 1; se reforma el segundo 

párrafo del artículo 96 BIS 3; y, se adiciona una fracción VII y un último párrafo al artículo 96 BIS 1, 

un segundo párrafo al artículo 96 BIS 2, un segundo, cuarto y quinto párrafo al artículo 96 BIS 6 y el 

segundo párrafo se recorre para ser el tercero; todos de la Ley de Salud del Estado de Durango, 

para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 96 BIS 1. … 

I. y II. … 

III. Campañas de información sobre prevención y detección oportuna de cáncer de mama y cáncer 

cervicouterino, así como sobre los servicios disponibles y los mecanismos para acceder a 

ellos; 

IV. y V. … 

VI. Apoyo psicológico individual para las personas con casos confirmados de cáncer de mama o 

cáncer cervicouterino, así como orientación sobre los grupos de apoyo existentes disponibles 

para ellas y sus familiares; y 

VII. Educación a la población de la técnica de autoexploración mamaria, integrada a las 

actividades de orientación y promoción de la salud existentes. 

En la planeación de las acciones de prevención y detección a cargo de las autoridades 

sanitarias estatales, dentro de su ámbito de competencia, se considerarán los factores de 

riesgo, incluida la edad, la evidencia epidemiológica y las barreras territoriales y sociales de 

acceso, con observancia de la Ley General de Salud y de las normas oficiales mexicanas 

aplicables. 
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ARTÍCULO 96 BIS 2. … 

Durante la atención se brindará orientación sobre los servicios y apoyos de traslado que 

ofrezcan las autoridades estatales, directamente o mediante convenios, y los mecanismos de 

referencia aplicables, mediante el personal y los medios existentes y conforme a las 

disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 96 BIS 3. … 

La prevención de cáncer de mama y cáncer cervicouterino tiene como finalidad orientar y 

concientizar a las personas sobre la responsabilidad en el autocuidado de la salud y promover estilos 

de vida sanos mediante campañas de difusión, que incluirán información sobre los servicios 

preventivos y de atención médica disponibles y los mecanismos para acceder a ellos. 

ARTÍCULO 96 BIS 6. … 

Tratándose de personas que hayan sido sometidas a una mastectomía, la Secretaría 

promoverá que, dentro de las actividades habituales de atención y orientación, se 

proporcione información sobre las opciones de rehabilitación, incluida la reconstrucción 

mamaria, las prótesis mamarias externas y la atención del linfedema, así como sobre los 

servicios disponibles y los mecanismos de referencia, conforme a la valoración clínica y a las 

disposiciones sanitarias aplicables. 

…. 

La Secretaría podrá celebrar, en el ámbito de sus atribuciones, convenios de coordinación y 

colaboración con instituciones públicas y con los sectores social y privado, incluidas las 

organizaciones de la sociedad civil, para facilitar el acceso a las acciones de prevención y a 

los servicios de detección, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación previstos en este 

capítulo, mediante el aprovechamiento de capacidades existentes. Los convenios precisarán 

los servicios y las aportaciones de las partes; cualquier compromiso de recursos públicos 

deberá contar con suficiencia presupuestaria y observar las disposiciones aplicables. 

Las acciones de información, orientación y referencia se integrarán a los servicios y 

programas existentes, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

SEGUNDO. Dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente 

Decreto, la Secretaría de Salud actualizará, en el ámbito de sus atribuciones, los lineamientos 

necesarios para su aplicación. Incluirán la focalización preventiva, la información sobre rehabilitación 

y la orientación sobre servicios, mecanismos de referencia y apoyos de traslado existentes, con 

criterios clínicos, accesibilidad y pertinencia intercultural. 
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TERCERO. La implementación se integrará a los servicios, programas y mecanismos de 

coordinación existentes. Este Decreto no crea por sí mismo nuevas plazas, unidades administrativas, 

fondos, padrones o plataformas independientes. Las ampliaciones de capacidad que resulten 

necesarias deberán justificarse técnica y presupuestariamente e incorporarse a la programación y 

presupuestación conforme a las disposiciones aplicables.  

El Ciudadano Gobernador del Estado sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 28 (veintiocho) 

días del mes de octubre del año de 2026 (dos mil veintiséis). 

 
LA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA  

 
 
 
 
 

DIP. NADIA MONSERRAT MILÁN RAMÍREZ  
PRESIDENTA 

 
 
 
 
 
DIP. SUGHEY ADRIANA TORRES RODRÍGUEZ  
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DIP. HÉCTOR HERRERA NÚÑEZ  
VOCAL 

 
 
 
 
 
DIP. GABRIELA VÁZQUEZ CHACÓN 

       VOCAL 
 
 
 
 

DIP. GEORGINA SOLORIO GARCÍA 
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DIP. VERONICA GONZÁLEZ OLGUIN 
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Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, que contiene reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de Salud 

del Estado de Durango, en materia de Donación de órganos. tejidos y células. 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Salud Pública le fueron turnadas para su estudio y dictamen correspondiente las 

siguientes iniciativas con Proyecto de Decreto: la primera, presentada por las y los CC. Diputadas 

y Diputados ERNESTO ABEL ALANÍS HERRERA, SUGHEY ADRIANA TORRES RODRÍGUEZ, 

NOEL FERNÁNDEZ MATURINO, CELIA DANIELA SOTO HERNÁNDEZ, IVÁN SOTO MENDÍA, 

MARÍA DEL ROCÍO REBOLLO MENDOZA y ANA MARÍA DURÓN PÉREZ, integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de la LXX Legislatura, que contiene reformas 

y adiciones a la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia de donación y trasplante de 

órganos, tejidos y células; y, la segunda, presentada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

HÉCTOR HERRERA NÚÑEZ, SANDRA LILIA AMAYA ROSALES, GEORGINA SOLORIO GARCÍA, 

OCTAVIO ULISES ADAME DE LA FUENTE, NADIA MONSERRAT MILÁN RAMÍREZ, FLORA 

ISELA LEAL MÉNDEZ, OTNIEL GARCÍA NAVARRO, BERNABÉ AGUILAR CARRILLO, DELIA 

LETICIA ENRÍQUEZ ARRIAGA, CYNTHIA MONTSERRAT HERNÁNDEZ QUIÑONES y JOSÉ 

OSBALDO SANTILLÁN GÓMEZ, integrantes de la Coalición Parlamentaria “Cuarta Transformación” 

de la LXX Legislatura, que contiene reforma a la fracción III del artículo 123 de la Ley de Salud del 

Estado de Durango, en materia de educación sobre donación y prevención de enfermedades 

cardiovasculares. 

Por lo que, en cumplimiento con la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo dispuesto 

por los artículos 93, fracción I; 118, fracción XV; 134; 183; 184; 186; 187; 188 y 189 de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos someter a la consideración de esta 

Honorable Asamblea el presente dictamen, con base en los siguientes: 

A N T E C E D E N T E S 

A la Comisión de Salud Pública le fueron turnadas para su estudio y dictaminación correspondiente, 

las siguientes iniciativas con Proyecto de Decreto: 

PRIMERO. Con fecha 24 de febrero de 2026, la enviada por las y los CC. Diputadas y Diputados 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de la LXX Legislatura, 

por la que se adicionan las fracciones IV, V y VI del artículo 173 BIS, se reforma el segundo párrafo 

del artículo 173 BIS 3 y se adiciona un párrafo segundo, recorriéndose los subsecuentes del artículo 

173 BIS 9, todos de la Ley de Salud del Estado de Durango, en materia de donación y trasplantes 

de órganos. 



  
   
 

  

 
 

 71  

 

C. 

SEGUNDO. Con fecha 26 de mayo de 2026, la enviada por las y los CC. Diputados y Diputadas 

integrantes de la Coalición Parlamentaria “Cuarta Transformación” de la LXX Legislatura, por la que 

se reforma la fracción III del artículo 123 de la Ley de Salud del Estado de Durango. 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Por su conexidad temática y en atención a la economía procesal parlamentaria, las 

iniciativas se estudian conjuntamente para proponer su resolución en un solo acto legislativo, con 

pronunciamiento diferenciado sobre la procedencia de sus respectivos contenidos.  

 

SEGUNDO. La iniciativa del 26 de mayo de 2026, propone incorporar en el artículo 123 fracción III, 

la orientación y capacitación sobre donación de órganos, tejidos y células con fines terapéuticos y 

sobre prevención, diagnóstico y control de enfermedades cardiovasculares. Esta formulación es 

congruente con el artículo 112, fracción III, de la Ley General de Salud. Los artículos 2, 9 y 171 a 

173 de la Ley Estatal, ya contemplan promoción de la cultura de donación. La reforma precisa su 

incorporación dentro de la educación para la salud, sin crear un registro, una dependencia o un 

programa autónomo. 

 

TERCERO. La iniciativa de 24 de febrero de 2026, propone adicionar atribuciones al artículo 173 

BIS en trazabilidad, notificación de eventos adversos, referencia obligatoria de donantes potenciales, 

auditoría de fallecimientos y coordinación de protocolos y plazos ministeriales o judiciales; además 

modifica el artículo 173 BIS 3 y plantea mecanismos físicos o electrónicos de manifestación de 

voluntad en el artículo 173 BIS 9. Su finalidad de mejorar la donación es atendible; empero, en la 

iniciativa, no identifica suficientemente qué vacío local requiere esas nuevas obligaciones frente a la 

regulación sanitaria existente, todos de la Ley de Salud del Estado de Durango. 

 

CUARTO. La Ley General de Salud regula el control sanitario, la donación, los establecimientos 

autorizados y los órganos y coordinadores hospitalarios. La Ley Estatal contiene disposiciones de 

donación y trasplantes en sus artículos 173 BIS y siguientes. La coordinación operativa puede 

fortalecerse con los instrumentos vigentes; no corresponde establecer mediante una cláusula estatal 

genérica, plazos que rijan la actuación ministerial o judicial en procedimientos sometidos a legislación 

nacional. La trazabilidad, la notificación y los procedimientos hospitalarios requieren congruencia con 

las competencias y disposiciones técnicas federales, sin duplicar sistemas o alterar la distribución 

competencial. 
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C. 

QUINTO. La información a la población y el conocimiento de los mecanismos oficiales de donación, 

pueden fortalecerse mediante la reforma educativa. Esa afinidad atiende una parte de la finalidad 

social de la primera iniciativa enunciada en el proemio del presente dictamen, pero no equivale a 

aprobar sus reformas ni sustituye el pronunciamiento sobre ellas. No se incorpora un sistema estatal 

paralelo de formatos físicos o electrónicos durante trámites públicos: antes de imponerlo se requiere 

acreditar su necesidad, interoperabilidad, seguridad, efectos jurídicos del consentimiento y costo. La 

propuesta de modificar la supervisión de los comités hospitalarios tampoco se incorpora, pues no se 

justifica sustituir las reglas sanitarias aplicables por una remisión distinta. Se propone, por tanto, 

resolver negativamente las reformas de la iniciativa, sin afirmar que su objetivo carezca de mérito. 

 

SEXTO. La Comisión estima pertinente incorporar, como adecuación complementaria a la materia 

del dictamen, la orientación y capacitación sobre prevención y detección oportuna de las 

enfermedades renales crónicas. La adición vincula la educación sobre donación con el cuidado de 

la salud renal y precisa un contenido educativo comprendido en la prevención de enfermedades. No 

constituye una reproducción del artículo 112 fracción III de la Ley General de Salud, que no menciona 

expresamente estos padecimientos, sino una incorporación local cuyo alcance se limita a la 

educación para la salud. Por ello, no crea campañas independientes, estudios obligatorios ni nuevas 

prestaciones de diálisis, medicamentos o trasplantes, ni modifica las competencias o los criterios 

técnicos sanitarios aplicables. Estas razones sustentan la adecuación al proyecto de iniciativa en 

términos del artículo 189, último párrafo, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango. 

 

SÉPTIMO. La Comisión considera, que la reforma del artículo 123 podría absorberse con recursos 

existentes. 

La incorporación educativa se pudiera realizar mediante los contenidos, materiales y canales 

ordinarios de promoción de la salud. Se conserva la armonización de la fracción III del artículo 123 

y 172 en materia de donación y enfermedades cardiovasculares y, se agrega la precisión local sobre 

prevención y detección oportuna de enfermedades renales crónicas. 

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión Dictaminadora estima que las iniciativas cuyo estudio 

nos ocupa, son procedentes, con las adecuaciones realizadas a las mismas, con fundamento en lo 

que dispone el artículo 189 último párrafo de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, 

lo anterior, en virtud de considerar que las mismas, obedecen al mejoramiento de forma y fondo 

jurídicos, por lo que nos permitimos someter a la consideración de esta soberanía popular para su 

análisis, discusión y en su caso aprobación el siguiente: 
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C. 

PROYECTO DE DECRETO 

LA SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA: 

 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción III del artículo 123 y el artículo 172 de la Ley de Salud del 

Estado de Durango, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 123. … 

I. y II. … 

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente en materia de nutrición, salud mental, salud 

bucal, educación sexual, planificación familiar, salud reproductiva, riesgos de embarazos tempranos 

y de automedicación, prevención de la farmacodependencia, adicciones, salud ocupacional, uso 

adecuado de los servicios de salud, prevención de accidentes, donación de órganos, tejidos y 

células con fines terapéuticos, prevención y rehabilitación de discapacidades y detección oportuna 

de enfermedades; así como en la prevención, diagnóstico y control de las enfermedades 

cardiovasculares y en la prevención y detección oportuna de las enfermedades renales 

crónicas; y 

IV. … 

ARTICULO 172. La Secretaría de Educación del Estado de Durango, deberá incluir en los 

programas de estudio temas relacionados con la donación de órganos, tejidos y células con fines 

terapéuticos. 

… 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

SEGUNDO. Las acciones de orientación y capacitación previstas en este Decreto, incluida la 

prevención y detección oportuna de las enfermedades renales crónicas, se integrarán a los 

programas de educación para la salud y promoción de la cultura de la donación existentes, mediante 

sus materiales, canales institucionales y actividades ordinarias, en el ámbito de competencia de las 

autoridades responsables y con cargo a los presupuestos aprobados, conforme a las disposiciones 

aplicables. 

 

El Ciudadano Gobernador del Estado sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 
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C. 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 28 (veintiocho) 

días del mes de octubre de 2026. 

 
LA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA  

 
 
 
 

DIP.NADIA MONSERRAT MILÁN RAMÍREZ  
PRESIDENTA 

 
 
 
 
 
DIP. SUGHEY ADRIANA TORRES RODRÍGUEZ  

SECRETARIA 
 
 
 
 

DIP. HÉCTOR HERRERA NÚÑEZ  
VOCAL 

 
 
 
 
DIP. GABRIELA VÁZQUEZ CHACÓN 

       VOCAL 
 
 
 
 

DIP. GEORGINA SOLORIO GARCÍA 
VOCAL 

 
 
 
 
DIP. VERONICA GONZÁLEZ OLGUIN 

       VOCAL 

 

 

 

 



  
   
 

  

 
 

 75  

 

C. 

Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Salud 

Pública, que contiene reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de 

Protección a los No Fumadores para el Estado de Durango. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Salud Pública le fueron turnadas para su estudio y dictamen correspondiente las 

siguientes iniciativas con Proyecto de Decreto: la primera, presentada el 21 de octubre de 2025 por 

las y los CC. Diputadas y Diputados Alejandro Mojica Narváez, Verónica González Olguín, Gabriela 

Vázquez Chacón, Julián César Rivas B. Nevárez y Fernando Rocha Amaro, integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXX Legislatura, que contiene reformas a los 

artículos 2, 8 y 10 y adiciona los artículos 12 BIS y 13 TER todos de la Ley de Protección a los No 

Fumadores para el Estado de Durango, en materia de acciones preventivas en favor de grupos 

vulnerables; la segunda, presentada el 14 de julio de 2026 por las y los CC. Diputadas y Diputados 

Alejandro Mojica Narváez, Verónica González Olguín, Gabriela Vázquez Chacón, Julián César Rivas 

B. Nevárez y Fernando Rocha Amaro, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción 

Nacional de la LXX Legislatura, por la que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Libro y 

Bibliotecas Públicas del Estado de Durango, la Ley del Patrimonio Cultural del Estado de Durango, 

la Ley Ganadera para el Estado de Durango, la Ley de Protección a los No Fumadores para el Estado 

de Durango, la Ley para la Prevención y Gestión de Residuos del Estado de Durango y la Ley de 

Seguridad Privada del Estado de Durango, en materia de actualización normativa. 

Por lo que, en cumplimiento con la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo dispuesto 

por los artículos 93 fracción I; 118 fracción XV; 134; 183; 184; 186; 187; 188 y 189 de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos someter a la consideración de esta Honorable 

Asamblea el presente dictamen, con base en los siguientes: 

A N T E C E D E N T E S 

PRIMERO. Con fecha 21 de octubre de 2025, en sesión ordinaria, fue turnada a la Comisión de 

Salud Pública, para su estudio y dictamen, la iniciativa presentada por las y los CC. Diputadas y 

Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXX Legislatura, 

que contiene reformas y adiciones a la Ley de Protección a los No Fumadores para el Estado de 

Durango, en materia de acciones preventivas en favor de grupos vulnerables. 

SEGUNDO. Con fecha 14 de julio de 2026, en sesión de la Comisión Permanente, fue turnada a la 

Comisión de Salud Pública, para su estudio y dictamen, la iniciativa presentada por las y los CC. 

Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXX 

Legislatura, en materia de actualización normativa, cuyo artículo cuarto propone reformar el artículo 

31 de la Ley de Protección a los No Fumadores para el Estado de Durango. 
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C. 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Competencia de la Comisión. La Comisión de Salud Pública es competente para 

conocer, estudiar y dictaminar las iniciativas referidas en los antecedentes, con fundamento en el 

artículo 134 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, que le atribuye el conocimiento 

de lo relativo a salud pública, sus programas y su legislación. Lo anterior, toda vez que las propuestas 

plantean modificaciones a la ley estatal que tiene por objeto proteger la salud de la población contra 

los efectos nocivos del consumo de tabaco. 

Respecto de la iniciativa presentada el 14 de julio de 2026 que comprende reformas a seis 

ordenamientos, esta Comisión se pronuncia únicamente sobre su artículo cuarto relativo a la Ley de 

Protección a los No Fumadores para el Estado de Durango. Las reformas a los demás ordenamientos 

corresponden a las comisiones competentes por razón de la materia. 

SEGUNDO. Del estudio conjunto de las iniciativas. Las iniciativas referidas en los antecedentes 

guardan conexidad al proponer modificaciones a un mismo ordenamiento, la Ley de Protección a los 

No Fumadores para el Estado de Durango. Esta vinculación permite examinarlas mediante un 

estudio conjunto, orientado a integrar una respuesta legislativa congruente con sus objetivos y con 

el marco jurídico aplicable. 

La dictaminación conjunta atiende a un criterio de economía procesal parlamentaria, al concentrar 

en un mismo instrumento el análisis de propuestas relacionadas, evitar duplicidades en su estudio y 

favorecer la coherencia de las modificaciones al ordenamiento. Se preservan la valoración de cada 

iniciativa y la identificación de las aportaciones de sus promoventes. 

El estudio conjunto no implica la aprobación íntegra de las propuestas. En los considerandos 

subsecuentes se exponen las razones que sustentan la incorporación, modificación o no inclusión 

de sus contenidos, atendiendo a su pertinencia, viabilidad jurídica y presupuestaria y congruencia 

con las disposiciones vigentes. 

TERCERO. Objeto y contenido de las iniciativas. 

I. Iniciativa de fecha 21 de octubre de 2025. Propone establecer el carácter prioritario de la 

prevención del tabaquismo, con énfasis en la salud de niñas, niños y adolescentes, mujeres 

embarazadas y personas adultas mayores. Para ello, plantea adicionar a las finalidades de la ley el 

establecimiento de mecanismos y acciones para prevenir y disminuir el consumo de tabaco; precisar 

que la educación sobre los efectos del tabaquismo a cargo del Ejecutivo y de los ayuntamientos se 

dirija con particular énfasis a dichos grupos; y disponer que las áreas destinadas a su cuidado y 

atención sean siempre espacios 100% libres de humo de tabaco. 

II. Iniciativa de fecha 14 de julio de 2026. En lo que corresponde a esta Comisión, propone 

actualizar el artículo 31 de la Ley que remite al Código de Justicia Administrativa para el Estado de 

Durango para el procedimiento de impugnación de las sanciones, a fin de que la remisión se haga a 

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Durango, ordenamiento vigente en la materia. 
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C. 

Esta descripción identifica el objeto de las propuestas. Su valoración y las razones que sustentan su 

incorporación, modificación o no inclusión se desarrollan a continuación. 

CUARTO. Marco jurídico vigente. La protección de la salud es un derecho reconocido en el artículo 

4o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que también impone al Estado el 

deber de velar y cumplir con el principio del interés superior de la niñez en todas sus decisiones y 

actuaciones. La Ley General para el Control del Tabaco reconoce como prioritarias la orientación, la 

educación y la prevención, y prevé acciones dirigidas a evitar el consumo de productos del tabaco, 

principalmente por parte de niñas, niños, adolescentes y grupos vulnerables. 

En el ámbito local, la Ley de Protección a los No Fumadores para el Estado de Durango ya 

contempla, entre sus finalidades, la protección de la salud frente a los efectos nocivos del tabaco, la 

protección del derecho de las personas no fumadoras a convivir en espacios 100% libres de humo 

de tabaco, el fomento de la educación para la salud, la coordinación entre órdenes de gobierno y el 

establecimiento de lineamientos para el diseño y evaluación de las políticas públicas en la materia 

(artículo 2). Asimismo, asigna a la Secretaría de Salud la realización de campañas permanentes de 

información y concientización para prevenir el consumo de tabaco y emisiones (artículo 9, fracción 

II), y prohíbe fumar, consumir o encender productos del tabaco y emisiones en los espacios 100% 

libres de humo de tabaco (artículo 12). 

Sin embargo, la Ley no identifica expresamente a los grupos de población con mayor vulnerabilidad 

frente a la exposición al humo de tabaco como destinatarios prioritarios de las acciones educativas, 

no atribuye a los ayuntamientos una función específica en materia de educación preventiva y no 

contiene una disposición que asegure la protección de los espacios destinados a su cuidado y 

atención. Tampoco ha sido actualizada la remisión de su artículo 31 a la legislación vigente en 

materia de justicia administrativa. 

QUINTO. Valoración de la iniciativa de fecha 21 de octubre de 2025. La Comisión considera 

procedente retomar, con modificaciones, la propuesta de dirigir la educación sobre los efectos del 

tabaquismo con énfasis en niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas y personas adultas 

mayores. Esta aportación se incorpora en la fracción III del artículo 8, que conserva la atribución 

vigente del Ejecutivo del Estado y precisa los grupos de atención prioritaria, así como la orientación 

para no iniciar el consumo y evitar la exposición al humo de tabaco y emisiones. Se utiliza la 

expresión personas adultas mayores, en congruencia con la legislación en la materia. 

Asimismo, se retoma la propuesta de precisar la participación de los ayuntamientos en la educación 

preventiva mediante una nueva fracción V del artículo 10. Esta atribución se ejercerá en coordinación 

con la Secretaría de Salud y en el ámbito de competencia municipal, a fin de que las acciones locales 

se adapten a las realidades territoriales sin duplicar las campañas estatales. En consecuencia, la 

fracción vigente relativa a las demás atribuciones se recorre a la fracción VI y se ajusta la puntuación 

de la fracción IV. 

Se retoma, con modificaciones, la propuesta de reforzar la protección de las áreas destinadas al 

cuidado y atención de estos grupos, mediante la adición del artículo 13 TER. Se precisa que la 

disposición comprende las instalaciones de los establecimientos públicos y privados destinados a su 

cuidado, atención o educación, incluidas sus áreas exteriores de uso común, que serán espacios 

100% libres de humo de tabaco y emisiones y en las que no podrán establecerse zonas exclusivas 



  
   
 

  

 
 

 78  

 

C. 

para fumar. La referencia a las emisiones guarda congruencia con el artículo 12 de la propia Ley y 

con el marco federal. Su aportación consiste en proteger expresamente los espacios en que 

permanecen las personas con mayor riesgo, aun cuando no se trate de lugares interiores de trabajo 

o de acceso al público en los términos de las definiciones vigentes. 

No se incorporan las modificaciones propuestas al artículo 2, toda vez que sus fracciones III, IV y V 

ya prevén la promoción y la educación para la protección de la salud, la coordinación de programas 

y acciones para reducir los daños derivados del consumo de tabaco y el establecimiento de 

lineamientos para el diseño y evaluación de las políticas públicas en esta materia. Tampoco se reitera 

en el artículo 10, la atribución de los Ayuntamientos para suscribir convenios con el Estado, al 

encontrarse prevista en la fracción IV vigente. 

Por último, no se adiciona el artículo 12 BIS en los términos propuestos. El carácter prioritario de la 

prevención y su orientación hacia los grupos de mayor riesgo, se atienden mediante las reformas a 

los artículos 8 y 10 y la adición del artículo 13 TER, que dotan a esa prioridad de contenido operativo 

y evitan una declaración general que reitere las finalidades ya previstas en la ley. 

SEXTO. Valoración de la iniciativa de fecha 14 de julio de 2026. El artículo 31 vigente remite al 

Código de Justicia Administrativa para el Estado de Durango, el cual fue abrogado por la Ley de 

Justicia Fiscal y Administrativa del Estado de Durango, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado de Durango el 23 de diciembre de 2010. A su vez, esta última fue abrogada por la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Durango, expedida mediante el Decreto número 194 de la LXVII 

Legislatura y publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango número 63, de 

fecha 6 de agosto de 2017. 

La remisión vigente a un ordenamiento abrogado, genera incertidumbre sobre el procedimiento 

aplicable para impugnar las sanciones derivadas de la ley. Por ello, la Comisión estima procedente 

aprobar en sus términos la reforma al artículo 31, que actualiza la referencia a la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Durango y aporta certeza jurídica a las personas sancionadas y a las 

autoridades aplicadoras. 

SÉPTIMO. Alcance presupuestario del proyecto. Respecto de la iniciativa presentada el 21 de 

octubre de 2025, la Unidad de Estudios Económicos y de Finanzas Públicas solicitó a la Secretaría 

de Finanzas y de Administración, el análisis de impacto presupuestario mediante el oficio 

HCE/CIEL/UEEFP/054/2026. La Secretaría dio respuesta mediante los oficios 

SFA/PF/SPF/9631/2026 y SFA.15-AF.15-A.2.2.DPP/42.5/2026, que la Unidad remitió a esta 

Comisión mediante el oficio HCE/CIEL/UEEFP/156/2026, de fecha 4 de agosto de 2026, en los 

cuales no se determina impacto presupuestario. 

Las modificaciones incorporadas por esta Comisión se integran a las atribuciones, programas y 

campañas existentes y no crean estructuras, plazas o programas nuevos. Por su parte, la reforma al 

artículo 31 tiene un carácter exclusivamente normativo y no genera erogaciones. Lo anterior, en 

observancia de lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de 

Durango y en los artículos 8 y 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 

los Municipios, según resulte aplicable. 
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C. 

OCTAVO. Sentido del dictamen. Por las razones expuestas, esta Comisión considera procedente 

proponer la aprobación, con modificaciones, de la iniciativa presentada el 21 de octubre de 2025, y 

la aprobación en sus términos del artículo cuarto de la iniciativa presentada el 14 de julio de 2026, 

mediante un proyecto de decreto conjunto. Las propuestas que no se incorporan, se identifican y 

valoran en los considerandos precedentes. Su no inclusión deriva del estudio de esta Comisión y no 

constituye un retiro por parte de sus promoventes. 

Por lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión Dictaminadora estima procedente 

someter a consideración de esta Honorable Asamblea, la resolución conjunta de las iniciativas 

analizadas, con las modificaciones y determinaciones expresamente motivadas en los 

considerandos precedentes. En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 189, último párrafo, de 

la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, se exponen las razones que sustentan dichas 

adecuaciones y se somete a la determinación de esta Representación Popular, para su discusión y, 

en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO 

LA SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA: 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman la fracción III del artículo 8, las fracciones IV y V del artículo 10 y 

el artículo 31; y se adicionan la fracción V al artículo 10, recorriéndose la actual fracción V para ser 

a ser la VI; y el artículo 13 TER, todos de la Ley de Protección a los No Fumadores para el Estado 

de Durango, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 8. … 

I. y II. … 

III. Gestionar y promover una educación sobre los efectos del tabaquismo en la salud dirigida a la 

población en general, con énfasis en niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas y 

personas adultas mayores, a través de métodos individuales, colectivos o de comunicación masiva, 

incluida la orientación para no iniciar el consumo y para evitar la exposición al humo de 

tabaco y emisiones; 

IV. y V. … 

ARTÍCULO 10. … 

I. a III. … 

IV. Suscribir convenios con el Estado para la aplicación de la presente Ley; 

V. Promover, en coordinación con la Secretaría y en el ámbito de su competencia, la 

educación sobre los efectos del tabaquismo en la salud, con énfasis en niñas, niños y 

adolescentes, mujeres embarazadas y personas adultas mayores, a través de métodos 

individuales, colectivos o de comunicación masiva; y 
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C. 

VI. Ejercer las demás atribuciones que determine la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias. 

ARTÍCULO 13 TER. Las instalaciones de los establecimientos públicos y privados destinados 

al cuidado, atención o educación de niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas y 

personas adultas mayores, incluidas sus áreas exteriores de uso común, serán espacios 

100% libres de humo de tabaco y emisiones; de acuerdo a las disposiciones federales 

aplicables. 

ARTÍCULO 31. Para el procedimiento de impugnación de las sanciones derivadas de esta Ley, será 

aplicable la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Durango. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

SEGUNDO. Dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente 

Decreto, la Secretaría de Salud actualizará, en el ámbito de sus atribuciones, el manual de 

señalamientos a que se refiere la fracción IV del artículo 9 de la Ley de Protección a los No 

Fumadores para el Estado de Durango y los lineamientos necesarios para la aplicación de lo 

establecido en el artículo 13 TER del presente Decreto. 

TERCERO. La implementación del presente Decreto se integrará a las atribuciones, programas y 

campañas existentes, por lo que no crea por sí mismo nuevas plazas, unidades administrativas o 

programas. Las acciones que en su caso requieran recursos adicionales se sujetarán a la 

disponibilidad presupuestaria conforme a las disposiciones aplicables. 

CUARTO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

El Ciudadano Gobernador del Estado sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 
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C. 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 28 (veintiocho) 

días del mes de octubre de 2026. 

LA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA  
 
 
 
 
 

DIP. NADIA MONSERRAT MILÁN RAMÍREZ  
PRESIDENTA 

 
 
 
 
 
DIP. SUGHEY ADRIANA TORRES RODRÍGUEZ  

SECRETARIA 
 
 
 
 
 

DIP. HÉCTOR HERRERA NÚÑEZ  
VOCAL 

 
 
 
 
DIP. GABRIELA VÁZQUEZ CHACÓN 

       VOCAL 
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Discusión y Aprobación en su caso, del Dictamen presentado por la Comisión de Puntos 

Constitucionales, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, en materia de Reforma 

del Poder Judicial del Estado. 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA:  

 

A la Comisión de Puntos Constitucionales, le fueron turnadas para su estudio y dictaminación 

correspondiente, dos iniciativas con Proyecto de Decreto; la primera presentada por las Diputadas y 

Diputados, Sandra Lilia Amaya Rosales, Nadia Monserrat Milán Ramírez, Héctor Herrera Núñez, 

Georgina Solorio García, Alberto Alejandro Mata Valadez, Octavio Ulises Adame de la Fuente, Flora 

Isela Leal Méndez, Otniel García Navarro, Bernabé Aguilar Carrillo, Delia Leticia Enriquez Arriaga, 

Cynthia Montserrat Hernández Quiñones y José Osbaldo Santillán Gómez, integrantes de la 

Coalición Parlamentaria “Cuarta Transformación”, de la LXX Legislatura del H. Congreso del Estado, 

que contiene reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango 

en materia de reforma al Poder Judicial; la segunda presentada por las Diputadas y Diputados 

Alejandro Mojica Narváez, Ernesto Abel Alanís Herrera, Gabriela Vázquez Chacón, Sughey Adriana 

Torres Rodríguez, Julián Cesar Rivas B Nevárez, Noel Fernández Maturino, Celia Daniela Soto 

Hernández, Fernando Rocha Amaro, Iván Soto Mendía, Verónica González Olguín, María del Rocío 

Rebollo Mendoza y Ana María Durón Pérez, integrantes de la Coalición Parlamentaria “Unidad y 

Valor por Durango” que contiene reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Durango, en materia de organización interna del Poder Judicial; por lo que de 

conformidad con lo dispuesto por la fracción I del artículo 93 y los diversos artículos 103, 118 fracción 

I, 120, 183, 184, 185, 187, 188, 189 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado 

de Durango, nos permitimos someter a la consideración de esta Honorable Asamblea, el presente 

Dictamen en base a los siguientes: 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

1. Con fecha 25 de mayo de 2026, le fue turnada a este órgano dictaminador iniciativa con Proyecto 

de Decreto, presentada por los integrantes de la Coalición Parlamentaria “Cuarta Transformación” 

de la LXX Legislatura del Congreso de Durango, que contiene reformas y adiciones a los artículos 

108 y 129 BIS de la Constitución Política Estatal en materia de reforma al Poder Judicial del Estado. 
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2. Con fecha 27 de octubre de 2026, le fue turnada a este órgano dictaminador iniciativa con Proyecto 

de Decreto, presentada por los integrantes de la Coalición Parlamentaria “Unidad y Valor Por 

Durango” de la LXX Legislatura del Congreso de Durango, que contiene reformas y adiciones a los 

artículos 59; artículo 82, 107, 108, 124, 125, 129 bis y 175, y se reforma la denominación de la 

sección cuarta, del capítulo sexto, del título cuarto todos de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Durango, en materia de organización interna del Poder Judicial. 

 

Esta Comisión estima procedente y oportuno pronunciarse en un solo acto, por razones de economía 

procesal legislativa y unidad de materia, respecto de las iniciativas señaladas en el proemio del 

presente documento, puesto   que pretenden modificar la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Durango, en materia de reforma al Poder Judicial.  

 

DESCRIPCIÓN DE LAS INICIATIVAS 

 

1. La primera de las iniciativas establece que, durante décadas, el Poder Judicial permaneció 

distante de la ciudadanía, atrapado en dinámicas de privilegio, opacidad y falta de rendición de 

cuentas. Mientras millones de mexicanas y mexicanos exigían acceso real a la justicia, muchas 

veces encontraron instituciones alejadas de sus necesidades y resoluciones incomprensibles para 

el pueblo. 

 

Asimismo, que la reforma constitucional de 2024 en materia del Poder Judicial marcó el inicio de una 

transformación profunda en la vida pública de México, colocando al pueblo en el centro de las 

decisiones nacionales. En la histórica jornada del primero de junio de 2025, cerca de 13 millones de 

mexicanas y mexicanos participaron por primera vez en la elección democrática de quienes hoy 

integran el Poder Judicial, consolidando un paso firme hacia una justicia más cercana, transparente 

y verdaderamente al servicio de la nación. Con ello, se hizo valer uno de los principios fundamentales 

de la Cuarta Transformación: que en México el poder sólo tiene sentido cuando se pone al servicio 

del pueblo, porque es el pueblo quien manda. 

 

Igualmente establecen que la elección libre y directa de personas juzgadoras, el Estado Mexicano 

deposita el ejercicio de la soberanía a través de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial en 

manos del pueblo de México; ello para fortalecer la legitimidad social de quienes imparten justicia, 

cerrar la brecha histórica de instituciones y ciudadanía, y consolidar un Poder Judicial más abierto, 

transparente y con vocación al servicio del pueblo. 

 



  
   
 

  

 
 

 84  

 

C. 

De la misma manera, en nuestra entidad federativa, con fecha 21 de Noviembre de 2024 se publicó 

en el Periódico Oficial, Órgano del Gobierno del Estado, el Decreto No. 715 por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, 

en materia del Poder Judicial, con el objetivo de armonizar la reforma emitida por el Constituyente 

Permanente Federal, la cual se publicó previamente el 15 de septiembre de 2024 en el Diario Oficial 

de la Federación y que, a su vez, ordenó en su artículo octavo transitorio que las Entidades 

Federativas realizaran las adecuaciones correspondientes a sus Constituciones locales, para 

establecer elecciones ciudadanas, libres, secretas y directas con respecto a los cargos de personas 

juzgadoras. 

 

Con posterioridad, la Presidenta de México la Dra. Claudia Sheinbaum Pardo, presentó ante la 

Cámara de Diputados, iniciativa de reforma constitucional, el eje central de la iniciativa consiste en 

mover la elección judicial prevista para 2027 al domingo 4 de junio de 2028, tanto a nivel federal 

como local.  

 

De acuerdo con el documento enviado por la mandataria, en la elección de 2028 se renovarán cuatro 

magistraturas de la Sala Superior del Tribunal Electoral, 463 magistrados de circuito y 385 jueces de 

distrito, además de cientos de cargos judiciales locales en 25 Estados. 

 

La iniciativa también rediseña el sistema de selección de candidaturas. Se propone crear una 

Comisión Coordinadora integrada por representantes de los comités evaluadores de los tres poderes 

de la Unión, encargada de homologar criterios de evaluación y verificar el cumplimiento de requisitos 

de elegibilidad. El nuevo modelo incluiría exámenes de conocimientos, metodologías unificadas y 

filtros técnicos más estrictos para reducir la discrecionalidad y evitar la llegada de perfiles 

cuestionados, como ocurrió en el primer ensayo. 

 

Otro de los cambios clave es la reducción del número de aspirantes en las boletas. Los comités 

seleccionarían primero a las cuatro personas mejor evaluadas por cada cargo y después realizarían 

una insaculación pública para dejar únicamente dos candidaturas por especialidad. Con ello, el 

número de aspirantes a la Suprema Corte pasaría de 81 a 54; los del Tribunal de Disciplina Judicial 

bajarían de 45 a 30 y los del Tribunal Electoral, de 63 a 42. 

 

 
5 https://transp23.s3.amazonaws.com/periodico_oficial/2024/93-bis-2024_20241121143224.pdf 
 

https://transp23.s3.amazonaws.com/periodico_oficial/2024/93-bis-2024_20241121143224.pdf
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La propuesta incorpora además modificaciones operativas para simplificar el voto ciudadano. Cada 

elector elegiría únicamente a un juez y un magistrado por especialidad, mientras el INE reorganizaría 

el territorio en distritos judiciales específicos. También se permitiría que las elecciones judiciales 

compartan casillas con las ordinarias, aunque sin participación de representantes partidistas. 

 

La experiencia de la elección judicial de 2025 confirmó la viabilidad de este modelo democrático, 

pero también permitió identificar áreas de oportunidad para hacerlo más eficiente, más claro y, sobre 

todo, más accesible para la ciudadanía. 

 

Por ello, la iniciativa anteriormente referida, plantea en primer término trasladar este proceso al año 

2028, buscando fortalecer su organización y garantizar mejores condiciones para su desarrollo. 

 

Asimismo, se propone adecuar el mecanismo de revocación de mandato para que pueda celebrarse 

de manera concurrente con los procesos electorales ordinarios, en concordancia con lo establecido 

por la Constitución. 

 

Otro de los ejes fundamentales de dicha propuesta es el fortalecimiento de los comités de evaluación. 

Para ello, se crea una comisión coordinadora integrada por las presidencias de dichos comités, cuya 

función será homologar criterios y dar mayor orden, transparencia y certeza al proceso de selección. 

 

De igual manera, la elección de 2025 dejó claro que, para garantizar un voto verdaderamente libre e 

informado, las boletas electorales deben ser comprensibles y accesibles para toda la ciudadanía. 

Por eso, esta iniciativa contempla un diseño más claro y manejable de las boletas, permitiendo 

identificar con facilidad qué poder postula a cada candidatura y cuál es su especialidad. 

 

Finalmente, el nuevo esquema permitirá que la ciudadanía emita un voto más claro, más 

representativo y más sencillo, al establecer que, tratándose de jueces y magistrados, se vote 

únicamente por una especialidad. 

 

Esa iniciativa reafirma el compromiso de seguir construyendo un Poder Judicial más cercano al 

pueblo, más transparente, más democrático y verdaderamente al servicio de la justicia. 

 

Conforme a lo anterior, la citada iniciativa dispone en su artículo cuarto transitorio, lo siguiente: 
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“Cuarto. El Congreso de la Unión realizará las adecuaciones necesarias al marco jurídico conforme 

al presente Decreto dentro de los noventa días naturales siguientes a su entrada en vigor. Entre 

tanto, se aplicarán de manera directa las disposiciones constitucionales en la materia y, 

supletoriamente, las leyes en materia electoral en todo lo que no se oponga al presente Decreto. 

 

Las Legislaturas de las entidades federativas realizarán las adecuaciones necesarias a sus 

constituciones y leyes locales para adecuarlas a lo que dispone el presente Decreto dentro de los 

sesenta días naturales siguientes a su entrada en vigor6.” 

 

Es por todo lo anterior, que atendiendo a las disposiciones a que se hace referencia con anterioridad, 

es que la presente iniciativa, tiene como objeto reforzar los criterios para la elección del poder judicial 

local, para replicar las reglas del federal, incluyendo sus bases, etapas, procedimientos y términos, 

plazos, modalidades, requisitos, duración de cargos. 

 

De implementarse la presente iniciativa se estará dando continuidad y consolidación a la reforma 

judicial impulsada por el Gobierno Federal.  

 

Así mismo, se fortalecerán los mecanismos que permitan a la ciudadanía emitir su voto con eficacia 

en la elección de personas juzgadoras, mediante la precisión de reglas constitucionales que 

establezcan: tiempos adecuados para el proceso electoral; la reducción del número de candidaturas; 

la simplificación del ejercicio del sufragio; y el fortalecimiento de la operación de los Comités de 

Evaluación. 

 

2. La segunda de las iniciativas instaura que, con la reforma constitucional en materia del Poder 

Judicial, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 15 de septiembre de 2024, inició una etapa 

nueva en la vida democrática del país al establecer la elección popular, libre, directa y secreta de las 

personas juzgadoras que integran el Poder Judicial de la Federación, depositando en la ciudadanía 

mexicana. 

 

Así mismo, la experiencia del Proceso Electoral Judicial de 2025, permitió identificar áreas de 

oportunidad para perfeccionar el diseño normativo sin alterar su fundamento democrático, por lo que 

el Ejecutivo Federal, presentó ante el Congreso de la Unión el 19 de mayo de 2026, una Iniciativa 

con proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución 

 
6 https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/66/2026/may/20260522-A.pdf 

 

https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/66/2026/may/20260522-A.pdf
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Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Reforma del Poder Judicial. La cual, entre 

otras cuestiones, contempla el desplazamiento de la siguiente elección judicial al primer domingo de 

junio de 2028 y el fortalecimiento de los Comités de Evaluación.  

 

Por lo que la reforma constitucional referida en el punto inmediato anterior, fue aprobada y publicada 

en el Diario Oficial de la Federación del 02 de junio de 2026, entrando en vigor al día siguiente, 

constituyendo así, derecho constitucional vigente, que busca profundizar y perfeccionar el modelo 

democrático de integración del Poder Judicial. 

 

En lo que respecta a las entidades federativas, la Carta Magna prevé en su texto vigente que, las 

propuestas de candidaturas y elección de las magistraturas y las personas juzgadoras integrantes 

de los Poderes Judiciales Locales, se sujetarán, entre otras cuestiones, a las bases, etapas, 

procedimientos, requisitos y demás disposiciones que contempla la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

En esa misma línea, el artículo transitorio octavo del Decreto publicado el 02 de junio de 2026, 

establece que las entidades federativas contarán con un plazo de ciento ochenta días naturales a 

partir de la entrada en vigor, para realizar las adecuaciones a sus constituciones locales, 

homologando así, las constituciones locales con la Constitución Federal. Aunado a lo anterior, se 

dispone que la renovación de la totalidad de cargos de elección de los Poderes Judiciales Locales, 

deberán concluir en la elección federal del año 2028. 

 

Bajo tales circunstancias, el Estado de Durango debe armonizar su legislación con el nuevo diseño 

constitucional federal, a efecto de garantizar la homogeneidad normativa, la certeza jurídica para las 

personas aspirantes, las autoridades electorales y la ciudadanía, así como la correcta 

implementación del modelo de justicia democrática en el ámbito local.  

 

Por lo que, con la armonización del marco normativo en el Estado, se busca que las y los 

duranguenses ejerzan plenamente su derecho a elegir a quienes impartirán justicia en condiciones 

de certeza, legalidad, imparcialidad y paridad de género, bajo las mismas reglas que rigen para el 

Poder Judicial de la Federación. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

 

PRIMERA. – La Comisión de Puntos Constitucionales, le corresponde conocer de los asuntos que 

se refieren a reformas o adiciones a la Constitución General de la República o a la particular del 
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Estado y los demás que le encomiende el Congreso del Estado, según lo dispuesto en el artículo 

120 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango. 

SEGUNDA. – La reforma constitucional al Poder Judicial, publicada el 15 de septiembre de 2024 en 

el Diario Oficial de la Federación, transformó de manera profunda el modelo de designación de las 

personas juzgadoras, al establecer su elección mediante voto popular. A partir de dicha modificación, 

los cargos de Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistraturas del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Magistraturas del Tribunal de Disciplina 

Judicial, Magistraturas de los Juzgados de Circuito y Juzgados de Distrito, así como sus equivalentes 

en las entidades federativas, comenzaron a renovarse por elección libre, directa y secreta de la 

ciudadanía. 

 

TERCERA. – En el Proceso Electoral Extraordinario 2024–2025 (PEE 2025) se eligieron 881 cargos 

federales y aproximadamente 1 mil 800 cargos locales, lo que representó la renovación de cerca de 

la mitad de las personas juzgadoras federales y un número significativo en el ámbito estatal. Esta 

experiencia constituyó un hito democrático sin precedentes en la historia constitucional y electoral 

mexicana. 

 

Sin embargo, la implementación práctica del nuevo modelo evidenció áreas de oportunidad, 

particularmente en los procesos de evaluación y selección de aspirantes, así como en los tiempos 

de organización electoral. En este contexto, las experiencias legislativas de entidades federativas 

como Coahuila y Zacatecas constituyen referentes de derecho comparado que permiten apreciar 

distintas aproximaciones normativas en materia de evaluación de perfiles y conocimientos técnicos 

para el acceso a cargos judiciales. 

CUARTA. – De acuerdo con el calendario electoral vigente, en 2027 coincidirán elecciones federales, 

locales y del Poder Judicial en prácticamente todo el territorio federal. Por lo que respecta al Proceso 

electoral ordinario, se deberá elegir 500 diputaciones federales, 17 gubernaturas estatales, elección 

de diputaciones locales en 31 entidades federativas y elecciones de ayuntamientos en 30 estados. 

Por lo que toca al Proceso Electoral del Poder Judicial, se renovarán cuatro magistraturas electorales 

de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; 464 magistraturas de 

Tribunales Colegiados de Circuito; 386 juezas y jueces de Distrito y, en los Poderes Judiciales 

locales, 424 magistraturas y 2 mil 831 juezas y jueces de 25 estados. 

 

Así, la eventual concurrencia de elecciones judiciales con procesos electorales de naturaleza política 

genera riesgos institucionales, entre los que se destacan, una menor deliberación pública sobre 
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perfiles técnicos; saturación informativa para el electorado; incremento del voto desinformado; 

politización de candidaturas judiciales; y presión operativa y financiera sobre la autoridad electoral.  

 

De manera particular, el Instituto Nacional Electoral ha identificado diversas complejidades de 

carácter normativo, operativo, logístico, tecnológico y presupuestal asociadas a la concurrencia del 

Proceso Electoral Ordinario y del Proceso Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

 

QUINTA. – Estas complejidades impactan de manera transversal las actividades de planeación, 

coordinación institucional, integración de órganos electorales, capacitación, producción y distribución 

de documentación y materiales electorales, operación de sistemas informáticos, así como el 

desarrollo de la Jornada Electoral y de los cómputos respectivos7.  

 

En este contexto, y con la finalidad de garantizar condiciones óptimas para la organización y 

desarrollo de ambos procesos electivos, el INE ha considerado necesario proponer llevar a cabo 

reformas constitucionales y legales a efecto de modificar la fecha de celebración de la Jornada 

Electoral del Proceso Electoral del Poder Judicial de la Federación para que ésta se lleve a cabo el 

primer domingo de junio de 2028, en lugar de 2027, permitiendo una mejor planeación institucional, 

operativa y presupuestal. 

 

SEXTA. – Así, la coincidencia en 2027 no es sólo la de dos elecciones con fechas comunes, sino 

también la de dos regímenes con lógicas distintas, cuyas operaciones simultáneas con el mismo 

funcionariado y la misma estructura generan tensiones que no se resuelven sólo con ajustes 

logísticos, sin afectar las garantías de ambos procesos.  

 

Adicionalmente, múltiples análisis y posicionamientos provenientes de diversas dependencias, 

organismos y entidades públicas y privadas, derivados de la revisión de la experiencia institucional 

de la implementación de la reforma del Poder Judicial de 2024, han permitido advertir áreas 

susceptibles de perfeccionamiento, a efecto de fortalecer la legitimidad democrática del modelo, 

dotar de mayor claridad a las reglas aplicables y consolidar mecanismos que permitan garantizar 

que los procesos electivos de personas juzgadoras se desarrollen bajo principios de certeza, 

imparcialidad, profesionalismo, transparencia y adecuada organización electoral8". 

 

 
7 Instituto Nacional Electoral (2026), Presentación: "Análisis institucional relativo a la concurrencia los Procesos Electorales Ordinarios y Judiciales", 12 de mayo de 2025.  
8 Poder Legislativo Federal (Comisión Permanente), "Iniciativa con proyecto de decreto por el que la Comisión Permanente convoca a las Cámaras del Congreso de la 

Unión a celebrar un primer periodo de sesiones extraordinarias durante el Segundo Receso del Segundo Año de Ejercicio de la Sexagésima Sexta Legislatura". En línea: 

mayo 2026. Disponible en: https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/66/2/2026-05-21-1/assets/documentos/Iniciativa Periodo Extraordinario Act-21052026.pdf  

https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/66/2/2026-05-21-1/assets/documentos/Iniciativa%20Periodo%20Extraordinario%20Act-21052026.pdf
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SÉPTIMA. – De manera particular, diversas organizaciones de la sociedad civil han identificado 

oportunidades de mejora en los mecanismos de evaluación utilizados por los Comités 

correspondientes en el proceso electoral judicial de 2025, particularmente en la revisión de requisitos 

y la valoración de la idoneidad de los perfiles9.  

 

En este sentido, se coincide plenamente con los objetivos de la reforma a nivel federal, en el sentido 

de que es necesario perfeccionar el mecanismo de elección popular de las personas juzgadoras, 

mediante ajustes normativos que permitan armonizar las etapas del proceso electoral judicial con las 

capacidades operativas de las autoridades electorales y jurisdiccionales, así como establecer 

condiciones que garanticen una mejor preparación técnica у organizacional de los procesos 

correspondientes, fortaleciendo la confianza ciudadana en las institucionales y evitando riesgos que 

pudieran comprometer la eficacia, la legitimidad o la adecuada implementación del nuevo modelo de 

integración democrática del Poder Judicial. 

 

OCTAVA. – En suma, las problemáticas identificadas en la implementación del modelo de elección 

judicial evidencian la necesidad de realizar ajustes normativos que fortalezcan la calidad técnica, la 

certeza jurídica y la legitimidad institucional del proceso.  

 

Esta reforma articula una respuesta que contribuye a consolidar un sistema de selección basado en 

competencias verificables, a ordenar el calendario electoral para garantizar condiciones adecuadas 

de elección, a corregir inconsistencias constitucionales que generan incertidumbre y a fortalecer los 

mecanismos de continuidad y evaluación del desempeño judicial. Con ello, se busca no sólo 

perfeccionar el diseño del modelo, sino también robustecer la confianza ciudadana en el Poder 

Judicial como pilar fundamental del Estado constitucional de derecho. 

 

NOVENA. – En lo referente a la fecha de la elección judicial. Una de las propuestas 

fundamentales y de mayor relevancia coyuntural en materia electoral judicial es el cambio de fecha, 

previsto para la elección de la otra mitad de las personas integrantes del Poder Judicial de la 

Federación y de los Poderes Judiciales locales, originalmente programada para suceder de manera 

concurrente con las elecciones ordinarias del año 2027, para recorrerse, por única ocasión, al primer 

domingo de junio del 2028.  

 

 
9 Senado de la República, Foro "Fortalecimiento de las elecciones judiciales en México", del 23 de abril de 2026, Video disponible en línea en: 

https://www.youtube.com/watch?v=N1uzgNyzHrg.  

https://www.youtube.com/watch?v=N1uzgNyzHrg
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Por lo que en la reforma a nivel federal se proponen diversas modificaciones para adecuar los 

artículos transitorios Segundo, párrafo cuarto; Cuarto, párrafos primero, tercero y sexto; y Octavo, 

párrafo segundo, del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2024, con la finalidad de 

recorrer al año 2028 la elección pendiente de Magistraturas de Circuito, Juzgados de Distrito, 

Magistraturas de Sala Superior del Tribunal Electoral, así como armonizar los procesos de 

renovación de los Poderes Judiciales locales10. 

 

Asimismo, los transitorios Segundo y Tercero de la iniciativa presidencial contempla diversas 

adecuaciones en sus regímenes transitorios, necesarias para hacer viable la modificación de la fecha 

de la elección judicial, así como aplazar la culminación de ciertos cargos judiciales con la finalidad 

de garantizar una implementación ordenada del nuevo calendario electoral. 

 

Por lo que se consideran adecuadas las modificaciones sugeridas, ya que la experiencia de la 

elección judicial de 2025 evidenció importantes retos operativos, técnicos y logísticos derivados de 

la organización de un proceso inédito con miles de candidaturas, múltiples boletas y nuevas reglas 

electorales11. 

 

A ello se suma que, de acuerdo con el análisis del Instituto Nacional Electoral arriba mencionado, en 

2027 coincidirían elecciones federales, locales y judiciales en prácticamente todo el país, incluyendo 

diputaciones federales, gubernaturas, ayuntamientos y un número considerable de cargos judiciales 

federales y locales, lo que representaría un reto institucional sin precedentes para las autoridades 

electorales12. 

 

De lo que se advierte, que la concurrencia de ambos procesos implicaría la instalación de un número 

extraordinario de casillas, mayores costos presupuestales, incremento en documentación y 

materiales electorales, así como una carga operativa considerable para el Instituto Nacional Electoral 

y los Organismos Electorales Locales. Del mismo modo, podrían generarse dobles filas, saturación 

en las casillas, mayor complejidad para la ciudadanía y riesgos de confusión entre elecciones 

político-partidistas y judiciales. 

 
10 Énfasis añadido 
11 López Ayllón, Sergio y Valadés, Diego (coords. y edits.), Informe académico sobre la reforma judicial de 2024 en México, Enclave de Jurídicas, núm. 12, México, UNAM, 

Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2026, apartado "IV. Las elecciones Judiciales Federales", sólo pp. 148-149, disponible en: 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/16/7904/9 7904.pdf  
12 INE, Op. Cit., pp. 18-19.  
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DÉCIMA. – En la mejora de la operación de los Comités de Evaluación y del proceso de 

evaluación y selección de personas aspirantes.  En lo referente de integrar una Comisión 

Coordinadora, responsable de verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales 

de las personas aspirantes, establecer criterios y metodologías de evaluación, selección y exámenes 

de conocimientos, la cual elegirá dentro de sus integrantes a la persona que coordine sus trabajos.  

  

Esta es una de las principales áreas de mejora de la elección de personas juzgadoras que fueron 

detectadas está justamente en la importancia de que las y los ciudadanos electores tengan la certeza 

de que los procesos de evaluación de las personas aspirantes, a cargo de los Comités de Evaluación, 

se lleven a cabo conforme a los más altos estándares metodológicos de evaluación. 

 

Para lograr lo anterior, es preciso que existan criterios objetivos unificados, se verifique el 

cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales de todas las personas participantes; se 

establezcan metodologías homologadas de evaluación y selección, incluyendo exámenes de 

conocimientos; y se emitan los acuerdos que resulten necesarios para hacer más eficientes los 

trabajos de los Comités y permitir que cumplan cabalmente su misión al servicio del pueblo de 

México. 

 

Por lo que resulta pertinente la integración de la Comisión Coordinadora, toda vez que durante el 

Proceso Electoral Judicial Extraordinario 2024-2025 se observaron diferencias importantes en la 

forma en que cada uno de los Comités de Evaluación revisó y evaluó a las personas aspirantes13. 

 

DÉCIMA PRIMERA. – Respecto a la reducción de candidaturas, simplificación y blindaje del 

voto, y principio de paridad de género. Se coincide con la propuesta para reducir el listado de diez 

personas mejor evaluadas que los Comités de Evaluación deben seleccionar, a solo cuatro personas 

para cada cargo, además de que la ciudadanía pueda emitir su voto para cada cargo o especialidad 

y ajustando mediante insaculación pública a dos postulaciones para cada cargo o especialidad sujeto 

a elección. La propuesta plantea que los Comités de Evaluación reduzcan sus listas preliminares de 

diez a cuatro personas mejor evaluadas y que, posteriormente, mediante insaculación pública, cada 

 
13 Por ejemplo, se encontró que el Comité del Poder Ejecutivo no estableció criterios públicos claros para calificar la elegibilidad ni los ensayos de las personas candidatas; 

el Comité del Poder Legislativo utilizó un sistema de 100 puntos, otorgando 40 puntos a méritos académicos, 30 a experiencia profesional y 30 a honestidad y buena fama 

pública, requiriendo un mínimo de 80 puntos para pasar a entrevistas; mientras que el Comité del Poder Judicial implementó un modelo más robusto que incluyó evaluación 

curricular (40 %), examen escrito de conocimientos (40 %) y entrevista pública (20 %). En cuanto a las correcciones e inconsistencias en la documentación: el Comité 

Legislativo permitía a las personas subsanar errores documentales, mientras que el Comité Judicial no aceptó aclaraciones ni documentos adicionales. Véase López Ayllón, 

Sergio y Valadés, Diego (coords. y edits.), Informe académico sobre la reforma judicial de 2024 en México, Enclave de Jurídicas, núm. 12, México, UNAM, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas, 2026, apartado "IV. Las elecciones Judiciales Federales", sólo pp. 150-158, disponible en: 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/16/7904/9 7904.pdf.  
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Poder únicamente postule hasta dos candidaturas por cargo, observando la paridad de género. Con 

ello, el número máximo de candidaturas finales por cargo pasaría de nueve a seis. 

 

La propuesta de reforma contempla que los Comités evalúen los conocimientos, competencias, 

antecedentes y buena fama pública de sus aspirantes y seleccionen a las cuatro personas mejor 

evaluadas por cargo. Posteriormente, deberán realizar insaculación pública para reducir a dos 

candidaturas por cargo y especialidad, observando paridad de género. 

 

Por lo que se está de acuerdo en que al reducir de manera sustancial el número de candidaturas 

presentadas en cada boleta respecto del modelo anterior se contribuye a simplificar y facilitar el 

ejercicio del voto ciudadano y, con ello, se fortalece la calidad de la democracia. Al mismo tiempo, 

se mejora la efectividad del sufragio, al permitir al ciudadano comparar, valorar y decidir con 

información manejable los perfiles de las personas aspirantes con mayor precisión con el fin de hacer 

más genuinas las preferencias del electorado. El ajuste fortalece además la legitimidad de las 

personas electas al traducir el mandato popular en una expresión más clara, directa y comprensible. 

 

DÉCIMA SEGUNDA. – La organización territorial de la elección por circuito y especialidad se 

establece que, para el caso de magistraturas de circuito y juzgados de distrito, se instituye un modelo 

de organización territorial que toma como unidad básica el circuito judicial y lo subdivide en distritos 

electorales judiciales determinados según el número de cargos a elegir y las especialidades jurídicas 

presentes en cada circuito, y se da en los siguientes términos: 

 

a) Estructura de los distritos electorales.   

b) Asignación de candidaturas por especialidad y distrito.  

c) Cargos asignados a dos o más distritos.   

d) Adecuación del marco geográfico en cada proceso electoral.  

 

DÉCIMA TERCERA. – Así mismo la Simplificación del contenido de la boleta electoral; 

establecer la misma ubicación de los lugares de votación y permitir el escrutinio y cómputo 

en las mismas casillas donde fueron sufragados. 

 

a) Simplificación de la boleta electoral. - Sobre este aspecto, se establece que cada elector votará 

por un juez y un magistrado para cada una de las especialidades, entre las candidaturas de los tres 

poderes. De la misma manera, se considera que las boletas distinguirán las candidaturas que postule 
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cada Poder, incluyendo a magistrados y jueces en funciones que quieran reelegirse, para lo cual, el 

INE dividirá el territorio en los distritos judiciales que sean necesarios para garantizar este derecho.  

 

b) Ubicación de lugares de votación. - La implementación de un modelo de unificación de casillas 

electorales constituye una medida necesaria para simplificar el proceso de votación y optimizar la 

organización de los procesos electorales concurrentes derivados de la elección judicial.  

 

c) Escrutinio y cómputo. - Se considera importante señalar que, en las elecciones ordinarias, el 

escrutinio y cómputo de votos se realiza en la propia casilla al concluir la jornada electoral, frente a 

la ciudadanía y representantes electorales, lo que ha permitido generar certeza y transparencia.  

 

DÉCIMA CUARTA. – Fortalecimiento de la función jurisdiccional. La capacitación permanente 

obligatoria de todas las personas juezas y magistradas, con la implementación de programas de 

actualización y capacitación permanentes para todas las personas juzgadoras, para lo cual la ley 

detallará los criterios, metodologías, plazos y demás reglas aplicables a estas evaluaciones para 

garantizar procesos transparentes.  

 

DÉCIMA QUINTA. – De lo anteriormente expuesto, dando cumplimiento al artículo transitorio octavo 

del Decreto por el que se  reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma al Poder Judicial, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación con fecha 2 de junio de 2026, establece que las entidades federativas contarán con 

un plazo de ciento ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor, para realizar las 

adecuaciones a sus constituciones locales, homologando así, las Constituciones Locales con la 

Constitución Federal. Aunado a lo anterior, se dispone que la renovación de la totalidad de cargos 

de elección de los Poderes Judiciales Locales, deberán concluir en la elección federal del año 2028. 

 

Bajo tales circunstancias dando cumplimiento a dicho transitorio, la reforma a la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Durango se realiza en los siguientes términos:  

 

 a). JORNADA ELECTORAL. - En el artículo 59 se establece que la jornada de votación se 

efectuará el primer domingo de junio del cuarto año del periodo constitucional de forma 

coincidente con la jornada electoral local. 

 

b). LOS AVISOS DE AUSENCIA O LICENCIAS. - En el artículo 82 se establece recibir los avisos 

de ausencia de la Gobernadora o Gobernador y conceder las autorizaciones o, en su caso, 
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licencias que soliciten la Gobernadora o el Gobernador y las Magistradas y los Magistrados del 

Tribunal Superior de Justicia,  

del Tribunal de Disciplina Judicial, del Tribunal Electoral del Estado, del Tribunal de Justicia 

Administrativa, Tribunal de Justicia Penal para Adolescentes y las personas Comisionadas 

al Órgano de Administración del Poder Judicial 

 

c). REMUNERACIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. - En el artículo 107 se establece que la 

remuneración de las Magistradas y los Magistrados; las Juezas y los Jueces, y los integrantes del 

Órgano de Administración del Poder Judicial no podrá ser mayor a lo percibido por la persona 

que ocupe la gubernatura del Estado. 

Así mismo, se adiciona la figura de Comisionadas y Comisionados del Órgano de 

Administración el Poder Judicial y una apreciación de redacción: 

Las Magistradas, los Magistrados del Poder Judicial, Comisionadas y Comisionados del Órgano 

de Administración el Poder Judicial, podrán desempeñar otra comisión o empleo de la 

Federación, del Estado o de los municipios, por los cuales se disfrute sueldo, con licencia previa 

del Congreso del Estado, y cesarán de sus funciones mientras dure la nueva ocupación. 

 

d). LOS CARGOS SUJETOS A ELECCIÓN Y LA ESPECIALIZACIÓN POR MATERIA. - En el 

artículo 108 se establece que previo al plazo establecido en esta Constitución, para la publicación 

de la convocatoria por el Congreso del Estado, EL ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN DEL PODER 

JUDICIAL, DEBERÁ HACER DEL CONOCIMIENTO LOS CARGOS SUJETOS A ELECCIÓN Y, 

EN SU CASO LA ESPECIALIZACIÓN POR MATERIA. 

 

e). PLAZO PARA LA PUBLICACIÓN DE LA CONVOCATORIA POR PARTE DEL CONGRESO 

DEL ESTADO Y EN EL CASO DE JUEZAS Y JUECES SE PRECISARÁ LA ESPECIALIZACIÓN 

POR MATERIA, Y LA REGIÓN POR LA QUE CONTENDERÁN. - El Congreso del Estado, 

publicará la convocatoria para la integración del listado de candidaturas, a más tardar el día treinta 

de abril del año anterior al de la elección que corresponda, la que contendrá las etapas 

completas del procedimiento, sus fechas y plazos improrrogables y los cargos a elegir. En el caso 

de Juezas y Jueces se precisará la especialización por materia, y la región por la que 

contenderán.  

 

f). INTEGRACIÓN DE LOS COMITÉS DE EVALUACIÓN. - Cada Poder integrará un Comité de 

Evaluación conformado por cinco personas reconocidas en la actividad jurídica, quienes elegirán 

entre sus integrantes a una persona que coordinará sus trabajos. 
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g). INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN COORDINADORA. - Las personas coordinadoras de los 

tres Comités integrarán una Comisión Coordinadora, responsable de verificar el 

cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales de las personas participantes, 

establecer criterios y metodologías homologadas de evaluación, selección y exámenes de 

conocimientos, y emitir acuerdos que regulen los trabajos de los tres Comités.  

 

h). SELECCIÓN DE LAS PERSONAS MEJOR EVALUADAS POR CADA COMITÉ. - Cada 

comité seleccionará, conforme a los criterios definidos por la Comisión Coordinadora, a las 

personas mejor evaluadas que además de cumplir con los requisitos constitucionales y 

legales, cuenten con  los conocimientos técnicos necesarios para el desempeño del cargo 

y se hayan distinguido por su honestidad, buena fama pública competencia y antecedentes 

académicos y profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica, integrando un listado con 

las cuatro personas mejor evaluadas para cada cargo, observando la paridad de género. 

i). PROCESO DE INSACULACIÓN PÚBLICA PARA DEPURAR EL LISTADO PARA 

AJUSTARLO A DOS PERSONAS POR CADA CARGO. - Posterior a ello, mediante 

insaculación pública depurarán el listado para ajustarlo a dos personas por cada cargo, 

siempre observando la paridad de género. 

 

j). REMISIÓN DE LA INFORMACIÓN POR PARTE DE LOS COMITÉS A LA AUTORIDAD QUE 

REPRESENTE A CADA PODER PARA SU APROBACIÓN Y ENVÍO AL CONGRESO DEL 

ESTADO. - Ajustados los listados los comités remitirán la información a la autoridad que 

represente a cada Poder para su aprobación y envío al Congreso del Estado.  

 

k). RECEPCIÓN DE LAS POSTULACIONES Y REMISIÓN DE LOS LISTADOS AL IEPC. - El 

Congreso del Estado recibirá las postulaciones y remitirá los listados al Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana del Estado de Durango dentro de los plazos fijados en la convocatoria, 

a efecto de que organice el proceso electivo.  

 

l). LAS AUTORIDADES ELECTORALES NO PODRÁN MODIFICAR LOS RESULTADOS DE LA 

ELECCIÓN NI LA ASIGNACIÓN DE CARGOS DESPUÉS DEL 15 DE AGOSTO DEL AÑO DE 

LA ELECCIÓN. - El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Durango 

efectuará los cómputos y declarará la validez de la elección, publicará los resultados y entregará 

las constancias a las candidaturas que obtengan el mayor número de votos, asignando los cargos 

alternadamente entre mujeres y hombres, iniciando por mujer. Dichos resultados podrán ser 
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impugnados ante el Tribunal Electoral del Estado de Durango, quien resolverá las impugnaciones 

a más tardar el 15 de agosto del año de la elección. Las personas que resulten electas tomaran 

protesta ante el Congreso del Estado, el día que se instale el primer periodo ordinario de sesiones. 

Las autoridades electorales no podrán modificar los resultados de la elección ni la 

asignación de cargos después de esa fecha. 

 

m). CADA UNO DE LOS PODERES DEBERÁ GARANTIZAR LA POSTULACIÓN DE DOS 

PERSONAS POR CARGO, OBSERVANDO EN TODO MOMENTO EL PRINCIPIO DE PARIDAD 

DE GÉNERO. - Sin perjuicio de lo anterior, cada uno de los poderes deberá garantizar la 

postulación de dos personas por cargo, observando en todo momento el principio de 

paridad de género. 

 

n). FACULTADES DE INVESTIGACIÓN. - En el artículo 124 se establece que dentro de las 

facultades que tiene el Órgano de Administración del Poder Judicial esta también la de investigar, 

sustanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa del personal que 

no realiza funciones jurisdiccionales en el Poder Judicial. 

 

ñ). PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN Y ACTUALIZACIÓN PERMANENTE. - En el artículo129 

Bis establece que: el Tribunal evaluará el desempeño de las Magistradas y Magistrados y las 

Juezas y Jueces que resulten electas en la elección que corresponda, durante su primer año de 

ejercicio y aplicará programas de capacitación y actualización permanente, para lo cual podrá 

coordinarse con la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado. La ley establecerá los 

métodos, criterios e indicadores aplicables a los procesos de evaluación que correspondan.  

La ley señalará los criterios, metodologías, etapas, áreas intervinientes en los procesos de 

evaluación y seguimiento de resultados, garantizando la transparencia, imparcialidad y objetividad 

de los procesos de evaluación y de las personas evaluadoras, así como los procedimientos para 

ordenar las siguientes medidas correctivas o sancionadoras cuando la evaluación correspondiente 

resulte insatisfactoria: 

o). ÓRGANOS RESPONSABLES DE LA INVESTIGACIÓN, SUBSTANCIACIÓN Y SANCIÓN DE 

LAS RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS INTEGRANTES DEL PODER 

JUDICIAL DEL ESTADO. - En el artículo175 establece que: Para la investigación, substanciación 

y sanción de las responsabilidades administrativas de los integrantes del Poder Judicial del Estado, 

los órganos responsables serán el Tribunal de Disciplina Judicial y el Órgano de 

Administración del Poder Judicial, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 124 y 

129 BIS, de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado, 
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en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos, así como 

las facultades del Congreso en materia de responsabilidades. 

 

DÉCIMA SEXTA. – No pasa por alto para esta dictaminadora que el artículo 182 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Durango, establece que toda iniciativa de reforma 

constitucional deberá ser sometida a la opinión, del Tribunal Superior de Justicia cuando la reforma 

verse sobre la materia de sus atribuciones; quienes deberán rendir un informe por escrito… 

 

En esa línea, se recibió oficio por parte de la Magistrada Presidenta del Tribunal Superior de Justicia 

del Estado Iliana Angélica Alvarado Salinas, de fecha 28 de octubre de 2026, con número de 

identificación Sección: Pleno; OFICIO no. 1443/2026 Sesión extraordinaria 12, por el cual emite 

opinión favorable a las iniciativas de reforma a los artículos 82, 107, 108, 124, 125, 129 Bis y 175 de 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango contiene propuestas pertinentes 

para la actualización del marco constitucional, el fortalecimiento de los procedimientos de selección 

y evaluación de las personas juzgadoras y la delimitación de las competencias de los órganos del 

Poder Judicial, en consecuencia, se emite opinión favorable a la iniciativa en lo general, al considerar 

que sus objetivos pueden contribuir a mejorar la organización, transparencia y funcionamiento 

institucional del Poder Judicial del Estado, confiando en que su implementación redundará en un 

beneficio para la sociedad duranguense. 

 

DÉCIMA SÉPTIMA. - Por lo que se llega a la conclusión que el adecuado funcionamiento del sistema 

democrático mexicano exige una revisión constante y oportuna de las normas, instituciones y 

procedimientos que rigen la organización de los procesos electorales y el ejercicio de los derechos 

político-electorales de la ciudadanía, particularmente en un contexto de transformación institucional 

y de permanente evolución de los desafíos técnicos, operativos y jurídicos que enfrenta el sistema 

electoral nacional. 

CUADRO COMPARATIVO 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO 

 

CONTENIDO VIGENTE  

(DICE) 

PROPUESTA 
MODIFICACIÓN 

 
COALICIÓN 

PARLAMENTARIA 
CUARTA 

TRANSFORMACIÓN  
(DEBE DECIR) 

PROPUESTA MODIFICACIÓN 
 

COALICIÓN PARLAMENTARIA 
UNIDAD Y VALOR POR 

DURANGO  
 

(DEBE DECIR)  
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ARTÍCULO 59.- … 

I.  a IV. … 

V. … 

La solicitud deberá plantearse 
durante los tres meses 
posteriores a la conclusión del 
tercer año del periodo 
constitucional, por un número 
equivalente, al menos, al diez por 
ciento de la lista nominal de 
electores del Estado, en la mitad 
más uno de los municipios o 
alcaldías de la entidad; podrá 
llevarse a cabo en una sola 
ocasión durante el periodo 
constitucional, mediante 
votación libre, directa y secreta; 
será vinculante cuando la 
participación corresponda como 
mínimo al cuarenta por ciento de 
dicha lista y la votación sea por 
mayoría absoluta. La jornada de 
votación se efectuará en fecha 
posterior y no coincidente con 
procesos electorales o de 
participación ciudadana locales o 
federales y quien asuma el 
mandato del ejecutivo revocado 
concluirá el periodo 
constitucional. 

 ARTÍCULO 59.- … 

I.  a IV. … 

V. … 

La solicitud deberá plantearse 
durante los tres meses posteriores 
a la conclusión del tercer año del 
periodo constitucional, por un 
número equivalente, al menos, al 
diez por ciento de la lista nominal de 
electores del Estado, en la mitad 
más uno de los municipios o 
alcaldías de la entidad; podrá 
llevarse a cabo en una sola ocasión 
durante el periodo constitucional, 
mediante votación libre, directa y 
secreta; será vinculante cuando la 
participación corresponda como 
mínimo al cuarenta por ciento de 
dicha lista y la votación sea por 
mayoría absoluta. La jornada de 
votación se efectuará el primer 
domingo de junio del cuarto año 
del periodo constitucional de 
forma coincidente con la jornada 
electoral local y quien asuma el 
mandato del ejecutivo revocado 
concluirá el periodo constitucional. 

 

ARTÍCULO 82.- ... 
I a V. ... 
VI.- ... 
… 
… 
… 
… 
… 
I y II. …  
 
III.- Recibir los avisos de 
ausencia de la Gobernadora o 
Gobernador y conceder las 
autorizaciones o, en su caso, 
licencias que soliciten la 
Gobernadora o el Gobernador y 
las Magistradas y los 
Magistrados del Tribunal 

 ARTÍCULO 82.- ... 
I a V. ... 
VI.- ... 
… 
… 
… 
… 
… 
I y II. …  
 
III.- Recibir los avisos de ausencia 
de la Gobernadora o Gobernador y 
conceder las autorizaciones o, en 
su caso, licencias que soliciten la 
Gobernadora o el Gobernador y las 
Magistradas y los Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, del 
Tribunal de Disciplina Judicial, 
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Superior de Justicia, Magistradas 
y Magistrados Electorales, del 
Tribunal de Justicia Fiscal y 
Administrativa y del Tribunal de 
Menores Infractores y miembros 
del Consejo de la Judicatura 

del Tribunal Electoral del Estado, 
del Tribunal de Justicia 
Administrativa, Tribunal Laboral 
Burocrático, Tribunal de Justicia 
Penal para Adolescentes, 
Tribunal de Justicia Laboral y las 
personas Comisionadas al 
Órgano de Administración del 
Poder Judicial; 
 
IV a VII.- …   
 

ARTÍCULO 107.- … 
… 
Las Magistradas y los 
Magistrados; las Juezas y los 
Jueces, y los integrantes del 
Órgano de Administración del 
Poder Judicial, percibirán una 
remuneración adecuada e 
irrenunciable, la cual no podrá 
ser mayor a lo establecido por el 
artículo 127 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
Las magistradas, los 
magistrados del Poder Judicial, 
las consejeras y los consejeros 
de la Judicatura, podrán 
desempeñar otra comisión o 
empleo de la Federación, del 
Estado o de los municipios, por 
los cuales se disfrute sueldo, con 
licencia previa del Congreso del 
Estado, y cesarán de sus 
funciones mientras dure la nueva 
ocupación. 
 
 

 ARTÍCULO 107.- … 
… 
Las Magistradas y los Magistrados; 
las Juezas y los Jueces, y los 
integrantes del Órgano de 
Administración del Poder Judicial, 
percibirán una remuneración 
adecuada e irrenunciable, la cual no 
podrá ser mayor a lo percibido por 
la persona Titular del Poder 
Ejecutivo del Estado. 
 
Las Magistradas, los Magistrados 
del Poder Judicial, Comisionadas 
y Comisionados del Órgano de 
Administración del Poder 
Judicial, podrán desempeñar otra 
comisión o empleo de la 
Federación, del Estado o de los 
municipios, por los cuales se 
disfrute sueldo, con licencia previa 
del Congreso del Estado, y cesarán 
de sus funciones mientras dure la 
nueva ocupación. 
… 
… 
… 
 

ARTÍCULO 108.- …  

…  

El Tribunal Superior de Justicia 
contará, para el mismo periodo, 
con una vicepresidencia, que 
tendrá iguales atribuciones y 
obligaciones que aquél en el 
ejercicio de la suplencia, dicho 
cargo será ocupado por la 

ARTÍCULO 108.- …. 
 
…. 
…. 
…. 
 
I. a III. … 
 
a) …. 
 
b) Cada Poder integrará un 
Comité de Evaluación 

ARTÍCULO 108.- …  

…  

El Tribunal Superior de Justicia 
contará, para el mismo periodo, 
con una vicepresidencia, que 
tendrá iguales atribuciones y 
obligaciones que aquél en el 
ejercicio de la suplencia, dicho 
cargo será ocupado por la persona 
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persona que haya obtenido el 
segundo lugar en la elección a 
que se refiere el párrafo anterior. 
 
Las Magistradas y Magistrados 
del Tribunal Superior de Justicia; 
del Tribunal de Disciplina 
Juridicial; del Tribunal de Justicia 
Penal para Adolescentes, y las 
Juezas y Jueces, serán elegidos 
de manera libre, directa y secreta 
por la ciudadanía el día que se 
realicen las elecciones estatales 
ordinarias del año que 
corresponda conforme al 
siguiente procedimiento:  
 
I. El Órgano de Administración 
del Poder Judicial, por lo menos 
con sesenta días de anticipación 
a la fecha de inicio del proceso 
electoral informará al Congreso 
del Estado, la conclusión del 
encargo de integrantes del Poder 
Judicial que se encuentren 
próximos al término de su 
periodo;   
 
 
II. El Congreso del Estado, 
publicará la convocatoria para la 
integración del listado de 
candidaturas, dentro de los 
treinta días naturales siguientes 
a la instalación del primer 
periodo ordinario de sesiones del 
año anterior al de la elección que 
corresponda, la que contendrá 
las etapas completas del 
procedimiento, sus fechas y 
plazos improrrogables y los 
cargos a elegir. En el caso de 
Juezas y Jueces se precisará la 
especialización por materia, el 
distrito judicial respectivo y 
demás información que se 
requiera;  

III. …  

a) …  

conformado por cinco 
personas reconocidas en la 
actividad jurídica, que 
recibirá los expedientes de 
las personas aspirantes, 
evaluará el cumplimiento de 
los requisitos 
constitucionales y legales e 
identificará a las personas 
mejor evaluadas que 
cuenten con los 
conocimientos técnicos 
necesarios para el 
desempeño del cargo y se 
hayan distinguido por su 
honestidad, buena fama 
pública, competencia y 
antecedentes académicos y 
profesionales en el ejercicio 
de la actividad jurídica. 
 
Para definir criterios 
uniformes y homologados, 
los Comités de Evaluación 
de los tres Poderes deberán 
integrarse en una Comisión 
Coordinadora de 
Evaluación, la cual será 
responsable de verificar el 
cumplimiento de los 
requisitos 
constitucionales y legales 
de las personas 
participantes, así como 
establecer criterios y 
metodologías 
homologadas de 
evaluación, selección y 
exámenes de 
conocimientos, y emitir 
acuerdos que regulen los 
trabajos de los tres 
comités; 
 
c) Cada Comité 
seleccionará conforme a 
los criterios definidos por 
la Comisión Coordinadora 
de Evaluación a las 
personas mejor evaluadas 
que cuenten con los 
conocimientos técnicos 

que haya obtenido el segundo lugar 
en la elección a que se refiere este 
artículo.  

Las Magistradas y Magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, del 
Tribunal de Disciplina Judicial, del 
Tribunal de Justicia Penal para 
Adolescentes, y las Juezas y 
Jueces, serán elegidos de manera 
libre, directa y secreta por la 
ciudadanía el día que se realicen 
las elecciones estatales ordinarias 
del año que corresponda conforme 
al siguiente procedimiento: 

I. Previo al plazo establecido en 
esta Constitución, para la 
publicación de la convocatoria 
por el Congreso del Estado, el 
Órgano de Administración del 
Poder Judicial, deberá hacer del 
conocimiento los cargos sujetos 
a elección y, en su caso la 
especialización por materia. 

II. El Congreso del Estado, 
publicará la convocatoria para la 
integración del listado de 
candidaturas, a más tardar el día 
treinta de abril del año anterior al 
de la elección que corresponda, la 
que contendrá las etapas 
completas del procedimiento, sus 
fechas y plazos improrrogables y 
los cargos a elegir. En el caso de 
Juezas y Jueces se precisará la 
especialización por materia, y la 
región por la que contenderán.  

III. …  

a) …  

b) Cada Poder integrará un Comité 
de Evaluación conformado por 
cinco personas reconocidas en la 
actividad jurídica, quienes elegirán 
entre sus integrantes a una 
persona que coordinará sus 
trabajos. 
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b) Cada Poder integrará un 
Comité de Evaluación 
conformado por tres personas 
reconocidas en la actividad 
jurídica, que recibirá los 
expedientes de las personas 
aspirantes, evaluará el 
cumplimiento de los requisitos 
constitucionales y legales e 
identificará a las personas mejor 
evaluadas que cuenten con los 
conocimientos técnicos 
necesarios para el desempeño 
del cargo y se hayan distinguido 
por su honestidad, buena fama 
pública, competencia y 
antecedentes académicos y 
profesionales en el ejercicio de la 
actividad jurídica. 
 
 
 
 
 
c) Los Comités de Evaluación de 
cada Poder, integrarán un listado 
con las dos personas mejor 
evaluadas para cada cargo, 
observando la paridad de 
género, dichos listados se 
remitirán a la autoridad que 
represente a cada Poder del 
Estado para su aprobación y 
envío al Congreso del Estado. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
inciso d) (sin correlativo) 
 
 
 
 

necesarios para el 
desempeño del cargo y se 
hayan distinguido por su 
honestidad, buena fama 
pública, competencia y 
antecedentes académicos 
y profesionales en el 
ejercicio de la actividad 
jurídica;  
 
d) Los Comités de 
Evaluación de cada Poder, 
integrarán un listado con 
las cuatro personas mejor 
evaluadas para cada 
cargo, posteriormente 
depurarán dicho listado 
mediante insaculación 
pública para ajustarlo a 
dos personas para cada 
cargo observando la 
paridad de género, 
ajustados los listados se 
remitirán a la autoridad 
que represente a cada 
Poder del Estado para su 
aprobación y envío al 
Congreso del Estado. 
 
IV. …. 
 
V. El Instituto Electoral y de 
Participación Ciudadana del 
Estado de Durango 
efectuará los cómputos y 
declarará la validez de la 
elección, publicará los 
resultados y entregará las 
constancias a las 
candidaturas que obtengan 
el mayor número de votos, 
asignando los cargos 
alternadamente entre 
mujeres y hombres, iniciando 
por mujer. Dichos resultados 
podrán ser impugnados ante 
el Tribunal Electoral del 
Estado de Durango, quien 
resolverá las impugnaciones 
a más tardar el 15 de agosto 
del año de la elección. Las 
personas que resulten 

Las personas coordinadoras de 
los tres Comités integrarán una 
Comisión Coordinadora, 
responsable de verificar el 
cumplimiento de los requisitos 
constitucionales y legales de las 
personas participantes, 
establecer criterios y 
metodologías homologadas de 
evaluación, selección y 
exámenes de conocimientos, y 
emitir acuerdos que regulen los 
trabajos de los tres Comités.  

c) Cada comité seleccionará, 
conforme a los criterios 
definidos por la Comisión 
Coordinadora, a las personas 
mejor evaluadas que además de 
cumplir con los requisitos 
constitucionales y legales, 
cuenten con los conocimientos 
técnicos necesarios para el 
desempeño del cargo y se hayan 
distinguido por su honestidad, 
buena fama pública, 
competencia y antecedentes 
académicos y profesionales en el 
ejercicio de la actividad jurídica, 
integrando un listado con las 
cuatro personas mejor evaluadas 
para cada cargo, observando la 
paridad de género. 

Posterior a ello, mediante 
insaculación pública depurarán 
el listado para ajustarlo a dos 
personas por cada cargo, 
siempre observando la paridad 
de género. 

d) Ajustados los listados, los 
comités remitirán la información 
a la autoridad que represente a 
cada Poder para su aprobación y 
envío al Congreso del Estado.  

IV. El Congreso del Estado recibirá 
las postulaciones y remitirá los 
listados al Instituto Electoral y de 
Participación Ciudadana del 
Estado de Durango dentro de los 
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IV. El Congreso del Estado 
recibirá las postulaciones y 
remitirá los listados al Instituto 
Electoral y de Participación 
Ciudadana del Estado de 
Durango a más tardar el 15 de 
febrero del año de la elección 
que corresponda, a efecto de 
que organice el proceso electivo. 

…  

V. El Instituto Electoral y de 
Participación Ciudadana del 
Estado de Durango efectuará los 
cómputos y declarará la validez 
de la elección, publicará los 
resultados y entregará las 
constancias a las candidaturas 
que obtengan el mayor número 
de votos, asignando los cargos 
alternadamente entre mujeres y 
hombres, iniciando por mujer. 
Dichos resultados podrán ser 
impugnados ante el Tribunal 
Electoral del Estado de Durango, 
quien resolverá las 
impugnaciones a más tardar el 
15 de agosto del año de la 
elección. Las personas que 
resulten electas tomaran 
protesta ante el Congreso del 
Estado, el día que se instale el 
primer periodo ordinario de 
sesiones. 
 
 
 
 
 
 
 Para el caso de Magistradas y 
Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia; del Tribunal 
de Disciplina Judicial; y del 
Tribunal de Justicia Penal para 
Adolescentes, la elección se 
realizará a nivel estatal conforme 
al procedimiento anterior y en los 
términos que dispongan las 
leyes. El Poder Ejecutivo 
postulará por conducto de la 
persona titular del Gobierno del 

electas tomarán protesta 
ante el Congreso del Estado, 
el día que se instale el primer 
periodo ordinario de 
sesiones; las autoridades 
electorales no podrán 
modificar los resultados ni 
la asignación de cargos 
después de esa fecha. 
 
Para el caso de Magistradas 
y Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia; del 
Tribunal de Disciplina 
Judicial; y del Tribunal de 
Justicia Penal para 
Adolescentes, la elección se 
realizará a nivel estatal 
conforme al procedimiento 
anterior y en los términos que 
dispongan las leyes. El 
Poder Ejecutivo postulará 
por conducto de la persona 
titular del Gobierno del 
Estado dos personas 
aspirantes; el Poder 
Legislativo postulará, por 
mayoría de dos tercios de 
sus integrantes presentes, 
dos personas, y el Poder 
Judicial del Estado, por 
conducto del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, 
postulará por mayoría de 
ocho votos, dos personas. 
 
Para el caso de Juezas y 
Jueces, el Estado se dividirá 
en dos regiones conforme a 
las necesidades que 
determine el Órgano de 
Administración del Poder 
Judicial, en los términos del 
procedimiento establecido 
en este artículo y en lo que 
dispongan las leyes. Cada 
uno de los Poderes postulará 
dos personas para cada 
cargo: el Poder Ejecutivo lo 
hará por conducto de su 
titular; el Poder Legislativo 
postulará, por mayoría de 

plazos fijados en la convocatoria 
que emita el Congreso del 
Estado a efecto de que organice el 
proceso electivo. 

…  

V. El Instituto Electoral y de 
Participación Ciudadana del 
Estado de Durango efectuará los 
cómputos y declarará la validez de 
la elección, publicará los resultados 
y entregará las constancias a las 
candidaturas que obtengan el 
mayor número de votos, asignando 
los cargos alternadamente entre 
mujeres y hombres, iniciando por 
mujer. Dichos resultados podrán 
ser impugnados ante el Tribunal 
Electoral del Estado de Durango, 
quien resolverá las impugnaciones 
a más tardar el 15 de agosto del 
año de la elección, las 
autoridades electorales no 
podrán modificar los resultados 
ni la asignación de cargos 
después de esa fecha. Las 
personas que resulten electas 
tomarán protesta ante el Congreso 
del Estado, el día que se instale el 
primer periodo ordinario de 
sesiones, con excepción de las 
Magistradas y Magistrados del 
Tribunal de Disciplina Judicial 
quienes lo harán el día 18 de 
agosto ante la Comisión 
Permanente. 

Para el caso de Magistradas y 
Magistrados del Tribunal Superior 
de Justicia, del Tribunal de 
Disciplina Judicial y del Tribunal de 
Justicia Penal para Adolescentes, 
la elección se realizará a nivel 
estatal conforme al procedimiento 
anterior y en los términos que 
dispongan las leyes. El Poder 
Ejecutivo postulará por conducto 
de la persona titular del Gobierno 
del Estado dos personas 
aspirantes; el Poder Legislativo 
postulará, mediante votación de 
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Estado hasta dos personas 
aspirantes; el Poder Legislativo 
postulará, por mayoría simple, 
hasta dos personas, y el Poder 
Judicial del Estado, por conducto 
del Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia, postulará por 
mayoría de ocho votos, hasta 
dos personas. 
 
 
 
  
Para el caso de Juezas y Jueces, 
el Estado se dividirá en dos 
regiones conforme a las 
necesidades que determine el 
Órgano de Administración del 
Poder Judicial, en los términos 
del procedimiento establecido en 
este artículo y en lo que 
dispongan las leyes. Cada uno 
de los Poderes postulará hasta 
dos personas para cada cargo: el 
Poder Ejecutivo lo hará por 
conducto de su titular; el Poder 
Legislativo postulará, por 
mayoría simple, hasta dos 
personas, y el Poder Judicial del 
Estado, por conducto del Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia, 
postulará hasta dos personas por 
mayoría de ocho votos.  
 
 
… 
…  
…  
…   
… 
 

dos tercios de sus 
integrantes presentes, dos 
personas, y el Poder 
Judicial del Estado, por 
conducto del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, 
postulará dos personas por 
mayoría de ocho votos. 
 
…. 
…. 
…. 
…. 
…. 

 

dos terceras partes de sus 
integrantes presentes, dos 
personas, y el Poder Judicial del 
Estado, por conducto del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, 
postulará por mayoría de ocho 
votos, dos personas; debiendo 
observar en todo caso la paridad 
de género.  

Para el caso de Juezas y Jueces, el 
Estado se dividirá en dos regiones 
conforme a las necesidades que 
determine el Órgano de 
Administración del Poder Judicial, 
en los términos del procedimiento 
establecido en este artículo y en lo 
que dispongan las leyes. Cada uno 
de los Poderes postulará dos 
personas para cada cargo: el Poder 
Ejecutivo lo hará por conducto de 
su titular; el Poder Legislativo 
postulará, mediante votación de 
dos terceras partes de sus 
integrantes presentes, dos 
personas, y el Poder Judicial del 
Estado, por conducto del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, 
postulará dos personas por 
mayoría de ocho votos, debiendo 
observar en todo caso la paridad 
de género.  

… 
…  
…  
…   
… 

 

 
SECCIÓN CUARTA 

 
DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

PENAL PARA 
ADOLESCENTES 

 
ARTÍCULO 124.- …  
 
Tendrá a su cargo la 
determinación del número, 

  
SECCIÓN CUARTA 

 
DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

PENAL PARA ADOLESCENTES 
 

ARTÍCULO 124.- …  
 
Tendrá a su cargo la determinación 
del número, división en distritos 
judiciales, competencia territorial y 
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división en distritos judiciales, 
competencia territorial y 
especialización por materias de 
los Juzgados; el ingreso, 
permanencia y separación del 
personal de carrera judicial y 
administrativo, así como su 
formación, promoción y 
evaluación de desempeño; la 
inspección del cumplimiento de 
las normas de funcionamiento 
administrativo del Poder Judicial; 
y las demás que establezcan las 
leyes. 

especialización por materias de los 
Juzgados; el ingreso, permanencia 
y separación del personal de 
carrera judicial y administrativo, así 
como su formación, promoción y 
evaluación de desempeño; la 
inspección del cumplimiento de las 
normas de funcionamiento 
administrativo del Poder Judicial, 
así como, investigar, sustanciar y 
resolver los procedimientos de 
responsabilidad administrativa 
del personal que no realiza 
funciones jurisdiccionales en el 
Poder Judicial; y las demás que 
establezcan las leyes. 

 

 
ARTÍCULO 125.- El Pleno del 
Órgano de Administración del 
Poder Judicial se integrará por 
cinco personas que durarán en 
su encargo seis años 
improrrogables, de las cuales 
una será designada por el Poder 
Ejecutivo, por conducto de la 
persona titular; uno, por mayoría 
simple, del Congreso del Estado; 
y tres por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, 
con mayoría de ocho votos. La 
presidencia del Órgano será 
electa por la mayoría de sus 
integrantes por un periodo de 
dos años y quien la ocupe no 
podrá ostentarla de nueva 
cuenta. 
 

…  

I. a V …  

 

 ARTÍCULO 125.- El Pleno del 
Órgano de Administración del 
Poder Judicial se integrará por 
cinco personas que durarán en su 
encargo seis años improrrogables, 
de las cuales una será designada 
por el Poder Ejecutivo, por 
conducto de la persona titular; uno, 
por las dos terceras partes de 
sus integrantes presentes del 
Congreso del Estado; y tres por el 
Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, con mayoría de 
ocho votos. La presidencia del 
Órgano será electa por la mayoría 
de sus integrantes por un periodo 
de dos años y quien la ocupe no 
podrá ostentarla de nueva cuenta.  

…  

I. a V …  

 

ARTÍCULO 129 BIS. - …   

…  

…  

 

ARTÍCULO 129 BIS. - …. 
 
…. 
….  
 
Durarán seis años en su 
encargo, serán sustituidos 
de manera escalonada y no 

ARTÍCULO 129 BIS. - …   

…  

…  

Durarán seis años en su encargo, 
serán sustituidos de manera 
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podrán ser electos para un 
nuevo periodo. Cada dos 
años se renovará la 
presidencia del Tribunal de 
manera rotatoria en función 
del número de votos que 
obtenga cada candidatura en 
la elección respectiva, 
correspondiendo la 
presidencia a quienes 
alcancen mayor votación. 
 
….  
…. 
…. 
…. 
…. 
…. 
…. 
 
El Tribunal evaluará el 
desempeño de las 
Magistradas y Magistrados y 
las Juezas y Jueces que 
resulten electas en la 
elección que corresponda, 
durante su primer año de 
ejercicio, y aplicará 
programas de capacitación 
y actualización 
permanente 
coordinándose con la 
Universidad Judicial. La 
ley establecerá los 
métodos, criterios e 
indicadores aplicables a 
dicha evaluación.  
 
La ley señalará los 
criterios, metodologías, 
etapas, áreas 
intervinientes en los 
procesos de evaluación y 
seguimiento de resultados, 
garantizando la 
transparencia, 
imparcialidad y objetividad 
de los procesos de 
evaluación y de las 
personas evaluadoras, así 
como los procedimientos 
para ordenar las siguientes 

escalonada y no podrán ser electos 
para un nuevo periodo. Cada dos 
años se renovará la presidencia del 
Tribunal de manera rotatoria en 
función del número de votos que 
obtenga cada candidatura en la 
elección respectiva, 
correspondiendo la presidencia a 
quienes alcancen mayor votación. 

…  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

El Tribunal evaluará el desempeño 
de las Magistradas y Magistrados y 
las Juezas y Jueces que resulten 
electas en la elección que 
corresponda, durante su primer 
año de ejercicio, y aplicará 
programas de capacitación y 
actualización permanente 
coordinándose con la 
Universidad Judicial. La ley 
establecerá los métodos, criterios e 
indicadores aplicables a dicha 
evaluación.  

La ley señalará los criterios, 
metodologías, etapas, áreas 
intervinientes en los procesos de 
evaluación y seguimiento de 
resultados, garantizando la 
transparencia, imparcialidad y 
objetividad de los procesos de 
evaluación y de las personas 
evaluadoras, así como los 
procedimientos para ordenar las 
siguientes medidas correctivas o 
sancionadoras cuando la 
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medidas correctivas o 
sancionadoras cuando la 
evaluación 
correspondiente resulte 
insatisfactoria: 
 
a) y b) … 

…  

 

evaluación correspondiente resulte 
insatisfactoria:  

a) y b) …  

…  

 

ARTÍCULO 175.- …  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

Para la investigación, 
substanciación y sanción de las 
responsabilidades 
administrativas de los 
integrantes del Poder Judicial del 
Estado conocerá el Consejo de 
la Judicatura, sin perjuicio de las 
atribuciones de la Auditoría 
Superior del Estado, en materia 
de fiscalización sobre el manejo, 
la custodia y aplicación de 
recursos públicos, así como las 
facultades del Congreso en 
materia de responsabilidades. 

 ARTÍCULO 175.- …  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

Para la investigación, 
substanciación y sanción de las 
responsabilidades administrativas 
de los integrantes del Poder Judicial 
del Estado, los órganos 
responsables serán el Tribunal 
de Disciplina Judicial y el Órgano 
de Administración del Poder 
Judicial, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 124 y 
129 Bis, de esta Constitución, sin 
perjuicio de las atribuciones de la 
Auditoría Superior del Estado, en 
materia de fiscalización sobre el 
manejo, la custodia y aplicación de 
recursos públicos, así como las 
facultades del Congreso en materia 
de responsabilidades. 

 

Por las razones expuestas, esta Comisión estima que la reforma es constitucionalmente válida, 

socialmente pertinente y jurídicamente adecuada. En consecuencia, se considera procedente 
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aprobarla con ajustes de técnica legislativa con fundamento en lo que dispone el artículo 189 último 

párrafo, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango. 

 

En tal virtud y en base a lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión que dictamina, se 

permite someter a la determinación de esta H. Soberanía, para su análisis, discusión y en su caso 

aprobación el siguiente: 

P R O Y E C T O   D E   D E C R E T O 

 

LA SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO, D E C R E 

T A: 

 

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforman el contenido del artículo 59; artículo 82, 107 108, 124, 125, 129 bis 

y 175, y se reforma la denominación de la sección séptima , del capítulo séptimo, del título cuarto 

todos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, para quedar de la 

siguiente manera:  

 

ARTÍCULO 59.- … 

I.  a IV. … 

V. … 

La solicitud deberá plantearse durante los tres meses posteriores a la conclusión del tercer año del 

periodo constitucional, por un número equivalente, al menos, al diez por ciento de la lista nominal de 

electores del Estado, en la mitad más uno de los municipios o alcaldías de la entidad; podrá llevarse 

a cabo en una sola ocasión durante el periodo constitucional, mediante votación libre, directa y 

secreta; será vinculante cuando la participación corresponda como mínimo al cuarenta por ciento de 

dicha lista y la votación sea por mayoría absoluta. La jornada de votación se efectuará el primer 

domingo de junio del cuarto año del periodo constitucional de forma coincidente con la 

jornada electoral local y quien asuma el mandato del ejecutivo revocado concluirá el periodo 

constitucional. 

ARTÍCULO 82.- ... 
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I a V. ... 

VI.- ... 

… 

… 

… 

… 

… 

I y II. …  

III.- Recibir los avisos de ausencia de la Gobernadora o Gobernador y conceder las autorizaciones 

o, en su caso, licencias que soliciten la Gobernadora o el Gobernador y las Magistradas y los 

Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Disciplina Judicial, del Tribunal 

Electoral del Estado, del Tribunal de Justicia Administrativa, Tribunal de Justicia Penal para 

Adolescentes y las personas Comisionadas al Órgano de Administración del Poder Judicial; 

IV a VII.- …   

ARTÍCULO 107.- … 

… 

Las Magistradas y los Magistrados; las Juezas y los Jueces, y los integrantes del Órgano de 

Administración del Poder Judicial, percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no 

podrá ser mayor a lo percibido por la persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado. 

Las Magistradas, los Magistrados del Poder Judicial, Comisionadas y Comisionados del Órgano 

de Administración del Poder Judicial, podrán desempeñar otra comisión o empleo de la 

Federación, del Estado o de los municipios, por los cuales se disfrute sueldo, con licencia previa del 

Congreso del Estado, y cesarán de sus funciones mientras dure la nueva ocupación. 

… 

… 
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… 

ARTÍCULO 108.- …  

…  

El Tribunal Superior de Justicia contará, para el mismo periodo, con una vicepresidencia, que tendrá 

iguales atribuciones y obligaciones que aquél en el ejercicio de la suplencia, dicho cargo será 

ocupado por la persona que haya obtenido el segundo lugar en la elección a que se refiere este 

artículo.  

Las Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Disciplina Judicial, 

del Tribunal de Justicia Penal para Adolescentes, y las Juezas y Jueces, serán elegidos de manera 

libre, directa y secreta por la ciudadanía el día que se realicen las elecciones estatales ordinarias 

del año que corresponda conforme al siguiente procedimiento: 

I. Previo al plazo establecido en esta Constitución, para la publicación de la convocatoria por 

el Congreso del Estado, el Órgano de Administración del Poder Judicial, deberá hacer del 

conocimiento los cargos sujetos a elección y, en su caso la especialización por materia. 

II. El Congreso del Estado, publicará la convocatoria para la integración del listado de candidaturas, 

a más tardar el día treinta de abril del año anterior al de la elección que corresponda, la que 

contendrá las etapas completas del procedimiento, sus fechas y plazos improrrogables y los cargos 

a elegir. En el caso de Juezas y Jueces se precisará la especialización por materia, y la región por 

la que contenderán.  

III. …  

a) …  

b) Cada Poder integrará un Comité de Evaluación conformado por cinco personas reconocidas en 

la actividad jurídica, quienes elegirán entre sus integrantes a una persona que coordinará sus 

trabajos. 

Las personas coordinadoras de los tres Comités integrarán una Comisión Coordinadora, 

responsable de verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales de las 

personas participantes, establecer criterios y metodologías homologadas de evaluación, 
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selección y exámenes de conocimientos, y emitir acuerdos que regulen los trabajos de los 

tres Comités.  

c) Cada comité seleccionará, conforme a los criterios definidos por la Comisión Coordinadora, 

a las personas mejor evaluadas que además de cumplir con los requisitos constitucionales y 

legales, cuenten con los conocimientos técnicos necesarios para el desempeño del cargo y 

se hayan distinguido por su honestidad, buena fama pública, competencia y antecedentes 

académicos y profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica, integrando un listado con 

las cuatro personas mejor evaluadas para cada cargo, observando la paridad de género. 

Posterior a ello, mediante insaculación pública depurarán el listado para ajustarlo a dos 

personas por cada cargo, siempre observando la paridad de género. 

d) Ajustados los listados, los comités remitirán la información a la autoridad que represente 

a cada Poder para su aprobación y envío al Congreso del Estado.  

IV. El Congreso del Estado recibirá las postulaciones y remitirá los listados al Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana del Estado de Durango dentro de los plazos fijados en la convocatoria 

que emita el Congreso del Estado a efecto de que organice el proceso electivo. 

…  

V. El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Durango efectuará los cómputos 

y declarará la validez de la elección, publicará los resultados y entregará las constancias a las 

candidaturas que obtengan el mayor número de votos, asignando los cargos alternadamente entre 

mujeres y hombres, iniciando por mujer. Dichos resultados podrán ser impugnados ante el Tribunal 

Electoral del Estado de Durango, quien resolverá las impugnaciones a más tardar el 15 de agosto 

del año de la elección, las autoridades electorales no podrán modificar los resultados ni la 

asignación de cargos después de esa fecha. Las personas que resulten electas tomarán protesta 

ante el Congreso del Estado, el día que se instale el primer periodo ordinario de sesiones, con 

excepción de las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial quienes lo 

harán el día 18 de agosto ante la Comisión Permanente. 

Para el caso de Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de 

Disciplina Judicial y del Tribunal de Justicia Penal para Adolescentes, la elección se realizará a nivel 

estatal conforme al procedimiento anterior y en los términos que dispongan las leyes. El Poder 

Ejecutivo postulará por conducto de la persona titular del Gobierno del Estado dos personas 
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aspirantes; el Poder Legislativo postulará, mediante votación de dos terceras partes de sus 

integrantes presentes, dos personas, y el Poder Judicial del Estado, por conducto del Pleno del 

Tribunal Superior de Justicia, postulará por mayoría de ocho votos, dos personas; debiendo 

observar en todo caso la paridad de género.  

Para el caso de Juezas y Jueces, el Estado se dividirá en dos regiones conforme a las necesidades 

que determine el Órgano de Administración del Poder Judicial, en los términos del procedimiento 

establecido en este artículo y en lo que dispongan las leyes. Cada uno de los Poderes postulará dos 

personas para cada cargo: el Poder Ejecutivo lo hará por conducto de su titular; el Poder Legislativo 

postulará, mediante votación de dos terceras partes de sus integrantes presentes, dos personas, y 

el Poder Judicial del Estado, por conducto del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, postulará dos 

personas por mayoría de ocho votos, debiendo observar en todo caso la paridad de género.  

… 

…  

…  

…   

… 

 
SECCIÓN SÉPTIMA 

DEL ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN DEL PODER JUDICIAL 
 

ARTÍCULO 124.- …  

Tendrá a su cargo la determinación del número, división en distritos judiciales, competencia territorial 

y especialización por materias de los Juzgados; el ingreso, permanencia y separación del personal 

de carrera judicial y administrativo, así como su formación, promoción y evaluación de desempeño; 

la inspección del cumplimiento de las normas de funcionamiento administrativo del Poder Judicial, 

así como, investigar, sustanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad 

administrativa del personal que no realiza funciones jurisdiccionales en el Poder Judicial; y 

las demás que establezcan las leyes. 
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ARTÍCULO 125.- El Pleno del Órgano de Administración del Poder Judicial se integrará por cinco 

personas que durarán en su encargo seis años improrrogables, de las cuales una será designada 

por el Poder Ejecutivo, por conducto de la persona titular; uno, por las dos terceras partes de sus 

integrantes presentes del Congreso del Estado; y tres por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia 

del Estado, con mayoría de ocho votos. La presidencia del Órgano será electa por la mayoría de sus 

integrantes por un periodo de dos años y quien la ocupe no podrá ostentarla de nueva cuenta.  

…  

I. a V …  

ARTÍCULO 129 BIS. - …   

…  

…  

Durarán seis años en su encargo, serán sustituidos de manera escalonada y no podrán ser electos 

para un nuevo periodo. Cada dos años se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria 

en función del número de votos que obtenga cada candidatura en la elección respectiva, 

correspondiendo la presidencia a quienes alcancen mayor votación. 

…  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

El Tribunal evaluará el desempeño de las Magistradas y Magistrados y las Juezas y Jueces que 

resulten electas en la elección que corresponda, durante su primer año de ejercicio, y aplicará 
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programas de capacitación y actualización permanente coordinándose con la Universidad 

Judicial. La ley establecerá los métodos, criterios e indicadores aplicables a dicha evaluación.  

La ley señalará los criterios, metodologías, etapas, áreas intervinientes en los procesos de 

evaluación y seguimiento de resultados, garantizando la transparencia, imparcialidad y objetividad 

de los procesos de evaluación y de las personas evaluadoras, así como los procedimientos para 

ordenar las siguientes medidas correctivas o sancionadoras cuando la evaluación correspondiente 

resulte insatisfactoria:  

a) y b) …  

…  

 

ARTÍCULO 175.- …  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los 

integrantes del Poder Judicial del Estado, los órganos responsables serán el Tribunal de 

Disciplina Judicial y el Órgano de Administración del Poder Judicial, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 124 y 129 Bis, de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones 

de la Auditoría Superior del Estado, en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y 

aplicación de recursos públicos, así como las facultades del Congreso en materia de 

responsabilidades. 
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T R A N S I T O R I O S 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango.  

ARTÍCULO SEGUNDO. Los cargos de personas juzgadoras del Poder Judicial que no hayan sido 

objeto de renovación en la elección judicial del año 2025 así como las vacantes correspondientes se 

elegirán sin excepción en la elección judicial local del año 2028, conforme a lo previsto en este 

decreto.  

Las personas juzgadoras que concluirían su encargo en el año 2027 permanecerán en funcionas 

hasta el año 2028, concluyendo su encargo en la fecha en que tomen protesta las personas que 

emanen de la elección judicial respectiva.  

 

ARTÍCULO TERCERO. Las personas juzgadoras que resulten electas en la elección judicial de 2028 

tomarán protesta el 1 de septiembre del año 2028 ante el Pleno del Congreso del Estado. 

 

ARTÍCULO CUARTO. En un plazo que no exceda de 60 días, el Congreso del Estado deberá realizar 

las adecuaciones que correspondan a fin de dar cumplimiento al presente Decreto.  

 

ARTÍCULO QUINTO. En lo relativo a lo establecido en el artículo 129 bis del presente Decreto, y en 

términos de lo ordenado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver las Acciones de 

Inconstitucionalidad 95/2025 y su acumulada 102/2025, en sesión pública de fecha 23 de marzo de 

2026, las personas que actualmente ocupan las Magistraturas del Tribunal de Disciplina Judicial, 

continuarán en sus cargos hasta la conclusión de los períodos para los cuales fueron electos; y será 

a partir de los procesos electorales siguientes, en los que se ajustarán los períodos por los que 

contenderán las personas que busquen ser electos en estos cargos, así como los períodos de 

duración de la presidencia de dicho órgano. 

 

ARTÍCULO SEXTO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
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El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 28 (veintiocho) 

días del mes de octubre del año 2026 (dos mil veintiséis). 

LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 

 

 

DIP. BERNABÉ AGUILAR CARRILLO 
PRESIDENTE 

 
 
 
 
 
 

DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 
SECRETARIO 

 
 
 

 
 
 
 

DIP. OTNIEL GARCÍA NAVARRO        
VOCAL 

 
 
 

DIP. ERNESTO ABEL ALANÍS HERRERA 
VOCAL 

 
 
 
 
 
 

DIP. MARTÍN VIVANCO LIRA 
VOCAL 

 
 
 

DIP. ALBERTO ALEJANDRO MATA 
VALADEZ 

VOCAL 
 
 
 
 

 

 

 

 



  
   
 

  

 
 

 117  

 

C. 

Clausura de la Sesión. 
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